
EN el presente trabajo se da cuenta de las novedades que supone la
aprobación del Real Decreto 520/2005, de 13 de mayo, y de cada uno
de los siete procedimientos que desarrolla en cumplimiento de las
previsiones de la propia LGT: 1) Procedimiento de revisión de actos
nulos de pleno derecho; 2) Procedimiento de declaración de lesivi-
dad; 3) Procedimiento de revocación; 4) Procedimiento de rectificación
de errores; 5) Procedimiento de devolución de ingresos indebidos;
6) Recurso de reposición; y 7) Reclamación económico-administrativa.
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I. INTRODUCCIÓN. LAS REMISIONES REGLAMENTARIAS DE LANUEVALEY GENE-
RAL TRIBUTARIA

El pasado 27 de mayo veía la luz, a través de su publicación en el Boletín Oficial del Estado,
el Real Decreto 520/2005, del 13 del mismo mes. Se trata del segundo cuerpo normativo (tras la
promulgación del Reglamento del Régimen Sancionador Tributario, aprobado por RD 2063/2004,
de 15 de octubre) encargado de desarrollar las previsiones contenidas en la Ley General Tributaria
(LGT) atinentes a la materia revisora y a los que seguirán otros dos en materias tan relevantes como
la recaudación y la gestión e inspección.

Su entrada en vigor (de conformidad con su disp. final única) se produjo el 27 de junio, salvo
en lo atinente a las competencias de los órganos del Tribunal Económico-Administrativo Central
(TEAC) respecto a las reclamaciones pendientes (disp. trans. única), cuya vigencia principió el día
siguiente al de la misma publicación del reglamento, es decir, el 28 de mayo último 1.

La aprobación de este reglamento supone la derogación de otras tantas disposiciones regla-
mentarias que, sin embargo, seguirán siendo de aplicación (ultraactividad) para los procedimientos
que se iniciaron antes de la entrada en vigor de la nueva LGT. Tales disposiciones son las siguien-
tes: a) El Real Decreto 2244/1979, de 7 de septiembre, por el que se reglamentaba el recurso de repo-
sición previo al económico-administrativo; b) El Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, por
el cual se regulaba el procedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de
naturaleza tributaria, excepto los artículos 8, 9, 10, 11, 13, 14, la disposición adicional tercera y el
apartado 3 de la disposición adicional quinta; c) El Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el
que se aprobaba el Reglamento de Procedimiento en las Reclamaciones Económico-Administrativas
(RPREA); d) El Real Decreto 136/2000, de 4 de febrero, por el que se desarrollaba parcialmente la
Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, en lo relativo al reem-
bolso del coste de las garantías prestadas para suspender la ejecución de las deudas tributarias y al
régimen de actuaciones de la inspección de los tributos y se adaptaba a las previsiones de dicha ley
el procedimiento para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria.

1 En tal sentido, la citada disposición transitoria única dispone expresamente: «A los efectos previstos en la disposición
transitoria quinta de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y en tanto deba continuar aplicándose el
Reglamento de Procedimiento en las Reclamaciones Económico-Administrativas, aprobado por el Real Decreto 391/1996,
de 1 de marzo, a las reclamaciones o recursos interpuestos con anterioridad al 1 de julio de 2004, las competencias atri-
buidas en éste a los vocales del TEAC pasarán a ser ejercidas por el Secretario del citado Tribunal, excepto las previstas
en los párrafos c) y d) del apartado 1 y en el apartado 2 del artículo 14 del citado reglamento, en su artículo 21 y, en gene-
ral, las funciones de asistencia y votación en las Salas y en el Pleno del Tribunal, que continuarán siendo ejercidas por los
vocales».
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En realidad, la derogación formal de las disposiciones colacionadas con anterioridad no impli-
ca que el nuevo reglamento haga tabla rasa respecto de la normativa que deroga, toda vez que la pro-
pia LGT incorporó buena parte de aquélla, elevando a rango legal lo que con anterioridad eran sim-
plemente previsiones reglamentarias. Esto último explica en buena medida la discreta extensión del
reglamento (tan sólo 79 artículos) frente a la de sus predecesores (el RD 391/1996, ocupándose úni-
camente de las reclamaciones económico-administrativas tenía más de 125 artículos), así como su
naturaleza eminentemente procedimental.

Con todo, las habilitaciones o llamadas específicas de la LGT al nuevo reglamento para com-
pletar el desarrollo de determinados aspectos aludidos por el Título V de aquélla eran abundantes y
pueden ser sistematizados en los preceptos que siguen: a) El artículo 33 atinente al reembolso de los
costes de las garantías dispone en su apartado 1 que «reglamentariamente se regulará el procedi-
miento de reembolso y la forma de determinar el coste de las garantías» (vid. arts. 75 a 79 del RD
520/2005); b) El artículo 219.3 relativo al procedimiento de revocación remite al reglamento para
determinar el órgano competente para declararla que, en todo caso, debería ser distinto del órgano
que dictó el acto objeto de la revisión (vid. art. 10 del RD 520/2005); c) El artículo 221.1 y 2, rela-
tivo al procedimiento para la devolución de ingresos indebidos en sus aspectos de desarrollo del pro-
cedimiento y ejecución de la devolución, habilita la entrada reglamentaria (vid. arts. 17 a 20 del RD
520/2005); d) El artículo 224.1 relativo a la suspensión de la ejecución del acto recurrido en reposi-
ción se remite al desarrollo reglamentario de la materia (vid. art. 25 del RD 520/2005); e) El artícu-
lo 229, relativo a las competencias de los Tribunales Económico-Administrativos remite a la dispo-
sición reglamentaria en cuanto a la fijación de la cuantía de la reclamación, a efectos de la determinación
de las referidas competencias, así como la posibilidad de crear salas desconcentradas en el ámbito
territorial con las competencias que se fijen en la norma de desarrollo (vid. arts. 28 y 30 del RD
520/2005); f) El artículo 231.3, 4 y 5, relativo al funcionamiento de los Tribunales Económico-
Administrativos, remite a una amplia habilitación reglamentaria en cuestiones de nombramiento de
Presidente de Sala a favor de alguno de los Vocales, de actuación a través de órganos unipersonales
y de composición, organización y funcionamiento de los Tribunales Económico-Administrativos
(vid.arts. 30 y 32 del RD 520/2005); g) El artículo 233.1 relativo a la suspensión de la ejecución del
acto impugnado en vía económico-administrativa dispone que «la ejecución del acto impugnado
quedará suspendida automáticamente a instancia del interesado si se garantiza el importe de dicho
acto, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos que se establezcan reglamen-
tariamente». Asimismo, el apartado 12 del citado precepto se remite al reglamento en cuanto a la
regulación de los requisitos, órganos competentes y procedimiento para la tramitación y resolución
de las solicitudes de suspensión (vid. arts. 39 y ss. del RD 520/2005); h) El artículo 234.4 y 5 prevé
la posibilidad de exigir al reclamante el sufragio de las costas del procedimiento según los criterios
que se fijen reglamentariamente (vid. art. 51 del RD 520/2005); i) El artículo 236, relativo a la tra-
mitación del procedimiento económico-administrativo en única o primera instancia, dispone en su
apartado 3 que reglamentariamente se establezcan los supuestos en los que el informe del órgano
que dictó el acto impugnado deba tener carácter preceptivo (vid. art. 57 del RD 520/2005); j) El
artículo 245 que regula el ámbito de aplicación del procedimiento abreviado ante órganos uniper-
sonales realiza una amplia remisión a la norma reglamentaria en sus apartados primero, segundo y
tercero (vid. arts. 64 y 65 del RD 520/2005); k) Las disposiciones adicionales duodécima y deci-
motercera, relativas a la composición de los Tribunales Económico-Administrativos y a la partici-
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pación de las Comunidades Autónomas en éstos, también realizan sendas remisiones reglamentarias
satisfechas por los artículos 30 y 31 del Real Decreto 520/2005; l) Por fin, la disposición adicional
decimocuarta establece que «con efectos para las reclamaciones económico-administrativas que se
interpongan a partir de la entrada en vigor de esta ley, las cuantías a las que se refieren los párrafos
a) y b) del apartado 2 del artículo 10 del Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo, por el que se
aprueba el RPREA, quedarán fijadas en 150.000 y 1.800.000 euros, respectivamente, hasta que se
apruebe un nuevo reglamento de desarrollo en materia económico-administrativa» (el art. 36 del
RD 520/2005mantiene las cuantías indicadas para el recurso de alzada ordinario, añadiendo que si
el acto o actuación fuese de cuantía indeterminada, puede interponerse recurso de alzada ordinario
en todo caso).

II. LOS ASPECTOS MÁS RESEÑABLES DE LA NORMATIVA REGLAMENTARIA

La sistemática del reglamento de revisión es clara y se inspira en los mismos criterios expo-
sitivos de la LGT en su Título V, dictando en primer lugar unas normas comunes a todos los proce-
dimientos de revisión, para luego pasar a regular cada uno de los siete procedimientos previstos en
la propia ley: 1) Procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho; 2) Procedimiento de
declaración de lesividad; 3) Procedimiento de revocación; 4) Procedimiento de rectificación de erro-
res; 5) Procedimiento de devolución de ingresos indebidos; 6) Recurso de reposición; y 7) Reclamación
económico-administrativa. Rompiendo un tanto esta sistemática, el reglamento concluye con un títu-
lo relativo al reembolso del coste de garantías, regulada en la LGT no en su Título V sino en su Título
II relativo a los tributos (art. 33).

Uno de los criterios generales del nuevo reglamento ha sido la de evitar las menciones a órga-
nos concretos en los distintos procedimientos, con el fin de facilitar el desarrollo de la facultad de
organización de las distintas Administraciones Tributarias, quedando este extremo supeditado a lo
que en un futuro se vaya estableciendo en normas de organización de rango inferior. Tal extremo fue
criticado por la práctica totalidad de los órganos que informaron sobre el proyecto de reglamento
(especialmente todas las Comunidades Autónomas), así como por el propio Consejo de Estado que
consideraba deseable un mayor grado de concreción en este aspecto competencial con el fin de evi-
tar una indeseable situación de dispersión normativa contraria a la seguridad jurídica 2.

La propia Exposición de Motivos del reglamento enfatiza sobre sus aspectos más remarca-
bles. Así y con relación al procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho, se recogen las
diversas formas de inicio y la solicitud de informe al órgano que dictó el acto, dando audiencia a los
interesados con el fin de que éstos puedan alegar y presentar los documentos y justificantes que con-
sideren oportunos. Asimismo, en la fase de resolución se insiste en la necesidad del dictamen del
Consejo de Estado u órgano equivalente de la Comunidad Autónoma.

NUEVO REGLAMENTO REVISIÓN

2 El proyecto de reglamento, al que frecuentemente vamos a referirnos para valorar mejor los cambios introducidos por el
Real Decreto 520/2005, puede consultarse en la Undécima edición del Código Tributariode la Editorial Aranzadi, Navarra,
2004, págs. 531 a 561.
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En el procedimiento de declaración de lesividad se establece la obligación de solicitar informe al
órgano con funciones de asesoramiento jurídico del órgano administrativo correspondiente. En el pro-
cedimiento de revocación se recoge la posibilidad de que el órgano que hubiera dictado el acto o cual-
quier otro órgano de la misma Administración pueda proponer el inicio del procedimiento. Por su parte,
en el procedimiento de rectificación de errores lo más reseñable se centra en la concreción de ciertos
aspectos procedimentales. Por fin, en la devolución de ingresos indebidos, ha de resaltarse la amplia-
ción de los supuestos de legitimación para solicitar la devolución de los ingresos indebidos a las perso-
nas o entidades que hubiesen soportado la retención, el ingreso a cuenta o la repercusión, permitiéndo-
se instar la rectificación de la autoliquidación a través de la cual se hubiese realizado el ingreso indebido.

Por lo que se refiere al recurso de reposición regulado en el Título III del Real Decreto 520/2005,
sus aspectos más reseñables se centran en las cuestiones procedimentales, aclarándose que el escri-
to de interposición debe contener necesariamente las alegaciones, así como la prohibición de exa-
minar el expediente una vez presentado aquél. Se aclara además que la garantía necesaria para poder
solicitar con éxito la suspensión de la ejecutividad del acto tributario impugnado puede tener la vigen-
cia que solicite el recurrente, así como la posibilidad de que abarque únicamente la tramitación del
recurso de reposición, pues de otra forma debe cubrirse toda la duración de la vía económico-admi-
nistrativa, pudiendo extender sus efectos a la vía contencioso-administrativa hasta tanto se adopte la
decisión procedente por el propio órgano judicial.

En lo atinente a las reclamaciones económico-administrativas, se prevé la existencia de depen-
dencias provinciales en sustitución de las secretarías delegadas previstas por la anterior normativa, fiján-
dose la composición de la Sala Especial que en su caso pudiera crearse en virtud del oportuno convenio
entre el Ministerio de Economía y Hacienda y la Comunidad Autónoma respectiva. Además, el regla-
mento regula acabadamente los órganos unipersonales y la Sala Especial para la Unificación de Doctrina.

Por otra parte, se nombra expresamente el procedimiento para determinar en caso de duda aque-
llos titulares de derechos o intereses legítimos que pudieran resultar afectados por la resolución de la
reclamación económico-administrativa. Asimismo, y en relación con la suspensión de la ejecutividad
del acto recurrido, se aclaran tres extremos. En primer lugar, que ésta cobra efecto desde la fecha de la
solicitud, estableciéndose las consecuencias oportunas en caso de denegación de la misma. En segundo
término, que el Tribunal Económico-Administrativo es el competente en caso de que la petición se funde
en un error aritmético, material o de hecho. Por fin, que en el caso de que la solicitud de suspensión se
base en la existencia de perjuicios de difícil o imposible reparación, su presentación supone que si la
deuda se encuentra en período voluntario en el momento de la solicitud, se suspende cautelarmente el
procedimiento de apremio, con el fin de que la Administración no pueda realizar actuaciones mientras
el Tribunal adopte la decisión de admitirla o inadmitirla a trámite y en ambos casos con efectos diver-
gentes, toda vez que la inadmisión a trámite supondría que la solicitud se tiene por no presentada, mien-
tras que la admisión a trámite comporta que los efectos suspensivos se entiendan producidos desde el
momento mismo de la solicitud, debiéndose mantener hasta la resolución de ésta.

Resulta destacable también la regulación reglamentaria del recurso de anulación, introducido
como novedad en el apartado 6 del artículo 239 de la LGT. Pero quizá, en materia de regulación
reglamentaria de los recursos, destacan dos extremos. En primer término, el establecimiento de un

NUEVO REGLAMENTO REVISIÓN
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plazo de tres meses para la interposición del recurso extraordinario para la unificación de doctrina.
En segundo lugar el desarrollo del procedimiento abreviado ante órganos unipersonales, concretán-
dose los casos en que resultará aplicable por razón de la cuantía. El reglamento realiza una remisión
al procedimiento general en todos los aspectos no previstos de forma expresa, permitiendo que deter-
minados acuerdos puedan ser dictados por el Secretario del Tribunal aun cuando no pudiera repu-
tarse el órgano unipersonal competente para la resolución del procedimiento abreviado.

La disposición adicional segunda establece la aplicación supletoria del propio reglamento de
revisión a las devoluciones de ingresos indebidos de deudas aduaneras (que se rigen en primer lugar
por el Código Aduanero Comunitario y su reglamento de desarrollo) y a la devolución de otros ingre-
sos de naturaleza pública indebidamente ingresados. Por su parte, la disposición adicional tercera
permite la remisión de expedientes entre órganos administrativos por medios electrónicos o telemá-
ticos. Por fin, las disposiciones transitorias primera a tercera se ocupan: a) de la regulación del régi-
men aplicable a las solicitudes de suspensión presentadas antes de la entrada en vigor del propio
reglamento; b) del recurso extraordinario de revisión para la unificación de doctrina al efecto de per-
mitir su presentación para las resoluciones notificadas desde la entrada en vigor de la ley hasta la
entrada en vigor del reglamento; y c) del régimen transitorio para la aplicación de la cuantía que se
toma como límite para la tramitación de las reclamaciones por el procedimiento abreviado.

Conviene señalar que la disposición derogatoria única del reglamento declara derogadas las
normas del Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, por el cual se regulaba el procedimiento
para la realización de devoluciones de ingresos indebidos de naturaleza tributaria, excepto sus artícu-
los 8, 9, 10, 11, 13, 14, la disposición adicional tercera y el apartado 3 de la disposición adicional
quinta. La razón no es otra que dejar incólumes los preceptos apuntados hasta tanto su contenido no
se incorpore al futuro reglamento de desarrollo del Título III de la LGT, relativo a la aplicación de
los tributos. Sin embargo, y como apuntó el Consejo de Estado cuando tuvo ocasión de informar el
proyecto de reglamento, los artículos 8 y 9 del citado Real Decreto 1163/1990 contemplan supues-
tos de devolución de ingresos indebidos y el procedimiento para llevarlo a efecto, y puesto que se
trata de devoluciones que proceden de la solicitud de rectificación de una declaración-liquidación o
de la solicitud de devolución de cantidades retenidas o repercutidas, bien pudieran haberse regula-
do tales supuestos en el nuevo reglamento de revisión, toda vez que éstos son supuestos contem-
plados en el artículo 221.4 de la LGT, por lo que hubiera resultado posible y conveniente (evitán-
dose así una dispersión innecesaria, con la posible merma de seguridad jurídica que ello pudiera
acarrear) la regulación de estas modalidades de devolución en el apartado relativo al procedimien-
to general de devolución de ingresos indebidos. Análogos razonamientos podrían verterse en rela-
ción a los artículos 10, 11, 13 y 14 del Real Decreto 1163/1990 e incluso con el apartado 3 de la
disposición adicional quinta del meritado cuerpo reglamentario. Otra cosa cabe señalar en lo que
respecta a la disposición adicional tercera de ese Real Decreto 1163/1990, pues la misma no se
refiere a un supuesto puro de devolución de ingresos indebidos, sino a solicitudes o rectificaciones
formuladas por el propio obligado tributario cuando considere que su autoliquidación ha perjudi-
cado de cualquier modo sus intereses legítimos sin dar lugar a la realización de un ingreso indebi-
do, pues en tal caso lo lógico es que tales supuestos se regulen y resuelvan en el futuro reglamen-
to de aplicación de los tributos. Sea como fuere, lo cierto y verdad es que el nuevo reglamento de
revisión no va a ocuparse de estos supuestos de devolución de ingresos indebidos y de ahí la expre-
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sa declaración de vigencia de las referidas normas de un real decreto que por el resto de su articu-
lado sí se entiende derogado, rompiéndose así el perfecto paralelismo que guardaba la LGT y los
procedimientos de revisión en ella previstos con los supuestos regulados en el nuevo reglamento
de revisión.

Por fin, tres previsiones contenidas en las disposiciones transitorias del reglamento merecen
ser reseñadas. En primer término, las solicitudes de suspensión que se hubieran presentado con
anterioridad a la entrada en vigor del reglamento habrán de tramitarse hasta su conclusión confor-
me a la normativa vigente en el momento de su presentación (disp. trans. primera). En segundo
lugar, el plazo de tres meses previsto para la interposición del Recurso Extraordinario para la
Unificación de Doctrina (art. 61.4 del reglamento) principiará a partir de la entrada en vigor del
reglamento para las resoluciones notificadas desde la fecha de entrada en vigor de la LGT hasta la
entrada en vigor del Real Decreto 520/2005 (disp. trans. segunda). Por fin, hasta el 30 de abril de
2006, las reclamaciones económico-administrativas se tramitarán por el procedimiento abreviado
ante órganos unipersonales cuando sean de cuantía inferior a 2.000 euros, o de 24.000 si se tratase
de reclamaciones contra bases o valoraciones, y en los demás supuestos establecidos en el artícu-
lo 245.1 de la LGT (disp. trans. tercera) 3.

II.1. Procedimientos especiales de revisión.

a) Disposiciones generales.

El artículo 2 del Real Decreto 520/2005 se ocupa del contenido de la solicitud o escrito de ini-
ciación de los procedimientos de revisión, añadiendo un punto 2 completamente novedoso respecto
del proyecto inicial de reglamento y en cuya virtud si la solicitud de iniciación no reuniese los requi-
sitos normativos exigidos habría de requerirse al interesado para que en un plazo de 10 días, contados
a partir del día siguiente al de la notificación del requerimiento, pueda subsanarse la falta o acompa-
ñarse los documentos preceptivos con indicación de que la falta de atención a dicho requerimiento
determinará el archivo de las actuaciones, teniéndose por presentada la solicitud o el escrito. Probablemente,
no hubiera podido ser otra la solución aplicable, por remisión tanto a la LGT como a la Ley de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJPAC), pero
no obstante, no está de más que los redactores del reglamento hayan procedido a la oportuna rectifi-
cación introduciendo esta previsión allí donde nada decía el proyecto de reglamento inicial.

b) Procedimiento de revisión de actos nulos de pleno derecho.

Como sabemos, la LGT regula esta cuestión con análogos criterios a la Ley 30/1992. En tal
sentido, pueden ser objeto de declaración de nulidad de pleno derecho tanto los actos declarativos
de derechos favorables al contribuyente o al resto de obligados tributarios, como aquéllos de grava-
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men o perjudiciales a sus intereses. Como hiciera la LGT, el Real Decreto 520/2005 reitera la posi-
bilidad de que la iniciación del procedimiento pueda hacerse de oficio, atribuyendo la competencia
al órgano que dictó el acto o a su superior jerárquico o a instancia de parte, pues no debe olvidarse
que el procedimiento de revisión de oficio de actos nulos de pleno derecho constituye una verdade-
ra acción de nulidad (SSTS de 14 de enero de 1999, 12 de septiembre de 2001 y 20 de diciembre de
2002). El artículo 4.2 del Real Decreto 520/2005 desarrolla las previsiones legales contenidas en el
artículo 217.3 de la LGT en lo relativo a la inadmisión a trámite de las solicitudes de nulidad for-
muladas por los interesados. La aportación del reglamento se centra en la especificación del órgano
competente para decidir sobre dicha inadmisión, que no es otro que el competente para la tramita-
ción del procedimiento –órgano que el art. 5 del reglamento no especifica remitiéndose al que esta-
blezca la norma de organización específica–, el cual, directamente y en uso de sus facultades, podrá
resolver la inadmisión de forma motivada. Frente a la redacción vigente, el proyecto de reglamento
se inclinaba por considerar al órgano tramitador del procedimiento de revisión como mero propo-
nente de la inadmisión con el fin de que el competente para su resolución se pronunciase definiti-
vamente sobre aquélla. Asimismo, el artículo 5 del Real Decreto 520/2005 reitera, con buen crite-
rio, la necesidad de dar trámite de audiencia al interesado y al resto de personas a las que el acto
hubiera reconocido derechos o cuyos intereses resultaron afectados con el fin de que aleguen lo que
a su derecho convenga. Decimos con buen criterio porque curiosamente la LRJPAC guarda silencio
al respecto aunque no pueda ser otra la solución por aplicación de las normas generales del proce-
dimiento administrativo común y más en concreto de su artículo 84. El reglamento especifica cómo
debe contarse ese plazo de 15 días, mejorando en este punto el proyecto de reglamento inicial (a par-
tir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo). Por fin, el artículo 6 del Real
Decreto alude a la necesidad de contar con dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano equi-
valente de la Comunidad Autónoma. El reglamento se mueve en este punto en los mismos términos
que la LGT, por lo que suscita algunas dudas producto del acarreo sucesivo de reformas operadas
tanto en la normativa tributaria como en la general administrativa. Como se sabe, la LGT de 1963
sólo configuraba dicho dictamen como preceptivo, pero no exigía su carácter favorable a la revisión.
De esta manera se sostenía que el referido dictamen únicamente revestía el carácter de vinculante
cuando era contrario a la revisión del acto pero no en caso contrario. A eso había que añadir que el
artículo 109 de la LPA del año 1958 empleaba el tiempo verbal «podrá», de lo que se infería que en
el ámbito administrativo general se defendía la posibilidad de apartarse del dictamen del Consejo de
Estado siempre que se hiciera de forma motivada. La Ley 30/1992 mantuvo la expresión «podrá»,
pero la reforma operada en la misma a través de la Ley 4/1999 introdujo una modificación al res-
pecto corrigiendo el verbo en imperativo sustituyendo el «podrá» por «declararán». Por su parte la
vigente LGT torna a la redacción original de la Ley 30/1992 empleando la expresión «podrá» (art.
217.1) 4. El reglamento se limita a reproducir el contenido del artículo 217.4 de la LGT sin aclarar
definitivamente si el dictamen del Consejo de Estado debe entenderse como vinculante en todo caso

NUEVO REGLAMENTO REVISIÓN

4 Como señala PÉREZTORRES, E. «Revisión de actos en vía administrativa: nulidad de pleno derecho y declaración de lesi-
vidad», en AA.VV. Estudios sobre la nueva Ley General Tributaria, IEF, Madrid, 2005, pág. 897, la expresión potestati-
va puede explicarse en el sentido de que la Administración no está obligada a iniciar un procedimiento a solicitud de per-
sona no legitimada que únicamente pretenda denunciar una posible nulidad para que el procedimiento se ponga en marcha
de oficio, pero en ningún caso se restringe la legitimación de los interesados ni el carácter reglado del procedimiento. Para
el autor «no tendría sentido el reconocimiento del carácter reglado de los actos de aplicación de los tributos e imposición
de sanciones (art. 6 de la ley) y desconocerlo en las potestades de revisión de tales actos».
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o no. Sin embargo, y atendida la potestad de revisión como una revisión reglada no cabe más reme-
dio que interpretar como vinculante el dictamen del Alto Órgano Consultivo del Estado o de la
Comunidad Autónoma. En tal sentido, y como prueba de lo que acaba de apuntarse, el proyecto de
reglamento en su artículo 6 señalaba expresamente lo que sigue: «1. Para declarar la nulidad, se soli-
citará dictamen del Consejo de Estado u órgano equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubie-
ra. 2. Recibido el dictamen, el órgano competente para resolver dictará resolución. 3. En el ámbito
de competencias del Estado, la resolución corresponderá al Ministro de Economía y Hacienda».
Como puede apreciarse, la redacción original del precepto se inclinaba por la mera solicitud del dic-
tamen en sintonía con lo dispuesto en la antigua LGT, sin embargo, las observaciones del Consejo
de Estado en este punto resultaron determinantes para que la redacción definitiva del precepto vol-
viera a la ortodoxia de lo preceptuado por la LGT –que a pesar de ello no resulta, como hemos dicho,
todo lo clara que debiera–. Parece no obstante, que la modificación operada a instancia del Consejo
de Estado y la naturaleza reglada del procedimiento de revisión deben ser argumentos suficientes
para entender que la vinculación del dictamen resulta determinante para la adopción de la resolu-
ción administrativa que haya de adoptarse finalmente 5. Ahora bien, la redacción tanto de la LGT
como de su reglamento de desarrollo en este punto nos recuerdan que la declaración de nulidad
requiere dictamen favorable previo, pero que aun existiendo éste, la nulidad no tiene por qué ser
acordada. La Administración podría discrepar del parecer del Alto Órgano Consultivo, porque de
llegar a otra conclusión, el órgano asesor se habría convertido en puro ejecutor. Si esa discordancia
de pareceres se produjera entre el Ministro de Economía y Hacienda y el Consejo de Estado, la reso-
lución del procedimiento simplemente pasaría al Consejo de Ministros, según lo establecido por el
artículo 2.5 de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado. Nada dice el regla-
mento, al igual que tampoco lo hace la LGT, en torno al plazo en el que puede ejercitarse la potes-
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5 En tal sentido, el Consejo de Estado llega a señalar lo siguiente: «La LGT incorpora, en definitiva, la fórmula utilizada
en el artículo 102 de la Ley 30/1992, una fórmula que ha sido tradicionalmente interpretada en el siguiente sentido: para
declarar la nulidad de pleno derecho del acto impugnado, la Administración debe contar con un dictamen previo favora-
ble a esa declaración de nulidad; sin embargo, nada impide al órgano competente desestimar la solicitud de revisión aun
cuando el dictamen sea favorable a declarar ésta. En resumen, si el dictamen concluye que no procede declarar la nuli-
dad, la Administración deberá necesariamente concluir en este mismo sentido, pues no contaría con el necesario "dicta-
men favorable previo" para declararla; por el contrario, si el dictamen concluye que procede declarar la nulidad, la
Administración podrá hacerlo o no hacerlo aunque, en este último caso, la competencia para resolver corresponderá al
Consejo de Ministros y la resolución contraria al parecer del dictamen del Consejo de Estado se publicará utilizando la
fórmula "oído el consejo de Estado" (...). De acuerdo con esta interpretación, suele afirmarse que la exigencia del artícu-
lo 102 de la Ley 30/1992 (y en el mismo sentido, por tanto, la del art. 217.4 de la nueva LGT) no atribuye al dictamen
carácter vinculante, sino meramente habilitante u obstativo. El artículo 6 del proyecto de reglamento sometido a dicta-
men no reproduce expresamente en este punto los términos del artículo 217.4 de la ley utilizando una fórmula distinta
para referirse a los efectos del dictamen "Recibida la propuesta de resolución, se solicitará dictamen del Consejo de Estado
u órgano equivalente de la Comunidad Autónoma, si lo hubiera. Recibido el dictamen, el órgano competente para resol-
ver dictará resolución de acuerdo con el mismo (...)". Al señalar que el órgano competente debe resolver "de acuerdo con"
el dictamen del Consejo de Estado u órgano equivalente de la Comunidad Autónoma, el precepto parece excluir la posi-
bilidad de una resolución contraria a la declaración de nulidad con dictamen favorable previo, atribuyendo así carácter
vinculante total al dictamen, en lugar del carácter habilitante u obstativo que la interpretación mayoritaria viene confi-
riéndole a la vista del texto legal. El Consejo de Estado considera, en consecuencia, que los términos del reglamento resul-
tan contrarios a las disposiciones legales en este punto, porque es necesario que la redacción final se ajuste a los térmi-
nos de la ley, sin que exista ninguna razón para adoptar en el precepto reglamentario una formulación distinta de la utilizada
en el artículo 217.4 de la LGT, máxime cuando ésta, en una voluntad expresa de aproximación al régimen administrati-
vo común, toma la redacción de la Ley 30/1992».
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tad de revisión, frente a lo establecido por la Ley 30/1992 que lo considera factible en cualquier
momento. En realidad no es tampoco necesario, atendida la naturaleza imprescriptible de la potes-
tad revisora frente a los actos nulos de pleno derecho. Es más, por exclusión cabe llegar a la misma
conclusión si se repara en la referencia expresa reglamentaria al plazo de prescripción como límite
a las facultades revisoras en los procedimientos de revocación o de rectificación de errores. Por lo
demás, tampoco aporta nada nuevo el reglamento al plazo de duración del procedimiento previsto
en el artículo 217.6. Se echa de menos en la regulación reglamentaria alguna alusión a la posibili-
dad de que la resolución del procedimiento contemple las indemnizaciones procedentes, de confor-
midad con el apartado 4 del artículo 102 de la Ley 30/1992, así como a la facultad de suspender la
ejecución del acto una vez iniciado el procedimiento revisor (algo sí previsto por el art. 104 de la
LRJPAC). No obstante, la falta de atención reglamentaria a estos extremos en modo alguno supone
la inaplicabilidad de las disposiciones generales que deben considerarse como régimen jurídico
común 6, de la misma manera que si del acto declarativo de la nulidad de pleno derecho del acto revi-
sado se derivara la existencia de un ingreso indebido, la propia declaración de nulidad comportará
el nacimiento del derecho a su reintegro, sin que pueda alegarse su prescripción, pues en estos casos
debe primar el principio de legalidad frente al de seguridad jurídica.

c) Procedimiento para la declaración de lesividad de actos anulables.

El reglamento, por lo que se refiere a este procedimiento, desarrolla sus previsiones en la esfe-
ra procedimental con escasas aportaciones de desarrollo sustantivo de la normativa legal. El ámbi-
to de este procedimiento lo constituyen los actos declarativos de derechos y es por ello que única-
mente quepa la iniciación de oficio del procedimiento mediante acuerdo del órgano correspondiente
que el reglamento una vez más posterga a la regulación organizativa específica, a propuesta del pro-
pio órgano que dictó el acto o de cualquier otro órgano de la misma Administración pública. El pro-
cedimiento es pertinente cualquiera que sea el vicio de legalidad que haya sufrido al acto (nulidad o
anulabilidad) y, en tal sentido, la Administración lo que tratará es que los tribunales anulen el acto
cualquiera que sea la naturaleza del vicio (SSTS de 6 de junio de 1995, 24 de septiembre de 1999 y
29 de junio de 2001). Acordado el inicio del procedimiento, tal decisión se comunicará al órgano
proponente, al competente para su tramitación y al autor del acto objeto de la revisión. Este último,
añade el reglamento, deberá remitir copia cotejada del expediente al órgano encargado de su trami-
tación en el plazo de diez días (el proyecto de reglamento nada establecía a este respecto) a partir de
la recepción de la comunicación, acompañando un informe sobre los antecedentes que fuesen rele-
vantes para su resolución, pudiéndose solicitar además cualquier otro dato o informe al efecto. Las
previsiones reglamentarias insisten en un aspecto que había quedado desdibujado hasta la reforma
que en el procedimiento de revisión por declaración de lesividad introdujo la Ley 4/1999, pues con
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6 Como señala PÉREZTORRES, E. «Revisión de actos en vía administrativa: nulidad de pleno derecho y declaración de lesi-
vidad», op. cit.,pág. 908, las posibles dificultades con las que tropieza la aplicación supletoria de la Ley 30/1992 en el
ámbito tributario «dejarían huérfana una regulación importante, máxime cuando el procedimiento se dirigirá ahora siem-
pre contra actos firmes. En efecto, tanto para el interés público como para el de los interesados, según los casos, pueden
derivarse graves daños de la ejecución de un acto cuestionado por motivo grave. Por eso, no resultaría imprudente admi-
tir la posibilidad de aplicación supletoria del precepto común mencionado, desvelando una vez más la imposible inco-
municación entre el Derecho administrativo y el tributario».
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anterioridad no se exigía cumplimentar el trámite de audiencia al entenderse que tan fundamental
derecho de los interesados podía satisfacerse en el propio proceso judicial posterior (STS de 21 de
abril de 1994). No obstante, el mérito en este punto no es del reglamento sino de la propia LGT y de
la Ley 4/1999 que lo exigen como salvaguarda de la adopción de una resolución que pudiera ser
injusta si tras la comparecencia de los interesados y la defensa de sus derechos, la Administración
entendiera que no ha lugar a la revisión pretendida. Tras esta fase de audiencia, el reglamento, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 84 de la LRJPAC, establece la obligación administra-
tiva de formular una propuesta de resolución para que sea valorada, a través del correspondiente dic-
tamen o informe, por el órgano con funciones de asesoramiento jurídico sobre la procedencia de la
revisión inicialmente instada. Esta previsión en realidad constituye la gran aportación reglamenta-
ria al procedimiento, pues en la LGT no existe tal exigencia 7. La solicitud del informe al órgano con
funciones de asesoramiento jurídico resulta pues preceptiva, pero en ningún caso vinculante para el
órgano competente para la resolución, el cual, una vez adoptada la resolución, la remitirá al órgano
encargado de la defensa y representación en juicio de la Administración autora del acto con el fin de
que éste interponga el correspondiente recurso contencioso-administrativo. Resulta curioso consta-
tar cómo las disposiciones reglamentarias de este procedimiento revisor nada señalan acerca de la
necesidad de motivar la declaración de lesividad finalmente adoptada, pues aun cuando pueda pen-
sarse que tal extremo quedará de manifiesto en el escrito del propio recurso contencioso-adminis-
trativo por el que se recurre el acto declarado lesivo, la jurisprudencia viene exigiendo con insisten-
cia la constancia de las razones administrativas que apoyan la decisión finalmente adoptada (SSTS
de 12 de febrero de 1996, de 27 de junio de 1977 y 28 de diciembre de 1978). Por lo que se refiere
al plazo de tres meses aludido en la LGT, también resulta sorprendente que el reglamento nada seña-
le al respecto, pues surge una duda razonable sobre el cómputo de dicho plazo y más concretamen-
te sobre el momento preciso en el que debe fijarse el dies a quoo día inicial. El artículo 104 de la
LGT se remite en este punto a la fecha en la que se notifica el acuerdo de inicio (día distinto del fija-
do por la LRJPAC). Sin embargo, el artículo 218 de la LGT no exige tal notificación; algo que sí se
menciona, por el contrario, en la declaración de nulidad de pleno derecho (art. 217.6 LGT), revoca-
ción (art. 219.4 de la LGT) y rectificación de errores (art. 220.2 de la LGT). Como quiera además
que el acto por el que se acuerda la declaración de lesividad no es de notificación obligada al con-
tribuyente, la conclusión obligada es que el cómputo del plazo de los tres meses debe principiar desde
el mismo momento de la adopción del inicio por la Administración, sin esperar a la notificación pos-
terior de dicho inicio; de esta manera, el plazo implícitamente querido por la LGT en este caso se
computaría siguiendo el criterio establecido por la LRJPAC y no por la LGT8. No habría estado de
más, sin embargo, que el reglamento nos hubiera ayudado a llegar a tal conclusión ahorrándonos un
considerable esfuerzo interpretativo.

NUEVO REGLAMENTO REVISIÓN

7 Ninguna objeción existe a que tal posibilidad pueda ser establecida por normas de rango reglamentario y así, por ejem-
plo, se contempla en el ámbito de la Administración General del Estado en los artículos 3.1 d) y 3.1 1) del Real Decreto
997/2003, de 25 de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Servicio Jurídico del Estado.

8 El propio Tribunal Supremo (TS), ha sostenido la innecesariedad de notificación del acuerdo declarativo de la lesividad
al interesado, toda vez que éste tendrá conocimiento del mismo posteriormente con ocasión de su emplazamiento al jui-
cio (art. 49.6 de la LJCA). Tal la doctrina se recoge, entre otras, en la STS de 21 de abril de 1994.



ESTUDIOS FINANCIEROS núms. 269-270 - 101 -

J. Andrés Sánchez Pedroche

d) Procedimiento para la revocación.

A través de este procedimiento, la Administración tiene la facultad de apartar del mundo jurí-
dico determinados actos tributarios que hayan causado perjuicio a los contribuyentes o que sin per-
judicarles, y una vez revocados, la revisión pueda ser considerada in meius9. El reglamento, abun-
dando en la orientación legislativa señala que el inicio del procedimiento es competencia exclusiva
de la Administración, sin perjuicio de que los interesados puedan instar su iniciación mediante un
escrito que habrá de dirigirse al órgano autor del acto cuya revocación se pretende y sin que en este
último caso la Administración tenga otra obligación que la de acusar recibo del escrito. Conviene
hacer notar lo cuidadoso que ha sido el Real Decreto 520/2005 en la redacción de su artículo 10
–refiriéndose a «escrito» y no a «petición»– con el fin de que en el caso de solicitud del contribu-
yente instando la revocación, ésta no pueda entenderse como un supuesto de ejercicio del derecho
constitucional de petición, sino simplemente como una instancia o solicitud a la Administración inti-
mándola a que tramite tal solicitud. Con ello se ha querido evitar la aplicación de lo dispuesto en la
Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, pues ello determinaría –como bien advirtió el Consejo
de Estado– no sólo la obligación de acusar recibo de la petición, sino la de hacerlo en un plazo de
10 días (art. 6 de la LO 4/2001), así como a pronunciarse sobre su admisión dentro de los 45 días
hábiles siguientes a la presentación del escrito, pues, de otra manera, la citada Ley Orgánica atri-
buiría al silencio carácter positivo, entendiéndose con ello que la petición fue finalmente admitida a
trámite 10. Respecto a su redacción original en el proyecto, el reglamento introduce algún matiz al
circunscribir el inicio del procedimiento a unos determinados órganos, en concreto el propio órga-
no que hubiera dictado el acto objeto de revisión o cualquier otro de la misma Administración públi-
ca (cualquier otra Administración pública señalaba el citado proyecto). Por otra parte, el proyecto
no aludía a la posibilidad de que la revocación de los actos aplicativos de los tributos o de los actos

NUEVO REGLAMENTO REVISIÓN

9 Quiere decirse con ello que también los actos declarativos de derecho pueden revocarse si con ello se mejora la situación
de partida del contribuyente. Ahora bien, como la revocación únicamente cabe en beneficio del contribuyente, para actuar
en su perjuicio, aunque se beneficie a un tercero, habrá que utilizar la revisión de oficio de actos nulos (art. 217 de la LGT)
o la declaración de lesividad de actos anulables (art. 218 de la LGT).

10 Otra cosa se había inferido de la simple lectura de la LGT. En tal sentido se pronunciaban algunos Abogados del Estado
en AA.VV. Comentarios a la Nueva Ley General Tributaria, HUESCABOADILLA , R. (coord.), Aranzadi, Pamplona, 2004,
pag. 1.459, cuando señalan: «...en consecuencia, en aquellos supuestos en los que se produzca una solicitud por parte del
interesado, la Administración debe tramitarla como una mera petición formulada al amparo de lo establecido en el artícu-
lo 29 CE y Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del derecho de petición, debiendo eso sí dictar la reso-
lución que tenga por conveniente que podrá consistir en la inadmisión de la petición denegando la iniciación del proce-
dimiento. Este criterio debe sostenerse a pesar de lo establecido en el artículo 221.3 de la LGT referido al procedimiento
para la devolución de ingresos indebidos (...). Al haber incorporado la nueva LGT/2003 como motivo de revocación los
actos que "infrinjan manifiestamente la ley" surgirán problemas e intento de los particulares de acudir a esta vía presen-
tando solicitudes de revocación. A nuestro modo de entender, la revocación únicamente se puede iniciar de oficio dado
que el artículo 219.3 de la LGT emplea la expresión "el procedimiento de revocación se iniciará siempre de oficio". Por
ello las solicitudes efectuadas por el interesado deben considerarse, como decimos, meras peticiones que deberán ser con-
testadas mediante una resolución de inadmisibilidad o acuerdo de iniciación del procedimiento. El particular podrá recu-
rrir la resolución que se dicte si bien entendemos aplicable la jurisprudencia que la Sala Tercera del TS había mantenido
en relación a las peticiones de revisión de actos anulables con anterioridad a la aprobación del Real Decreto que reguló
el procedimiento para la devolución de ingresos indebidos que entendía que la Administración estaba obligada a llevar a
cabo un examen previo de las razones jurídicas formuladas por los administrados, para así fundar su denegación a la admi-
sión a trámite o por el contrario para sustanciar y tramitar el correspondiente procedimiento».
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de imposición de las sanciones pudiera materializarse en aquellos casos en los que se simultaneaba
este procedimiento de revisión con la impugnación en vía económico-administrativa, extremo este
que sí prevé el artículo 10.3 del Real Decreto 520/2005, añadiendo el citado precepto de una forma
novedosa también que las resoluciones y los acuerdos de terminación dictados por los Tribunales
Económico-Administrativos, así como los actos de aplicación de los tributos y de imposición de san-
ciones a los que se refieran dichos acuerdos o resoluciones, no son susceptibles de revocación 11. En
su artículo 11 el reglamento se ocupa de la tramitación del procedimiento revocatorio, difiriendo una
vez más a sucesivas normas de desarrollo el órgano que finalmente sea competente 12. Además de
la preceptiva audiencia, la norma reglamentaria alude al informe del órgano con funciones de ase-
soramiento jurídico (informe que en ningún caso tiene carácter vinculante aunque sea preceptivo).
En realidad, ninguno de los dos extremos apuntados constituye novedad reseñable, toda vez que esta-

NUEVO REGLAMENTO REVISIÓN

11 Aunque la solución final del Real Decreto 520/2005 en este punto difiere de las recomendaciones del Consejo de Estado,
conviene advertir que al menos sí se ha atendido a la necesidad de clarificar los posibles supuestos de simultaneidad de
las distintas vías revisoras. En tal sentido, el Consejo de Estado señalaba lo que sigue: «Bajo la rúbrica "procedimientos
especiales de revisión", el Título II del proyecto regula procedimientos tan heterogéneos como la revisión de actos nulos
de pleno derecho, la declaración de lesividad de actos anulables, la revocación, la rectificación de errores y la devolución
de ingresos indebidos, precisando aquellos aspectos no contemplados en la ley. Se observa en esta regulación, sin embar-
go, una laguna relativa a las consecuencias que tendría la simultaneidad de algunos de estos procedimientos (concreta-
mente, la revisión de actos nulos y la revocación) con una reclamación económico-administrativa o un recurso conten-
cioso que recaigan sobre la misma cuestión. El primero de estos casos es el que se da cuando se pretende iniciar el
procedimiento de declaración de nulidad o de revocación frente a un acto que se encuentra ya impugnado en vía econó-
mico-administrativa. Lo razonable sería en este supuesto paralizar el procedimiento especial de revisión para evitar las
consecuencias indeseables de eventuales contradicciones o incoherencias entre resoluciones administrativas que difieran
en su sentido. En el caso de la declaración de nulidad de pleno derecho, el supuesto no parece que pueda ya darse con
facilidad, habida cuenta que el artículo 217.1 de la ley (a diferencia del art. 153 de la Ley de 1963) exige expresamente
que el acto impugnado sea firme en vía administrativa. En el caso de la revocación, por el contrario, no existe ningún tipo
de obstáculo jurídico a esa simultaneidad, que debería evitarse, por las razones aducidas, con una previsión reglamenta-
ria expresa. Hay que tener en cuenta, además, que ni la Ley 58/2003 ni el proyecto de reglamento han incorporado a su
texto el artículo 41 del todavía vigente reglamento de procedimiento en las reclamaciones económico-administrativas que,
con el título «subsistencia de la revisibilidad en vía de gestión», establecía lo siguiente: «La facultad revisora a que se
refiere el artículo anterior no será obstáculo para que se dicten en vía administrativa de gestión los acuerdos de revisión
de actos de liquidación, declaración de exenciones o bonificaciones, determinación de bases y otros en los casos expre-
samente previstos por disposiciones especiales, siempre que dichos acuerdos se dicten por la autoridad y dentro de los
plazos determinados en tales disposiciones». La eliminación de esta previsión en la regulación proyectada podría poner
de manifiesto la voluntad de evitar esta simultaneidad de vías administrativas de revisión paralelas, pero sería conveniente
clarificar este punto en el texto final de la norma proyectada. En el segundo de los supuestos mencionados, por el con-
trario, el Consejo de Estado considera que sería deseable una previsión reglamentaria expresa que afirmase expresamen-
te la posibilidad de tramitar estos procedimientos especiales aun cuando el mismo acto hubiese sido objeto de una impug-
nación en vía contenciosa. En este sentido, una reiterada doctrina de este Consejo viene manteniendo la posibilidad de
tramitar las solicitudes de declaración de nulidad de pleno derecho de actos de naturaleza tributaria aun cuando estuvie-
se pendiente un recurso contencioso-administrativo, en atención a la naturaleza extraordinaria de ese procedimiento de
revisión y, sobre todo, el hecho de que mediante el mismo podría llegarse a una siempre deseable satisfacción extrapro-
cesal de las pretensiones del recurrente, evitando a ambas partes un largo y costoso proceso judicial. Y, en caso contrario,
bastaría a aquél continuar la tramitación de su recurso. A la vista de lo anterior, por tanto, sería conveniente introducir un
artículo inicial en este Título II del proyecto de reglamento, común a todos los procedimientos especiales de revisión
(excepto, quizás, como ya se ha señalado en el procedimiento para la declaración de lesividad de actos anulables), preci-
sando los efectos que tendría la simultaneidad de dichos procedimientos con una impugnación en vías económico-admi-
nistrativa y contencioso-administrativa».

12 Tradicionalmente, ni la doctrina ni la jurisprudencia han sido exigentes con la tramitación a seguir para lograr la resolu-
ción revocatoria, toda vez que el resultado final tenía que ser siempre favorable al contribuyente, justamente lo contrario
de lo que ocurría con otros procedimientos de revisión que en este sentido resultaban necesariamente mucho más rígidos.
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ban ya previstos por el artículo 219.3 de la LGT. No ocurre lo mismo, sin embargo, con el informe
que debe emitir el órgano que dictó el acto objeto del procedimiento sobre la propia procedencia de
la revocación. En el proyecto, el reglamento se limitaba a exigir del autor del acto cuantos antece-
dentes fuesen necesarios o relevantes para la mejor resolución del procedimiento. Finalmente, fue
aceptada la moción del Consejo de Estado que creía conveniente el pronunciamiento expreso del res-
ponsable del acto sobre la procedencia o no de la revocación. Asimismo, y como ya hemos señalado,
el Real Decreto 520/2005 modificó también en este artículo la posibilidad de que la revocación pudie-
ra ser instada por cualquier Administración pública, extremo este que sí se contenía en el proyecto.
Además, el punto 3 del referido artículo 11 especifica cómo ha de realizarse el cómputo del plazo de
15 días de audiencia concedidos a los interesados. Finalmente, el artículo 12 se ocupa de la resolu-
ción del procedimiento revisor encomendando dicho extremo al Director General competente o al
Director del Departamento de la Agencia Estatal de la Administración Tributaria (AEAT) del que
dependiese el órgano autor del acto y si fuesen aquéllos los autores, la competencia recaería en su
superior jerárquico inmediato 13. Se inclina así el reglamento por atribuir la competencia revocatoria
a órgano superior respecto de aquel del que emanó el acto objeto ahora del procedimiento revisor. La
regulación en este punto difiere una vez más de la contenida en la LRJPAC que, si bien guarda escru-
puloso silencio al respecto, ha sido tradicionalmente interpretada en el sentido de que era únicamen-
te el autor del acto el competente para resolver sobre su posible revocación. Aunque el reglamento
nada señala al efecto, una vez revocado el acto tributario resulta procedente la devolución del posi-
ble ingreso indebido si éste se hubiera producido. Guarda silencio también la LGT y el propio regla-
mento respecto al plazo existente para ejercitar la acción revocatoria, toda vez que el artículo 66 de
la LGT no contempla plazo alguno de prescripción para el ejercicio de potestades de revisión. En tal
caso y sabiendo que el límite de la prescripción se encuentra íntimamente relacionado con el derecho
a la devolución de ingresos indebidos, dos podrían ser las posibilidades al respecto. En primer lugar,
considerar que la Administración no podrá revocar el acto tributario cuando hubiese prescrito el dere-
cho del particular a solicitar la devolución del ingreso indebido. En segundo término, considerar que
la facultad revocatoria es ejercitable en todo caso y en cualquier momento, si bien sus efectos pueden
verse limitados por la prescripción del derecho a la devolución del ingreso indebido generado como
consecuencia del acto que finalmente se revoca. Una vez más, y pese a que ni el reglamento ni la LGT
señalan nada al respecto, deben considerarse aplicables a este procedimiento la facultad de suspen-
der el acto una vez iniciado el procedimiento (art. 104 de la LRJPAC) 14, así como la posibilidad de
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13 Tal solución fue alabada ya en su versión de proyecto por el Consejo de Estado, considerándola muy acertada respecto a
las propias previsiones legales contenidas en el artículo 219.3 de la LGT que se limita a exigir que dicho órgano sea dis-
tinto del que dictó el acto, pero sin imponer que haya de ser necesariamente superior en la escala jerárquica. La disposi-
ción reglamentaria no abandona, por tanto, el tradicional criterio seguido por la AEAT y basado en un informe de la
Abogacía General del Estado de 17 de marzo de 1993, que, por razones de prudencia, aconsejaba atribuir la competencia
a los Directores de Departamento, en lugar de al superior jerárquico común, a quien podría corresponder, en principio,
por aplicación estricta del artículo 12.3 de la LRJPAC.

14 En tal sentido, PONCEARIANES, M. «La revocación de actos tributarios», en AA.VV. Estudios sobre la nueva Ley General
Tributaria, op. cit.pág. 942, realiza las siguientes consideraciones: «creemos que, de la misma forma que la incoación
del procedimiento de revocación sólo puede acordarse de oficio; también puede acordarse de oficio la suspensión caute-
lar del acto administrativo que se pretende revocar. Además, si sólo la iniciación está prevista que deba ser de oficio, no
vemos obstáculo a que sea el interesado el que tome la iniciativa en lo que se refiere a suspensión cautelar, instándola de
la Administración actuante (por ejemplo al notificársele el acuerdo de incoación o al evacuar el trámite de audiencia).
Tanto si se produce la solicitud de parte (en cuyo caso la regla general sigue siendo la constitución de garantía según el
art. 233 de la LGT), como si se acuerda de oficio, se puede condicionar a la presentación de garantía por el administra-
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que la Administración pública al decretar la revocación pueda fijar en su resolución las indemniza-
ciones procedentes cuando se entiendan concurrentes las circunstancias previstas en los artículos 139.2
y 141.1 de la Ley 30/1992, en relación con el artículo 102.4 de ese mismo cuerpo legal.

e) Procedimiento para la rectificación de errores.

Como es sabido, la rectificación de errores no es en puridad un procedimiento de revisión 15;
pese a ello, la nueva LGT acomete una regulación más amplia y completa de su régimen jurídico.
La gran novedad de este procedimiento consiste en la introducción de otro supuesto de error de hecho
resultante de los propios documentos incorporados al expediente y que con anterioridad permitía la
interposición del recurso extraordinario de revisión. Dicha novedad implica un cambio trascenden-
tal del procedimiento que pasa a convertirse en un verdadero procedimiento revisorio porque a tra-
vés del mismo puede anularse el acto viciado y sustituirse por otro considerado adecuado eliminan-
do yerro detectado 16. El Real Decreto 520/2005 regula en un único precepto (art. 13) los trámites
procedimentales de la rectificación de errores previendo los distintos escenarios en función de que
la rectificación sea instada de oficio o no y en el primer caso si se realiza en beneficio o en perjui-
cio de los contribuyentes 17. De esta forma, si el procedimiento se hubiera iniciado de oficio y a resul-
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do. No queremos decir con esto que la suspensión cautelar sea automática, previa presentación de garantía, como si se
tratase de un recurso de reposición o reclamación económico-administrativa. Aquí, el legislador no realiza ninguna pre-
visión de automaticidad, con lo que la revisión de oficio se parece en este aspecto más a los recursos administrativos que
a los tributarios. Y dentro del grupo normativo de los recursos administrativos, el artículo 111.4 de la Ley 30/1992 sí que
prevé la exigencia de garantía; pero sin imponer automáticamente la suspensión y la aceptación de tal garantía; sólo cuan-
do la Administración determina la procedencia de la suspensión, como una previsión accesoria, puede condicionar la sus-
pensión a la constitución previa de garantía. De cualquier forma, quien puede lo más (es decir, denegar la suspensión),
podrá también lo menos (concederla condicionada a la prestación de caución)».

15 Pues como bien apunta la STS de 6 de octubre de 1994, la rectificación de errores pese a estar bajo la rúbrica de la revi-
sión de actos en vía administrativa «no constituye una revisión en sentido técnico, esto es, afectante a la declaración de
derecho que se contiene en el acto administrativo y que como resultado de ella, quede ratificada, modificada o suprimi-
da, sino que permite sólo una rectificación en la manifestación de esa declaración de derecho. Revisión y rectificación
son términos que se excluyen mutuamente pues condición indispensable de la rectificación es que el acto permanezca. La
facultad de corrección de errores no constituye, pues, un procedimiento revisor, por cuanto su objetivo no es anular ni
sustituir el acto que padece el error, sino, bien al contrario, mantenerlo subsanando el defecto. Por eso no puede emplearse
esta vía cuando lo que se pretende es la revocación del acto o la alteración de su contenido esencial, o de alguno de sus
extremos o elementos sustanciales».

16 Además, y dado que el procedimiento puede iniciarse de oficio, ya no es necesario que interpongan recurso los órganos
que legitimaban los artículos 127.3 y 120 del RPREA (Directores Generales del Ministerio de Economía y Hacienda o
Directores de Departamento de la AEAT de quienes dependiese orgánica o funcionalmente la oficina que hubiese dicta-
do el acto recurrido en primera instancia o a quienes correspondiese la interpretación administrativa de las normas apli-
cables, los Interventores territoriales de la Administración del Estado y los órganos superiores de las Comunidades
Autónomas en materia de tributos cedidos).

17 Pueden ser objeto de rectificación de errores los actos dictados en vía de gestión, así como las resoluciones dictadas en
recursos de reposición y en vía económico-administrativa. Por otra parte, dichos actos o resoluciones pueden ser tanto
declarativos de derechos como de gravamen, puesto que el error no depende de la naturaleza del acto. De la misma mane-
ra, pueden ser objeto de rectificación tanto los actos y resoluciones firmes como los que no hayan adquirido tal condi-
ción. Únicamente se excluyen de este procedimiento las actuaciones de los particulares y los errores provocados por los
propios contribuyentes. En tal sentido, se ha pronunciado el TS en Sentencia de 23 de diciembre de 1991, con invocación
de otra del mismo Tribunal de 28 de mayo de 1987, afirmando que «el cauce de la rectificación de errores ha de limitar-
se a constatar errores que permitan la subsistencia del acto que los contiene, porque precisamente su corrección sea con-



ESTUDIOS FINANCIEROS núms. 269-270 - 105 -

J. Andrés Sánchez Pedroche

tas del mismo se beneficiara al interesado, podría notificarse directamente la resolución del proce-
dimiento, sin necesidad de trámite de audiencia ni plazo para formular alegaciones 18. En caso con-
trario, junto con el acuerdo de iniciación habría de notificarse la propuesta de rectificación para que
el interesado pudiera alegar lo que a su derecho conviniera. Además, si el procedimiento se hubiera
iniciado a instancia de parte, la Administración puede resolver también directamente sin necesidad
de dar trámite de audiencia, cuando no figuren en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la
resolución otros hechos, alegaciones o pruebas que los presentados por el interesado. Respecto a lo
previsto por el proyecto, el reglamento añade un apartado tercero facultando a la Administración
para suspender la ejecución del acto revisado sin necesidad de aportar garantía alguna si se aprecia-
ra que al dictarlo se hubiera podido incurrir en error aritmético, material o de hecho 19.

f) Procedimiento para la devolución de ingresos indebidos.

Los artículos 221 y 32 de la LGT se refieren a este procedimiento sin apenas apartarse del régi-
men jurídico anterior establecido por los artículos 155 de la LGT/1963 y 10 de la Ley 1/1998, desa-
rrollados por el Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, y por la Orden de 22 de marzo de 1991.
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forme con el contenido real querido dar al acto por la Administración, no siendo posible aceptar que el debate planteado
se limite a la mera corrección de un error material o de hecho, ya que el contenido del acto ha sido razonado por la
Administración precisamente con base a lo pedido por la propia reclamante que, en su caso, sería la única responsable del
posible error que hubiere padecido aquélla». En el mismo sentido la SAN de 12 de julio de 1994. Por el contrario, la
Resolución del TEAC, de 3 de marzo de 1993 (NFJ002545), estimó un recurso extraordinario de revisión en el que se
había acreditado la existencia de errores en el acto impugnado que se debían a yerros aritméticos cometido por el recu-
rrente en la formalización de sus declaraciones de IVA.

18 Tal posibilidad fue objetada por el Consejo de Estado en su informe al proyecto, considerando que en los casos de ini-
ciación de oficio del procedimiento por parte de la Administración, habría de mantenerse en todo caso el trámite de audien-
cia y la posibilidad de formular alegaciones. El Alto Órgano Consultivo apostillaba al efecto: «la previsión de este últi-
mo párrafo plantea, a juicio de este Consejo de Estado, ciertas dudas, pues del precepto parece deducirse que cuando la
rectificación vaya a producir efectos favorables para los interesados (cuando se realice, dice el precepto, en su beneficio),
la Administración puede iniciar de oficio y resolver el procedimiento sin participación o conocimiento por parte de aqué-
llos, notificándoles directamente la resolución del procedimiento. Esta disposición reglamentaria parece estar orientada
a lograr una rápida rectificación de un error cometido en perjuicio del interesado, que presumiblemente no tendrá nada
que oponer a una resolución que le favorece. Además, dice la memoria que acompaña al proyecto que no puede produ-
cirse indefensión, pues, en todo caso el interesado podrá acudir a la vía de recursos. Ciertamente, el artículo 220 de la
LGT no prevé expresamente (a diferencia, por ejemplo, del art. 219, relativo a la revocación) la preceptividad del trámi-
te de audiencia a los interesados. Sin embargo, y pese a todos los argumentos anteriores, el Consejo de Estado estima que
no es conveniente prescindir por completo de la participación de los particulares en un procedimiento que afecta directa-
mente a sus intereses. Si bien los procedimientos de rectificación de errores y de revocación no son asimilables (las dife-
rencias entre ambos son notorias; en particular, la rectificación mantiene la identidad formal del acto con el único cam-
bio de la materia rectificada, mientras que la revocación supone la desaparición formal del acto revocado), la especial
sensibilidad de ambos permite trasladar a este punto las afirmaciones realizadas anteriormente sobre la necesidad de reves-
tir el procedimiento de las máximas garantías. Lo más adecuado sería, por tanto, prever la notificación conjunta al inte-
resado del acuerdo de iniciación y la propuesta de rectificación, a efectos de que éste pueda presentar las alegaciones que
considere convenientes, aunque en este caso (cuando la rectificación se realice en beneficio de los interesados) se fije un
plazo inferior al de 15 días establecido para los demás supuestos en el párrafo primero del mismo artículo 13.1». Coincide
con las apreciaciones del Consejo de Estado la STS de 25 de octubre de 1993.

19 En realidad, la posibilidad de suspender en este caso siempre estaba abierta exartículo 104 de la Ley 30/1992, sobre todo
si no se pierde de vista el contenido de los artículos 224.3 de la LGT (recurso de reposición) y 233.5 de la LGT (recla-
maciones económico-administrativas) que permiten la suspensión de la ejecución del acto impugnado sin necesidad de
garantizarlo en aquellos casos en los que pudiera apreciarse al dictarlo un error aritmético, material o de hecho.
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En este caso y al igual que hacíamos notar en el procedimiento de rectificación de errores, la devo-
lución de ingresos indebidos no es tampoco un verdadero procedimiento de revisión de actos admi-
nistrativos, sino más bien de gestión en el que resulta necesario dictar resolución declarativa de la
existencia del propio ingreso indebido. En realidad, bajo la denominación procedimental de devo-
lución de ingresos indebidos se ocultan varios procedimientos que siguen todos ellos un esquema o
patrón común, pues también en todos ellos resulta necesaria la existencia de un acto administrativo
dictado tras la formalización y resolución de un procedimiento en el que se reconozca el derecho a
la devolución, así como una posterior fase de ejecución en la que ese ingreso reconocido como inde-
bido pueda reintegrarse al contribuyente 20. Conviene advertir que el desarrollo reglamentario de
este procedimiento es eminentemente procedimental, pues la LGT se limita a indicar que el inicio
puede ser de oficio o a instancia de parte, precisando únicamente que al mismo le será de aplicación
lo previsto en el apartado 2 del artículo 220 de la LGT en el que se regula un plazo máximo de seis
meses para notificar la resolución expresa y los efectos del transcurso de este plazo sin que se rea-
lice su notificación. El artículo 14 del reglamento establece la legitimación para instar el procedi-
miento de devolución y los posibles beneficiarios de tal derecho. La LGT ya había introducido al
respecto algunas previsiones de interés. En concreto, el artículo 32, con la expresión «se hubieran
realizado», permite que otras personas distintas del contribuyente, sus herederos o causahabientes
puedan solicitar la devolución. En concreto, esto puede ocurrir en el Impuesto sobre el Valor Añadido
(IVA), en el que el sujeto que repercute e ingresa el impuesto correspondiente es el sujeto pasivo,
mientras que el sujeto repercutido (que no es sujeto pasivo) es quien tiene mayor interés en solici-
tar la devolución del ingreso indebido que haya podido producirse. Debe recordarse que en el artícu-
lo 9.2 del Real Decreto 1163/1990, de 21 de septiembre, se establecía que únicamente podía solici-
tar la devolución de un ingreso indebido derivado del IVA el sujeto pasivo que hubiera repercutido
el impuesto, sin otorgar legitimación para solicitarlo al sujeto que hubiese soportado la repercusión.
Por otra parte, la LGT no impide que reglamentariamente pueda regularse la legitimación de forma
más amplia, según los casos. En su artículo 15, el reglamento realiza un elenco de los distintos supues-
tos de devolución añadiendo una letra f) que no estaba prevista en el proyecto y que abre la puerta
a la normativa tributaria para que regule a través de cualquier otro procedimiento el reconocimien-
to del derecho a la obtención del ingreso indebido; un ingreso indebido que resultará de sumar al
importe del propio ingreso indebidamente efectuado las costas satisfechas cuando el mismo se hubie-
ra realizado durante el procedimiento de apremio y el interés de demora vigente a lo largo del perío-
do en que resulte exigible (art. 16). El procedimiento para el reconocimiento del derecho a la devo-
lución puede iniciarse de oficio o a instancia del interesado y, en este último caso, la solicitud debe
dirigirse al órgano competente para resolver, especificándose así un extremo que el proyecto no men-
cionaba. Al contenido general del escrito de solicitud previsto por el artículo 2 del reglamento deben
añadirse dos extremos. En primer término las pruebas acreditativas del carácter indebido del ingre-
so, pudiéndose sustituir los justificantes de ingreso por la mención exacta de los datos identificati-
vos del ingreso como son la fecha, lugar e importe. En segundo término, la declaración expresa del
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20 Esos procedimientos pueden ser resumidos en cuatro puntos: a) Procedimiento para el reconocimiento del derecho a la
devolución del ingreso indebido; b) Procedimiento de devolución de ingresos indebidos como consecuencia de un acto
administrativo o una resolución económico-administrativa; c) Procedimiento para la ejecución del acuerdo de devolución
de un ingreso indebido; y d) Procedimiento de rectificación de las autoliquidaciones cuando hayan dado lugar a un ingre-
so indebido. 
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medio elegido para realizar la devolución y que a criterio del contribuyente, puede ser transferen-
cia bancaria (para lo que el interesado debe aportar el número de cuenta y los demás datos relati-
vos a la entidad de crédito) o cheque cruzado o nominativo. Si el contribuyente no hubiera indica-
do el medio de pago, se efectuaría mediante cheque. Contiene, sin embargo, el reglamento en su
artículo 17.2 un novedoso apartado c) respecto al proyecto en el que se menciona de forma expre-
sa la posibilidad de elegir que la devolución se haga mediante una compensación con deudas tri-
butarias del mismo interesado, lo que no supone más que la simple aplicación de lo preceptuado
por el artículo 59 de la LGT21. En lo atinente a su tramitación, el órgano encargado de la misma
debe verificar las circunstancias que acrediten el derecho a la devolución pudiendo para ello solici-
tar cuantos informes considere necesarios. Con carácter previo a la resolución, la Administración
debe notificar al obligado tributario la propuesta de resolución y abrir un plazo de 10 días (plazo este
que en el proyecto de reglamento se elevaba a 15) contados a partir del día siguiente al de la notifi-
cación, con el fin que el interesado pueda presentar alegaciones y aportar los documentos y justifi-
cantes oportunos. Finalizada la tramitación, el órgano que la hubiera llevado a cabo deberá elevar al
competente para su resolución la preceptiva propuesta. El órgano de recaudación encargado de adop-
tar dicha resolución final –órgano cuya especificación se remite a la normativa de desarrollo en el
ámbito organizativo– debe motivarla, acordando si procede el derecho y determinando el titular del
derecho y el importe de la devolución, procediendo en tal caso a la inmediata ejecución de la devo-
lución (art. 20 RD 520/2005). En los procedimientos iniciados a instancia de parte, el interesado
debe entender desestimada su solicitud por silencio administrativo, transcurrido el plazo máximo de
seis meses entre la notificación del acto de inicio y la notificación de la resolución oportuna.

II.2. El recurso de reposición.

a) Disposiciones generales.

El reglamento se ocupa básicamente de regular las consecuencias de la simultaneidad de este
recurso con la reclamación económico-administrativa, los efectos de su interposición respecto al
ejercicio de otros recursos, así como varias cuestiones procedimentales no previstas en la ley y, en
particular, las relativas a las diversas modalidades de suspensión del acto impugnado y los efectos
consiguientes a la aceptación o denegación de dicha suspensión. Frente al proyecto elaborado en su
día, el reglamento mejora enormemente las previsiones iniciales introduciendo apartados nuevos,
completando, matizando y ampliando los puntos que tradicionalmente han suscitado dudas a los con-
tribuyentes y a la propia Administración. Como sabemos, el recurso de reposición en materia tribu-
taria es potestativo salvo en el caso de actos provenientes de Entidades Locales (art. 14 del TRLRHL).
El artículo 21 del Real Decreto 520/2005 regula las consecuencias de la simultaneidad en la vía
impugnatoria si se hubieran interpuesto tanto el recurso de reposición como la reclamación econó-
mico-administrativa. El criterio que se sigue, en desarrollo de las previsiones de la propia LGT, es
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21 Previsión esta aconsejada por el Consejo de Estado en su dictamen preceptivo al proyecto de reglamento que anali-
zamos.
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la resolución y tramitación del que se hubiera interpuesto en primer lugar, con los efectos oportunos
en lo atinente a la remisión del expediente reclamado por el Tribunal Económico-Administrativo si
todavía no se hubiese pronunciado el órgano administrativo autor del acto recurrido. En la misma
línea que la LGT, el artículo 22 del reglamento establece la interrupción de los plazos para el ejer-
cicio de otros recursos desde la interposición de la reposición; plazos que volverán a contarse desde
su inicio a partir del día siguiente a aquel en el que el recurso de reposición pueda entenderse pre-
suntamente desestimado o, en cualquier caso, a partir del día siguiente a la fecha en que se hubiera
practicado la notificación expresa de la resolución del recurso. Nada más especifica en este sentido
el reglamento en un punto muy necesitado de clarificación, porque, como es sabido, una de las tra-
dicionales discusiones jurídicas, en lo que a la adecuada resolución de las vías de revisión reguladas
por la LGT se refiere, es la atinente al plazo para recurrir tras la desestimación presunta de la repo-
sición o de la reclamación económico-administrativa 22. El Informe para la Reforma de la LGT tuvo
oportunidad de reflejar su parecer insistiendo en la posible conveniencia de transformar el tradicio-
nal silencio negativo en una verdadera desestimación presunta, lo que supondría que el transcurso
de los plazos establecidos al efecto para la tempestiva resolución no permitiría ya al contribuyente
la opción entre la interposición del oportuno recurso o la espera de la resolución administrativa expre-
sa, sino que el rebasamiento del plazo legalmente fijado de resolución tendría los verdaderos efec-
tos de una desestimación, debiéndose contar desde tal instante los plazos para la interposición de la
reclamación o recurso en orden a evitar que tal desestimación presunta pudiera devenir firme con-
virtiendo el acto en inatacable desde el punto de vista jurídico 23. Sin embargo, la propia Comisión
apuntó los serios inconvenientes de semejante posicionamiento legal, centrados fundamentalmente
no sólo en la posible vulneración de la tutela judicial efectiva (que podría producirse al negarse la
posibilidad de recurso frente a una resolución expresa extemporánea o en un recurso contra la deses-
timación presunta que desconocería totalmente los motivos de la resolución negativa), sino también
el colapso que tal medida supondría en la vía económico-administrativa y judicial. La nueva LGT y
el Real Decreto 520/2005 han perseverado en la misma redacción confusa que adornaba el RPREA24.
Y decimos confusa puesto que surge la duda razonable en torno a la existencia de una verdadera opción
para el contribuyente –recurrir o esperar resolución expresa 25–, si tenemos en cuenta que la normativa
–tanto la legal como la reglamentaria– parece establecer un plazo taxativo para recurrir a partir de la
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22 Las reflexiones que se vierten aquí en vía de reposición son, por lo tanto, igualmente aplicables a las previsiones regla-
mentarias atinentes a la reclamación económico-administrativa.

23 Para la Comisión, el objetivo último que perseguiría semejante propuesta no sería otro que el de forzar indirectamente a
la Administración para resolver en plazo, pues de otra forma su incumplimiento supondría la segura interposición del
recurso procedente.

24 Éste en su artículo 104 señalaba: «1. Transcurrido el plazo de un año desde la iniciación de la vía económico-adminis-
trativa, en cualquiera de sus instancias, el interesado podrá considerar desestimada la reclamación al objeto de interponer
el recurso procedente, cuyo plazo se contará a partir del día siguiente al en (sic) que debe entenderse desestimada. 2. En
caso de resolución expresa, los plazos para la interposición de los correspondientes recursos empezarán a contarse desde
la notificación de la resolución recaída».

25 Particularmente enfática en relación con esto último es la STS de 2 de octubre de 1997 en la que llega a declarar que la
manifestación contenida en el Real Decreto 803/1993, de 28 de mayo, de que determinados procedimientos se «entende-
rán desestimados» no es admisible si supone «hurtar a los ciudadanos la facultad de optar» por recurrir o esperar resolu-
ción expresa. Una lejana SAN de 31 de octubre de 1986 (NFJ000216) ya señalaba que el silencio administrativo debe
interpretarse como facultad del recurrente para interpretar que se produce la desestimación, pero sin que ello implique la
exoneración del deber de dictar resolución expresa que incumbe a la Administración.
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desestimación por silencio 26 y el TEAC mantiene firme una postura en cuya virtud y en caso de deses-
timación presunta de la reposición o de la primera instancia económico-administrativa, el plazo para la
interposición del recurso posterior es el taxativo fijado por la ley a partir de aquel en que deba enten-
derse producido el silencio desestimatorio 27. Tal duda se acrecienta si atendemos a las regulaciones para-
lelas de la Ley 30/1992 o de la propia Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA)28 en
las que parece latir la idea de que la existencia de plazos preclusivos para la interposición de recursos
contra los actos presuntos por silencio administrativo (tres meses en vía administrativa tanto para la repo-
sición como para la alzada y seis meses en la vía contencioso-administrativa) está justamente al servi-
cio de la seguridad jurídica, pues no resulta conveniente dejar indefinidamente abierta la posibilidad de
recurso 29. Máxime después de la reforma introducida por la Ley 4/1999 en la que la favorable posición
de que gozaba el ciudadano a los efectos del cómputo del recurso parece haberse perdido 30.

NUEVO REGLAMENTO REVISIÓN

26 «La duración del procedimiento en cualquiera de sus instancias será de un año contado desde la interposición de la recla-
mación. Transcurrido este plazo, el interesado podrá considerar desestimada la reclamación al objeto de interponer el
recurso procedente, cuyo plazo se contará a partir del día siguiente de la finalización del plazo de un año a que se refiere
este apartado. El Tribunal deberá resolver expresamente en todo caso. Los plazos para la interposición de los correspon-
dientes recursos comenzarán a contarse desde el día siguiente al de la notificación de la resolución expresa» (art. 240.1).
Sobre ello vid.GARCÍA-TREVIJANO GARNICA, E. El silencio administrativo en el Derecho español, Civitas, Madrid, 1990,
pág. 320.

27 Resolución de 27 de abril de 2001.
28 Los artículos 115 y 117 de la LRJPAC transforman el plazo general de un mes del recurso de alzada y de reposición por

el de tres meses en el caso de recurso contra un acto presunto, contándose desde el día en que éste deba entenderse pro-
ducido. Por su parte, el artículo 46 de la LJCA contempla un plazo de seis meses en lugar del general de dos para la inter-
posición del recurso contra el acto presunto. Vid. TORNOSMAS, J. «La nueva acción frente a la inactividad administrati-
va del artículo 29 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 1988. Especial referencia a su ámbito
objetivo», en AA.VV. La Justicia administrativa. Libro Homenaje al Prof. Dr. D. Rafael Entrena Cuesta, Atelier, Barcelona,
2003, págs. 247 y ss.

29 Alude a ello el TS en alguna de sus Sentencias donde señala que el silencio negativo no legitima a utilizar cualquier medio
impugnatorio (STS de 20 de marzo de 1996) o que cuando el particular opta por la vía del recurso, tal facultad no puede
ser ilimitada, sino que debe someterse a algún plazo de caducidad [SSTS de 14 de octubre de 1992 (NFJ002023) y 27 de
enero de 1995]. Vid. asimismo la STS de 23 de noviembre de 1996, en la que el Alto Tribunal expresa su convencimien-
to sobre la imposibilidad de considerar indefinidamente abierto el plazo de recurso en caso de denegación presunta del
recurso de reposición, con olvido de los límites impuestos por el principio de seguridad jurídica. Vale la pena a estos efec-
tos reproducir las palabras de GONZÁLEZ PÉREZ, J. Comentarios a la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
4.ª ed. Civitas, Madrid, 2003, pág. 1.021, quien da cuenta muy sintéticamente del origen y las causas del problema: «con-
figurado el silencio administrativo como garantía frente a la exigencia del acto expreso como presupuesto del proceso
administrativo, consistió inicialmente en una ficción que la ley establecía presumiendo por el transcurso de un plazo la
existencia un acto, a fin de dejar abierta la vía contencioso-administrativa, si bien no dispensaba de la obligación de resol-
ver expresamente, por lo que el interesado podía, si lo estimaba oportuno, esperar la resolución expresa, y, una vez noti-
ficada ésta, iniciar el proceso administrativo. Este simplísimo esquema se complicó y dio al traste con la garantía inicial-
mente concebida, en buena parte como consecuencia de una jurisprudencia, que, en algunos momentos, no pudo alejarse
más de las exigencias de una tutela judicial efectiva, denegándose justicia por una interpretación formalista de las normas
reguladoras del silencio administrativo. Pero no hay que descargar todas las culpas en los Tribunales. El legislador con-
tribuyó no poco a la caótica situación en que se encontraba el administrado ante la pasividad de las Administraciones públi-
cas para resolver sus peticiones y recursos. La LRJPAC batió la marca de los despropósitos. Se llegó a decir que "a lo
mejor, la regulación del silencio en clave de 1958 era un mecanismo, un subterfugio inevitable para ofrecer garantías a los
ciudadanos y permitirles acceder a la jurisdicción". Ahora mismo, sin embargo, no estoy seguro ni siquiera de que sea
necesaria una regulación del silencio, porque el mecanismo a buscar lo que tendría es que batir la exigencia de que hubie-
se un acto previo y cambiar la concepción de jurisdicción revisora donde, probablemente, ya no estamos».

30 Efectivamente, la LPA de 1958 y la redacción originaria de la Ley 30/1992 partían de una premisa común: el plazo de
recurso no comenzaba hasta tanto se denunciaba la mora o desde que se concedía la certificación del acto presunto (o, a
falta de expedición de la certificación, a los 20 días desde su solicitud) respectivamente. En ambos casos había que llegar
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En realidad ese planteamiento parte de una premisa profundamente errónea, cual es la de con-
fundir el silencio negativo con la desestimación presunta, pues mientras que el primero no se erige
en un verdadero acto administrativo, la segunda se equipara a éste con todos sus efectos, incluidos
los plazos taxativos para ejercitar el derecho al recurso 31. Además, existente esa tensión o dilema
entre dos principios que en este caso resultan contrapuestos como la seguridad jurídica y la tutela
judicial efectiva, y siendo como es que tal invocación a la seguridad trae causa de un previo incum-
plimiento de la Administración, lo razonable es que se deje optar verdaderamente al contribuyente
entre la espera a la resolución expresa por parte de la Administración o un ejercicio del derecho a
recurrir no sometido a plazo expreso alguno más allá del propio de la prescripción 32.

Insistimos, si el silencio negativo no da lugar a un acto administrativo, ni siquiera a un acto
presunto, la desestimación por silencio no sería una resolución y, por ende, no podría tampoco adqui-
rir firmeza por el transcurso del plazo del recurso, pues otra cosa equivaldría a una compulsión sobre
el contribuyente, obligándole a una impugnación «a ciegas» 33. La jurisprudencia del Tribunal
Constitucional prima la libertad del interesado en la determinación del preciso momento en el que
empieza el plazo para recurrir 34. Sin embargo, la construcción jurídica que realiza el Alto Tribunal
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a la misma conclusión, el dies a quodependía de una actuación del interesado que disfrutaba efectivamente de una opción
temporalmente indefinida entre esperar la resolución final o impugnar la desestimación presunta. En este sentido, GARRIDO

FALLA , F. «La obligación de resolver: actos presuntos y silencio administrativo», REDAnúm. 82, 1994, pág. 187 y BAÑO

LEÓN, J. M. «El silencio administrativo: notas sobre una regulación anacrónica», en El Derecho Administrativo en el umbral
del siglo XXI. Homenaje al Profesor Ramón Martín Mateo, vol. I, Valencia, Tirant lo Blanch, 2000, pág. 1.348.

31 Con toda razón, GARCÍA NOVOA, C. El silencio administrativo en Derecho Tributario, Pamplona, Aranzadi, 2001, pág. 171,
ha señalado a este respecto que «lo más acorde con la verdadera naturaleza del silencio sería, pues, que no hubiese plazo
para recurrir, o bien que quede en manos del interesado determinar el momento en que dicho plazo empieza, pues pare-
ce más apropiado que prevalezcan las garantías del particular frente a una evanescente invocación de la seguridad jurídi-
ca. Garantías del particular que, no se olvide, en este caso tienen apoyo en un derecho fundamental como es la tutela judi-
cial efectiva. El silencio estaría al servicio del acceso a la jurisdicción, en tanto se establece en beneficio del administrado
a los efectos de que pueda llegar a la vía judicial eludiendo la inactividad administrativa. No puede convertirse un insti-
tuto al servicio del acceso de los particulares a la justicia en una figura que prime el incumplimiento por parte de la
Administración, en nombre de la seguridad jurídica. Y si es verdad que la existencia de plazos preclusivos de caducidad
garantiza la seguridad jurídica, también lo es que seguiría habiendo un límite temporal en la prescripción de acciones para
el ejercicio de los derechos, como acertadamente apunta el TS en Sentencia de 22 de julio de 1986».

32 La STS de 23 de marzo de 1981 entiende el silencio desestimatorio como ficción legal a favor del recurrente para per-
mitirle el acceso a la vía judicial o esperar a la resolución expresa para posteriormente recurrir contra ella. Sin embargo,
la STS de 31 de diciembre de 1994 señala expresamente que el plazo para la interposición del recurso contencioso-admi-
nistrativo en caso de desestimación presunta de la reclamación económico-administrativa es de un año y dos meses, sin
que sea aplicable el artículo 53 de la LJCA, que se refiere a la desestimación presunta en los casos de peticiones a la
Administración.

33 En tal sentido, GARCÍA DE ENTERRÍA, E. «Sobre silencio administrativo y recurso contencioso», RAPnúm. 47, 1965, pág. 216;
FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, T. R. «Silencio negativo, actos firmes y actos confirmatorios», RAPnúm. 53, 1967, pág. 286 y
VILLAR PALASÍ, J. L. «El silencio administrativo en la doctrina y en la jurisprudencia del Tribunal Supremo», Actualidad
Administrativa, 1988, pág. 162. Para tan ilustres autores, no puede otorgarse eficacia a lo que no constituye más que la
ficción de una desestimación o una simple técnica de garantía a favor del interesado, por lo que no hay posición jurídica
creada por el silencio que sea susceptible de consentimiento por el interesado. Vid. asimismo, GARCÍA DE ENTERRÍA, E.
«La inexistencia de plazo para recurrir el silencio administrativo en vía contencioso-administrativa. Derogación del artícu-
lo 46.1 de la LJCA de 1998. Un Auto de la Sección 5.ª de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid de 25 de noviembre de 1999 (recurso 261/1999)», REDAnúm. 105, 2000, págs. 127 y ss.

34 SSTC 6/1986, de 21 de enero, 204/1987, de 21 de diciembre y 63/1995, de 3 de abril, donde se señala con toda claridad
la imposibilidad de equiparar, a efectos de computar el plazo para la interposición de recursos, la pasividad o inactividad
de la Administración con los casos en los que existe acto motivado y debidamente notificado, pues de otra forma se haría
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no es muy convincente, toda vez que relaciona el silencio negativo con las notificaciones defectuo-
sas, de forma y manera que si el contribuyente conociese el sentido desestimatorio de aquél, debe-
ría aplicarse la regla contenida en el artículo 125.2 de la antigua LGT (L 230/1963) 35, es decir, habría
de recurrirse en el plazo de seis meses desde que se entiende producida la inactividad, pudiendo en
los demás casos interponer el recurso a partir de la fecha en la que el sujeto se dé expresamente por
notificado, lo que, en la práctica, equivale a decir en cualquier momento 36. Ello implícitamente equi-
vale a parangonar –al menos en cierta medida– el silencio negativo con un acto presunto, asimila-
ción que constituye, como ya hemos advertido, una de las mayores causas de confusión en el asun-
to que nos ocupa 37, porque si bien es cierto que la estimación por silencio positivo sí puede decirse
que constituye un verdadero acto administrativo 38, de la desestimación como consecuencia de la
inactividad administrativa no puede decirse precisamente lo mismo 39. Y ésta es la razón fundamental
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de peor condición a quien acogiéndose a la resolución presunta se ve privado de las razones administrativas que susten-
tan el acto debido al retraso de la Administración en resolver. En el mismo sentido, SSTS de 9 de abril de 1992, 7 de mayo
de 1993 y 24 de febrero de 1995. La STS de 4 de febrero de 2002 (NFJ012095), después de realizar un completo análi-
sis de las modificaciones operadas en este punto por la LRJPAC y por sus posteriores reformas (L 4/1999), llega a la con-
clusión de la vigencia de la doctrina emanada por el TC en la Sentencia 6/1986.

35 «Surtirán efecto por el transcurso de seis meses las notificaciones practicadas personalmente a los sujetos pasivos que
conteniendo el texto íntegro del acto hubieren omitido algún otro requisito, salvo que se haya hecho protesta formal den-
tro de este plazo en solicitud de que la Administración rectifique la deficiencia». Además, no parece muy factible seguir
aludiendo a este mismo extremo, pues dicha convalidación desaparece con la nueva LGT. Efectivamente, si hacemos algo
de historia, el artículo 79.4 de la LPA establecía la subsanación por el mero transcurso de seis meses de aquellas notifi-
caciones que conteniendo íntegro el texto del acto hubieran omitido otros requisitos. El anteproyecto de la LRJPAC pre-
tendió reducir ese plazo a un único mes, lo que fue criticado con dureza por el Consejo de Estado. Tras un aluvión de
enmiendas y duras negociaciones parlamentarias, el texto se retiró y la Ley 30/1992 no contempló ningún plazo de sub-
sanación por el mero transcurso del tiempo. Tampoco después de la modificación operada por la Ley 4/1999 se contem-
pla ningún margen temporal para la subsanación. Pero el proyecto de dicha reforma volvía a la carga con un plazo de tres
meses para la convalidación de notificaciones que conteniendo íntegro el texto hubiera omitido otros requisitos, salvo que
se hubiera formulado propuesta formal ante la Administración para que se subsanase la deficiencia. Y como muestra pal-
pable de esta confusión, error o inadvertencia, pese a que en el articulado de la Ley 30/1992 tras la reforma del 99 no exis-
te posibilidad de convalidación, su Exposición de Motivos sigue aludiendo a la misma con un plazo de tres meses. La
conclusión en el ámbito administrativo general es que la notificación defectuosa no surtirá efectos hasta el momento en
que el interesado realice actuaciones que supongan el conocimiento del contenido y alcance de la resolución o acto obje-
to de la notificación, o desde el momento en que se interponga cualquier recurso que proceda. Sin embargo, en el ámbi-
to tributario, el artículo 125 de la Ley 230/1963 establece tal plazo de convalidación de seis meses salvo protesta formal.
La nueva LGT, por el contrario, y en un aspecto que es de alabar, omite toda referencia a la convalidación de la notifica-
ción por el transcurso de los seis meses, equiparando el tratamiento tributario con el general administrativo.

36 O bien, entender que el particular conoce el texto íntegro del acto, es decir, la desestimación por silencio, pero no el resto
de extremos que obligatoriamente deben constar en toda notificación (SSTS de 16 de octubre de 1987, 28 de noviembre
de 1989 y 18 de marzo de 1995). En tal sentido, otra línea jurisprudencial, apoyándose en la derogada LJCA (art. 58) fija-
ba el plazo en un año y seis meses a contar desde el momento en el que se entendía producido el silencio (SSTS de 24 de
febrero de 1988 y 4 de mayo de 1990). Una crítica certera y completa de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional en
este punto puede consultarse en ARZOZ SANTISTEBÁN, X. La obligación de resolver y de notificar y el silencio adminis-
trativo, Marcial Pons, Madrid, 2001, págs. 51 y ss.

37 A ello ha aludido con claridad GARCÍA NOVOA, C. op. ult. cit.pág. 174.
38 En tal sentido GARCÍA-TREVIJANO GARNICA, E. op. ult. cit. págs. 84 y ss. y ARZOZ SANTISTEBÁN, X., op. ult. cit.págs. 32

y ss. quienes señalan que siendo eso así, el silencio positivo pone fin al procedimiento, resultándole aplicable la teoría
general del acto administrativo porque sustituye a un acto expreso estimatorio de la solicitud.

39 El artículo 43.3 de la LRJPAC, tras la modificación operada por la Ley 4/1999, parte claramente del principio de que el
silencio negativo no produce acto administrativo alguno y sus únicos efectos se circunscriben a la posibilidad de permi-
tir a los interesados la interposición del recurso administrativo o contencioso procedente. Si ello es así, lógico es pensar
que la Administración sigue estando sujeta a la obligación de resolver.
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para desatender cualquier planteamiento que pudiera hacerse abogando por una aplicación analógi-
ca del plazo de seis meses contenido en el artículo 46.1 de la vigente LJCA40, puesto que tal plazo
está pensado para la impugnación de actos presuntos y el silencio negativo no lo es 41.

El régimen de plazos preclusivos para la impugnación de las desestimaciones presuntas no
resulta congruente con el significado del silencio administrativo negativo, pero es que, además y
salvo que se trate de plazos muy amplios, pone en cuestión el derecho de acceso a la tutela judicial
efectiva. La conclusión, por lo tanto, es que el contribuyente puede recurrir en cualquier momento
al silencio negativo tanto en la vía de reposición como en la económico-administrativa sin que ello
conculque un principio como el de seguridad jurídica cuyo principal transgresor es una Administración
que no resuelve tempestivamente pudiendo hacerlo 42, sin que para ello sea necesario un pronun-
ciamiento administrativo 43 y sin que pueda decirse que el silencio negativo ha sido consentido y
firme, toda vez que la inexistencia de acto expreso impide anudarle tan relevante efecto 44. Llegar a
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40 «El plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo será de dos meses desde el día siguiente al de la publi-
cación de la disposición impugnada o al de la notificación o publicación del acto que ponga fin a la vía administrativa, si
fuera expresa. Si no lo fuera, el plazo será de seis meses y se contará, para el solicitante y otros posibles interesados, a
partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se produzca el acto presunto».

41 Así GARCÍA NOVOA, C. op. ult. cit.pág. 179. Además, e incluso en este caso donde resulta aplicable el plazo de seis
meses establecido por la LJCA, algunas SSTS han dulcificado su rigurosa aplicación. Tal es el caso de la Sentencia de
30 de junio de 1999, donde llega a decirse que «si bien es cierto que el silencio de la Administración frente a las peti-
ciones ante ella formuladas no impide al solicitante agotar la vía administrativa utilizando, en su caso, el recurso de alza-
da pertinente... también lo es que no se puede pretender extraer del incumplimiento del deber de resolver por parte de
la Administración consecuencias obstativas al libre ejercicio de las acciones judiciales que pueden emprenderse para
tutelar el derecho de los particulares, tal como se desprende de la STC de 21 de enero de 1986». Incluso después de la
promulgación de la Ley 4/1999 otra STSJ de Madrid, de 25 de noviembre de 1999, ha entendido derogado por esta ley
el artículo 46.1 de la LJCA. 

42 Así GÓMEZ FERRERMORANT, R. «El silencio administrativo desde la perspectiva constitucional», Libro Homenaje al
Profesor José Luis Villar Palasí, Civitas, Madrid, 1989, págs. 513 y ss. Lógicamente y aunque tanto la LRJPAC como la
propia LGT callan sobre la posibilidad del contribuyente de denunciar la mora en la resolución, es lógico pensar que si la
Administración se halla obligada a dictar resolución expresa y el interesado puede esperar legítimamente a que se dicte
ésta, también podrá recordar al órgano competente el incumplimiento de dicha obligación. En tal sentido el TC ha acep-
tado el carácter potestativo de la denuncia de la mora a falta de previsión legal incluso con respecto al recurso conten-
cioso-administrativo especial de la Ley 62/1978 (STC 34/1989 y SSTS de 3 de noviembre de 1982, 12 de mayo de 1988
y 8 de febrero de 1989). Sobre ello vid. DE LA NUEZ SÁNCHEZ CASCADO, E. en Estudios y Comentarios sobre la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, t. I, Madrid, Centro de
Publicaciones del Ministerio de Justicia y BOE-Ministerio de la Presidencia, 1993, comentarios a los artículos 42 a 44,
págs. 243 y 247.

43 SSTS de 30 de septiembre de 1995 y 31 de marzo de 1997.
44 SSTS de 24 de febrero y 14 de diciembre de 1988. La primera de ellas constituye un paradigma de claridad al respecto:

«Si como acaba de indicarse, en los supuestos de resolución tardía de la Administración, dictada transcurridos los plazos
para impugnar la denegación presunta, cabe deducir recurso contencioso-administrativo frente a dicho acto expreso, igual
solución hay que adoptar en aquellos casos, como el de autos, en los que la Administración, no obstante el deber de dic-
tar una resolución expresa, no lo hace a pesar de que el administrado, que optó por esperar a dicha resolución expresa, le
insta a que la dicte transcurrido ya el plazo para impugnar la denegación presunta. Abona esta solución la consideración
de que, como ya se señaló, el silencio es una ficción legal a favor del particular, así como la de que la falta de cumpli-
miento por parte de la Administración de su deber de dictar resolución expresa no puede perjudicar al administrado.
Igualmente la conclusión establecida viene exigida por la circunstancia de que la solución contraria significaría una vul-
neración del derecho a obtener la tutela judicial efectiva previsto en el artículo 24 de la Constitución. El particular tiene
la facultad de esperar, como ya se ha expresado, que se produzca una resolución expresa por parte de la Administración,
resolución que, caso de no satisfacer sus intereses, podrá ser impugnada judicialmente. Pues bien, si el particular espera
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esta conclusión, como se habrá comprobado, resulta fatigoso, es ciertamente de argumentación com-
pleja, existe jurisprudencia encontrada y, por lo tanto, crea una incertidumbre que la nueva LGT y
su reglamento de desarrollo podían haber conjurado definitivamente 45. Al menos habrá que agra-
decerle su mimetismo con la regulación anterior, por lo que no deben caber argumentaciones nove-
dosas sobre la cuestión, pues otra cosa equivaldría a beneficiar a la Administración por el incumpli-
miento de su obligación de resolver expresamente 46. Resolución esta que, no nos engañemos, en
muchas ocasiones aquélla no es muy proclive a procurar aunque de ello puedan derivarse pleitos y
dificultades añadidas posteriores de todo género 47.

b) Iniciación y puesta de manifiesto del expediente.

Ninguna novedad procedimental contiene el reglamento a estos efectos, recordando la tradi-
cional obligación de incluir las alegaciones en el escrito de interposición así como los documentos
que sirvan de base a la pretensión que se ejercite y aquellos en los que se formalice la garantía si se
solicitó la suspensión de la ejecutividad del acto que se recurre. En análogo sentido, puede hablarse
de la obligación que tiene el órgano administrativo de poner de manifiesto el expediente antes de la
interposición del recurso si en tal sentido el contribuyente lo solicitara. Debe hacerse notar que en
este punto la redacción final del reglamento es más restrictiva para el contribuyente frente a las pre-
visiones del proyecto, por cuanto que este último señalaba expresamente que «el órgano actuante,
bajo la responsabilidad del Jefe de la misma, tendrá la obligación de poner de manifiesto el conte-
nido del expediente al interesado o la documentación relativa a las actuaciones administrativas que
requiera», mientras que la redacción definitiva circunscribe la obligación administrativa de puesta
de manifiesto del expediente a lo «estrictamente relacionado con el acto objeto de impugnación o la
documentación relativa a las actuaciones administrativas concretas que hayan sido expresamente
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confiado una resolución expresa y la Administración no cumple el deber de dictarla no obstante ser instada a ello, si se
entiende que entonces no puede plantear una reclamación judicial, se cerrará al particular el acceso a los Tribunales y
sabido es que el derecho a la tutela judicial efectiva tiene un contenido complejo que incluye, entre otros, la libertad de
acceso a los Jueces y Tribunales, el derecho a obtener un fallo de éstos. A la conclusión que se ha establecido no puede
ser obstáculo el principio de seguridad jurídica, pues la inseguridad sólo es imputable a la Administración, la que puede
poner fin a la misma dictando la resolución expresa».

45 Salvo que lo que se pretenda sea crear una especie de laberinto para que el contribuyente se pierda o se desespere como
apunta ARZOZ SANTISTEBÁN, X. op. ult. cit.pág. 70, porque lo cierto y verdad es que aunque el silencio administrativo
puede presentarse como una garantía, en el fondo nunca lo es, puesto que los interesados generalmente ignorarán la forma
de utilización de dicha institución, interpretarán incorrectamente su regulación o se equivocarán respecto a la vía de reac-
ción pertinente. Vid. al respecto FERNÁNDEZ PASTRANA, J. M. «Orientación antiformalista de la jurisprudencia en el ago-
tamiento de la vía administrativa previa», RAPnúm. 121, 1990, págs. 259 y ss.

46 Para la STS de 24 de febrero de 1998 es admisible incluso que la interposición del recurso contencioso-administrativo
pueda tener lugar días antes del vencimiento del plazo del silencio negativo con tal de que en el momento de la formali-
zación de la demanda dicho plazo se haya cumplido. Resulta claro, por tanto, que para el pronunciamiento del Alto Tribunal
no constituye obstáculo alguno la existencia del silencio y que debe primar el derecho material a la tutela judicial efecti-
va sobre otras consideraciones formales.

47 Como bien dice ARZOZSANTISTEBÁN, X. (2001) pág. 157, «¿qué interés puede tener la Administración en evitarse un plei-
to? Los que realmente temen a los pleitos y –porque la Administración no resuelve– no pueden evitarlos son los ciuda-
danos. Con independencia de la bondad de la pretensión del ciudadano, la Administración dispone de una posición jurí-
dica y patrimonial más segura... y de todo el tiempo del mundo».
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solicitadas y guarden relación con el acto impugnado». Además, el reglamento añade una previsión
novedosa respecto al proyecto, en cuya virtud se advierte expresamente de la imposibilidad de exa-
minar de nuevo el expediente una vez presentado el recurso al efecto de formular nuevas alegacio-
nes o completar las existentes.

c) Suspensión del acto impugnado.

Constituye éste un aspecto donde el reglamento se detiene y desarrolla con más calma, intro-
duciendo novedades de interés frente a las previsiones originales del proyecto. Para empezar se añade
un nueva letra b) al apartado 1 del artículo 25 en cuya virtud se exime de la aportación de garantía
en aquellos casos en los que pudiera haberse incurrido en error aritmético, material o de hecho.
También se añade una letra c) al mismo precepto que puede resultar un tanto redundante, pues se
especifica que se dispensará igualmente de garantía en los casos de recursos contra sanciones hasta
tanto sean éstas firmes en vía administrativa. Decimos redundante porque nada nuevo añade el regla-
mento a lo que señala la LGT pero tampoco aclara un aspecto fundamental de la cuestión como es
lo que deba entenderse por firmeza administrativa. Como sabemos, el recurso contra la sanción impli-
ca la suspensión automática de la ejecutividad de ésta sin necesidad de garantía alguna, hasta tanto
se ultime la vía administrativa, de manera que hasta que finalice el período voluntario de pago pos-
terior a este momento no se devengarán intereses de demora. Una vez la sanción sea firme en vía
administrativa, los órganos de recaudación no pueden iniciar las actuaciones del procedimiento de
apremio mientras no concluya el plazo para interponer el recurso contencioso-administrativo. Si
durante ese plazo el interesado comunicase a dichos órganos la interposición del recurso con peti-
ción de suspensión, ésta se mantendría hasta que el órgano judicial adoptase la decisión correspon-
diente en relación con la suspensión solicitada.

Señala a estos efectos el Real Decreto 2063/2004, de 15 de octubre, por el que se aprueba el
Reglamento General del Régimen Sancionador Tributario, que para la efectiva aplicación de dicha
previsión, los órganos administrativos competentes para la tramitación de los recursos o reclama-
ciones comunicarán, en el plazo de 10 días a los órganos competentes para la ejecución de las san-
ciones, las decisiones e incidencias que en cada caso se produjesen (art. 29.3). La intención del Real
Decreto 2063/2004 en este punto es manifiestamente clara, como probablemente también lo es la
del artículo 212.3 de la LGT que habla, asimismo, de firmeza en vía administrativa. Ahora bien, la
cuestión es qué debe entenderse por «firmeza en vía administrativa», ya que esta terminología resul-
ta equívoca, pues la firmeza es una cualidad intrínseca de determinadas resoluciones judiciales, y no
administrativas (art. 245.3 LOPJ). Y en tal caso, dos son las posibles posturas: a) En primer lugar,
la referida al agotamiento de la vía administrativa (concepto definido en el art. 109 de la LRJPAC y
art. 227 de la LGT, así como en el art. 103.dos.4 de la L 31/1990, de 27 de diciembre, que creaba la
AEAT, respecto de la Administración del Estado) a la que parece referirse la literalidad del precep-
to que no habla de firmeza sin más, sino de la firmeza en vía administrativa. De esta manera, no
podría iniciarse ejecución alguna hasta que se finalizase la reclamación económico-administrativa.
b) En segundo lugar, la postura cada vez más defendida de que la firmeza en vía administrativa sólo
se produce cuando el acto administrativo es inatacable por no haberse interpuesto, o por haberse
resuelto ya, cualquier recurso o reclamación, administrativa o judicial, contra él.
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De esas dos posibles interpretaciones, el Reglamento General del Régimen Sancionador
Tributario y el propio Real Decreto 520/2005 optan claramente por la primera de las opciones.
Sin embargo, la jurisprudencia del TS se decanta por la segunda. Así, la STS dictada en interés
de Ley de 18 de septiembre de 2001 señala que «hasta la resolución del oportuno recurso juris-
diccional, en el supuesto de que fuera desestimado, no podría decirse que la sanción había que-
dado firme en vía administrativa».Y de la misma opinión participa la STS de 5 de febrero de 2004
(NFJ011114). La voluntad del legislador y del reglamentista ha sido la de referirse al agotamiento
de la vía administrativa, sin más, aunque el acto que ultime la vía económico-administrativa no
sea firme, al estar impugnado judicialmente. Prueba de ello es el concepto que utiliza para la
determinación del momento de devengo de los intereses de demora que, por definición, no puede
ser distinto del de la posible ejecución forzosa mediante el procedimiento de apremio, como se
deduce del artículo 26 de la LGT. Sin embargo, es innegable la repercusión que en este punto
puede tener la jurisprudencia del TS.

Nada dice el reglamento sobre la posibilidad de que pueda instarse la suspensión de la ejecu-
ción del acto recurrido a través de garantías distintas al depósito de dinero o valores públicos, aval
o fianza de carácter solidario o fianza personal y solidaria de otros contribuyentes de reconocida sol-
vencia. Tal silencio debe ser interpretado en el sentido de que no cabe en vía de reposición más que
las garantías apuntadas, sin que sea posible solicitar otras o incluso lograr una dispensa de las mis-
mas. La explicación a este extremo es sencilla, atendido el carácter potestativo del recurso de repo-
sición y el preceptivo de la reclamación económico-administrativa, los recurrentes que pretendan
obtener una suspensión no automática habrán de interponer directamente la reclamación económi-
co-administrativa.

Por lo demás, el resto de previsiones del Real Decreto 520/2005 resultan más claras y espe-
cificativas que las contenidas en el proyecto en aspectos tales como el montante que debe cubrir la
garantía y el lapso temporal en el que ésta desplegará sus efectos. Así, por ejemplo, cuando la garan-
tía consista en depósito de dinero o valores públicos, los intereses de demora a cubrir por la garan-
tía serán los correspondientes a un mes si aquélla extiende sus efectos sólo al recurso de reposición.
Si se extendiese a la vía económico-administrativa, deberá cubrir además el plazo de seis meses si
el procedimiento de la reclamación es el abreviado, de un año si el procedimiento de la reclamación
es el general y de dos años si la resolución es susceptible de recurso de alzada ordinario. Se especi-
fica además (nada decía el proyecto al respecto) el órgano ante el que debe presentarse la solicitud
de suspensión que no es otro que el propio órgano que dictó el acto y que será el competente para
tramitarla y resolverla. Para todos aquellos casos en los que la garantía fuese insuficiente o no revis-
tiese las formalidades requeridas, el proyecto ordenaba sin más archivar la solicitud, sin que fuese
necesaria resolución expresa al efecto ni posterior notificación de la misma. Sin embargo, el Real
Decreto 520/2005 ordena la notificación del archivo al interesado 48. De la misma manera si la garan-
tía es considerada suficiente, la suspensión se entiende acordada a partir de la fecha de la solicitud,
debiendo también en este caso notificarse la resolución al contribuyente.
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48 Sobre este punto que recoge el reglamento y que no preveía el proyecto se pronunció el Consejo de Estado en los siguien-
tes términos: «Esta consecuencia de la no presentación del documento formalizador de la garantía ha sido muy objetada
en la tramitación del expediente. La Asociación de Asesores Fiscales, por ejemplo, afirma en su informe lo siguiente: "No
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Prevé además el reglamento que el documento en el que se formalice la garantía incorpore las
firmas de los otorgantes legitimadas por un fedatario público, por comparecencia ante la Administración
autora del acto o generada mediante un mecanismo de autenticación electrónica, pudiendo sustituirse
dicho documento por su imagen electrónica con su misma validez y eficacia, siempre que el proce-
so de digitalización garantice su autenticidad e integridad. El reglamento especifica también los pla-
zos en los que habrá de satisfacerse la deuda tributaria que no haya podido ser garantizada por el
interesado, plazos que dependerán del momento en el que la solicitud de suspensión se cursara, de
manera que si en el momento de solicitarse la suspensión la deuda se encontrara en período volun-
tario de ingreso, con la notificación de su denegación, deberá ingresarse dependiendo del momento
de dicha notificación, de manera que si ésta se realizó entre los días 1 y 15 de cada mes, deberá ingre-
sarse en un plazo comprendido desde la fecha de recepción de la notificación hasta el día 20 del mes
posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente. Si la notificación se hubiera
realizado entre los días 16 y último de cada mes, desde la fecha de recepción de la notificación hasta
el día 5 del segundo mes posterior o, si éste no fuera hábil, hasta el inmediato hábil siguiente.
Cumplimentados dichos plazos, los intereses que habrían de fijarse serían los devengados a partir
del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en período voluntario hasta la fecha del
ingreso realizado durante el plazo abierto con la notificación de la denegación. De no realizarse el
ingreso, los intereses se liquidarían hasta la fecha de vencimiento de dicho plazo, sin perjuicio de
los que pudieran devengarse con posterioridad conforme a lo dispuesto en el artículo 26 de la LGT.
Si en el momento de la solicitud de suspensión, la deuda se encontrara en período ejecutivo, la noti-
ficación del acuerdo de denegación de la suspensión implicaría la iniciación del apremio en los tér-
minos previstos en el artículo 167.1 de la LGT.
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es de recibo que este supuesto no genere derecho a un requerimiento o subsanación, aunque sólo sea para evitar que el
obligado pueda incurrir en período ejecutivo de modo involuntario. Por el contrario, nada justifica no dar a este supues-
to el mismo tratamiento que a la presentación de garantía insuficiente o del aval que no reúne los requisitos exigibles (...).
Ni tampoco nada justifica un alejamiento del régimen general previsto para las solicitudes incompletas en el artículo 71
de la LRJPAC que obliga a dar un plazo de diez días para que se subsane la solicitud". A juicio del Consejo de Estado, el
automatismo previsto por el artículo 25.3 del proyecto de reglamento (sin duda dirigido a lograr una mayor celeridad y
economía procedimental en la actuación administrativa) atenta contra la seguridad jurídica y puede producir indefensión
al interesado. No parece adecuado que la solicitud de suspensión –una de las garantías básicas de todo procedimiento
administrativo- pueda ser, sin más, archivada. Y es que con ello no sólo se priva al interesado de la posibilidad de subsa-
nar el defecto de su solicitud, sino que, al prever su archivo y la denegación de la suspensión sin necesidad de resolución
expresa, le impide conocer cuáles son las razones de esa denegación e incluso saber con certeza si efectivamente se ha
producido. No es difícil, además, imaginar supuestos en los que un error de la Administración determinaría una indesea-
ble situación de indefensión. Así, por ejemplo, si la Administración califica como falta de aportación documental lo que
en realidad no era sino un defecto subsanable, o si extravía el documento aportado por el interesado, archivando luego la
solicitud sin resolución expresa por entender que aquél no se presentó. En conclusión, el Consejo de Estado estima que
debería eliminarse la previsión de este primer párrafo del artículo 25.5 del proyecto, pues la denegación de la suspensión
solicitada por el interesado debe siempre realizarse por resolución expresa del órgano competente en aras de la seguridad
jurídica y para evitar posibles situaciones de indefensión. Esta misma finalidad de protección de la seguridad jurídica
aconseja modificar la redacción del apartado 6 del artículo 25 (...). La posibilidad de que el órgano competente conside-
re acordada la suspensión solicitada "sin necesidad de resolución expresa" genera una clara situación de inseguridad jurí-
dica. Esta previsión unida a la del apartado anterior, podrían hacer que el interesado no conozca con exactitud el sentido
de la decisión sobre su solicitud de suspensión, lo que resulta de todo punto indeseable. No parece posible, además, que
el precepto prescinda de la obligación de resolver qué corresponde a todo órgano administrativo con arreglo al artículo
42.1 de la Ley 30/1992. Si lo que se pretende es aplicar la regla del silencio estimatorio, debería preverse un plazo para
resolver la solicitud de suspensión transcurrido el cual ésta debe entenderse acordada. Debe, en consecuencia, evitarse la
expresión "sin necesidad de resolución expresa", sustituyéndola, en su caso, por una más completa regulación del silen-
cio de efecto estimatorio en este caso».
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II.3. La reclamación económico-administrativa.

a) Organización y competencias de los Tribunales Económico-Administrativos.

Las novedades introducidas por el Real Decreto 520/2005 en la vía económico-administrati-
va son fundamentalmente de índole organizativa. No debemos olvidar que la regulación de la LGT
es bastante prolija en esta materia al haber asumido por la vía legal lo que antes eran simples previ-
siones reglamentarias contenidas en el RPREA. Ahora bien, pese a lo que acaba de señalarse y tenien-
do en cuenta que en este apartado el reglamento no se remite –como sí hemos visto que hacía en el
resto de los procedimientos especiales de revisión– a desarrollo ulterior por parte de Orden Ministerial,
la normativa aprobada tiene una clara voluntad de dotar de flexibilidad a las propias previsiones
reglamentarias con el fin de que el funcionamiento de los Tribunales pueda ser más ágil y eficiente,
de manera, por ejemplo, que no se determina el número de vocales que formarán parte del TEAC o
de los TEAR, atribuyendo a sus respectivos presidentes la creación, composición o supresión de las
Salas, así como el reparto de atribuciones entre éstas y el Pleno y la distribución de asuntos entre las
propias Salas, materias todas estas que, vigente el RPREA, debían fijarse a través de la correspon-
diente Orden Ministerial. Esta opción fue alabada por el Consejo de Estado en su dictamen sobre el
proyecto, al resultar «razonable pensar que el funcionamiento de los Tribunales Económico-
Administrativos podría mejorar si su organización interna respondiese al número de características
de los asuntos que tengan y a otras circunstancias específicas de cada uno de ellos». A propuesta del
propio Consejo de Estado, y tras las observaciones hechas por las Secretarías Generales Técnicas de
los Ministerios de la Presidencia y de Economía y Hacienda, el reglamento atribuye la categoría
orgánica al Presidente del TEAC y a sus Vocales (Director General y Subdirectores Generales, res-
pectivamente). De la misma manera, el Consejo de Estado, advirtió sobre la necesidad de que el
Secretario General del TEAC y los Secretarios de los TEAR procedieran del cuerpo de Abogados
del Estado y fueran asistidos y sustituidos en el ejercicio de sus funciones por funcionarios de dicho
cuerpo (vid.art. 29.7 del reglamento) 49. Se infiere del Real Decreto 520/2005 un deseo mayor de
transparencia en el funcionamiento de los Tribunales que se materializa, por ejemplo, en la necesi-
dad de incorporar los votos particulares de los vocales al expediente administrativo haciendo men-
ción a los mismos en la propia resolución de la reclamación (art. 29.8), lo que contrasta, por oposi-
ción, con las previsiones del proyecto que en tal sentido señalaba en su artículo 30.10 lo que sigue:
«Todos los miembros del Pleno o de las Salas están obligados a asistir a las sesiones de los mismos
a las que sean convocados y a participar en las deliberaciones necesarias para la adopción de acuer-
dos o resoluciones. Los acuerdos serán adoptados por mayoría entre los asistentes y con voto de cali-
dad del Presidente en caso de empate. Ninguno de los asistentes podrá abstenerse de votar y el que
disienta de la mayoría podrá formular voto particular por escrito en el plazo de 48 horas. El voto se
incorporará al expediente sin que deba hacerse mención alguna al mismo en la resolución ni en la
notificación de la misma».
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49 En tal sentido advertía el Consejo de Estado que ello era tanto más necesario cuanto que el Secretario «podía actuar como
órgano unipersonal en muchos más supuestos de los que prevé la regulación todavía vigente; a la vista de esta previsible
ampliación de sus competencias, no estaría de más incluir en el reglamento esta regla para que su sustitución y asisten-
cia se haga con las máximas garantías de regularidad y buen funcionamiento del órgano económico-administrativo».
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Uno de los aspectos novedosos regulados en la LGT en su disposición adicional decimoter-
cera es la participación de las Comunidades Autónomas en los Tribunales Económico-Administrativos.
En la referida disposición, la LGT establece dos formas de colaboración: a) Mediante el nombra-
miento de funcionarios de las Comunidades Autónomas 50; o b) Mediante la creación en el seno del
TEAR, y en virtud de convenio celebrado entre el Ministerio de Hacienda y la Consejería compe-
tente de la Comunidad Autónoma, de una Sala Especial que estará presidida por el Presidente del
Tribunal e integrada por los vocales y miembros del órgano económico-administrativo de la Comunidad
Autónoma y que actuará como sala del Tribunal respecto de las reclamaciones relativas a tributos
cedidos o a aquellos tributos del Estado cuyo rendimiento corresponda en su totalidad a la Comunidad
Autónoma. Sorprende, sin embargo, que el artículo 31 del Real Decreto 520/2005, atendiendo par-
cialmente a las indicaciones legales, únicamente se haya ocupado de la segunda de las opciones seña-
ladas (creación por convenio de una Sala Especial), desatendiendo la posibilidad de que el meca-
nismo de participación se articule mediante nombramiento en los TEAR correspondientes de
funcionarios de las propias Comunidades Autónomas 51.

Otro aspecto, quizá el más novedoso, de la LGT para la vía económico-administrativa es la
articulación de un procedimiento abreviado en única instancia cuya competencia se atribuye a órga-
nos unipersonales en los siguientes casos 52: a) Cuando la reclamación interpuesta se dirija contra
actos de cuantía inferior a la que se fije reglamentariamente; b) Cuando se alegue exclusivamente la
inconstitucionalidad o ilegalidad de normas; c) Cuando se alegue exclusivamente falta o defecto de
notificación; d) Cuando se alegue exclusivamente insuficiencia de motivación o incongruencia del
acto impugnado; e) Cuando se aleguen únicamente cuestiones relacionadas con la comprobación de
valores; y f) Cuando concurran otras circunstancias previstas reglamentariamente 53. Su finalidad
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50 Recordemos que la propia disposición adicional duodécima atinente a la composición de los Tribunales Económico-
Administrativos señala que el Presidente y los Vocales de los Tribunales Económico-Administrativos serán nombrados
entre funcionarios del Estado y sus organismos autónomos, de las Comunidades Autónomas y entre funcionarios de la
Administración Local con Habilitación de Carácter Nacional que reúnan los requisitos y condiciones que reglamentaria-
mente se determinen.

51 Sobre ello advirtió el Consejo de Estado denunciando las consecuencias que de ello pueden derivarse: «Dado que no todas
las Comunidades Autónomas tienen órganos económico-administrativos propios, es previsible la utilización de este meca-
nismo o participación mediante designación de funcionarios autonómicos. El apartado 1 a) de la disposición adicional
decimotercera de la ley sólo prevé al respecto que se procederá al nombramiento de funcionarios de las Comunidades
Autónomas "conforme a lo indicado en la disposición adicional duodécima de esta ley", disposición que se refiere, como
se ha visto, a los requisitos que deben reunir el Presidente y los Vocales de los Tribunales Económico-Administrativos.
El silencio del proyecto de reglamento en este punto hace posible todo tipo de combinaciones y opciones, lo que no pare-
ce lógico ni deseable. Así, por ejemplo, a falta de convenio sobre la creación de una Sala Especial, la participación de las
Comunidades Autónomas en la composición de los TEAR podría concretarse en la designación de un funcionario auto-
nómico como presidente de un TEAR y, simultáneamente, de uno o varios funcionarios autonómicos como vocales.
Resultaría imprescindible, por tanto, una mayor precisión del reglamento en esta materia, estableciendo, por ejemplo, la
proporción máxima de funcionarios autonómicos que pueden ser miembros de los TEAR».

52 La disposición transitoria quinta, 4 de la LGT establece la aplicación de este original procedimiento a las reclamaciones econó-
mico-administrativas que se interpongan a partir de un año desde la entrada en vigor de la ley, es decir, desde el 1 de julio de 2005.

53 Artículo 245 de la LGT. El Grupo Parlamentario Socialista en las enmiendas núms. 223 en el Congreso de los Diputados
y 193 en el Senado a la tramitación del Proyecto de LGT, propuso la supresión de este supuesto de remisión genérica al
reglamento, de conformidad con las observaciones formuladas por el Consejo de Estado, toda vez que las resoluciones
de estos órganos unipersonales cierran la vía económico-administrativa y por ello debiera ser únicamente la ley la que
determinase los supuestos tramitables por este procedimiento abreviado.
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es, desde luego, aligerar la carga de trabajo a las Salas y al Pleno de los Tribunales en cuestiones de
no muy difícil resolución o bien en aquellos casos en los que no cabe otra cosa que manifestar la
incompetencia sobre la pretensión perseguida por el interesado con el fin de que puedan pronun-
ciarse sobre las mismas los Tribunales de Justicia (es el caso, por ejemplo de la inconstitucionalidad
o ilegalidad de las normas). Pues bien, el artículo 32 del Real Decreto 520/2005 señala que tendrán
dicha consideración de órganos unipersonales los que sean designados como tales por acuerdo del
Presidente del TEAC entre los funcionarios que estuviesen destinados en tales Tribunales o Salas, a
propuesta de sus respectivos presidentes, pudiendo existir en cada Tribunal o Sala desconcentrada
varios órganos unipersonales. En dicho acuerdo habrá de fijarse también la distribución de materias
y de asuntos entre dichos órganos unipersonales.

Como es también sabido, la LGT se refiere a las cuestiones incidentales recogiendo algunas
novedades al respecto centradas sobre todo en la posibilidad de que su resolución recaiga en órga-
nos unipersonales, especificándose que el archivo de actuaciones no constituye materia incidental y
que la resolución que ponga término al incidente no es susceptible de recurso, sin perjuicio de que
una vez recibida la resolución de la reclamación el interesado pueda discutir nuevamente el objeto
de la cuestión incidental mediante el recurso que proceda contra la resolución 54. Pues bien, a los
efectos de dictar la oportuna resolución sobre dichas cuestiones incidentales, tanto en el procedi-
miento general como el abreviado tienen la consideración de órganos unipersonales de cada Tribunal
y de cada Sala desconcentrada el Presidente del Tribunal, los Vocales y el Secretario (art. 32.3 RD
520/2005).

El reglamento se ocupa también del funcionamiento y composición de la Sala Especial para
la unificación de doctrina en su artículo 33. La LGT prevé un novedoso Recurso Extraordinario para
la Unificación de Doctrina cuyo único legitimado es el Director General de Tributos para todos aque-
llos casos en los que éste muestre su desacuerdo con la doctrina emanada por el TEAC y que, de otra
forma, constituiría doctrina vinculante para el resto de los Tribunales Económico-Administrativos y
para la propia Administración tributaria. El competente para la resolución de dicho recurso es una
Sala Especial para la Unificación de Doctrina compuesta por el Presidente del TEAC, que la presi-
de, tres Vocales de dicho Tribunal, el Director General de Tributos, el Director General de la AEAT,
el Director General o el Director del Departamento de la AEAT del que dependa funcionalmente el
órgano que hubiera dictado el acto a que se refiere la resolución objeto del recurso y el Presidente
del Consejo para la Defensa del Contribuyente. La resolución de dicho recurso extraordinario para
la unificación de doctrina debe ser adoptada por mayoría de los integrantes de la Sala Especial en el
plazo de seis meses, estableciendo la doctrina administrativa definitivamente aplicable y será vin-
culante en los mismos términos previstos para el recurso extraordinario para la unificación de crite-
rio aunque, eso sí, respetará la situación jurídica particular derivada de la resolución del TEAC 55.
Las previsiones reglamentarias al respecto son fundamentalmente que el Presidente de la Sala, es
decir, el presidente del TEAC designe a los Vocales de dicho Tribunal en el acuerdo mismo en el que
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54 Artículo 236.6 de la LGT. Se intenta evitar así el desdoblamiento que supondría un recurso sobre la cuestión en vía inci-
dental en una instancia mientras que en otra distinta se sustanciaría el fondo del asunto.

55 Artículo 243 de la LGTin totum.
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se convoque su celebración, siendo competente también para proponer las resoluciones y demás
acuerdos de terminación, correspondiendo al Secretario General del TEAC la dirección y coordina-
ción de la tramitación del recurso extraordinario, que dictará cuantos actos de trámite fuesen nece-
sarios para impulsar el procedimiento y notificar la oportuna resolución. La solución por la que final-
mente opta el reglamento no puede ser bienvenida fundamentalmente porque la indeterminación en
la composición de la Sala unida a la posición de especial preeminencia del Presidente (con voto de
calidad) otorga unas facultades excesivas a éste en un recurso de nuevo cuño con unos nada desde-
ñables efectos prácticos.

b) Cuantía de las reclamaciones.

El artículo 229 de la LGT atinente a las competencias de los Tribunales Económico-
Administrativos efectúa en sus apartados 2 y 3 una remisión reglamentaria expresa a la cuantía de
la reclamación como criterio atributivo competencial entre los distintos Tribunales y la suerte de
recursos posteriores que cabe articular en las sucesivas instancias. Dicha cuantía la determinó la dis-
posición adicional decimocuarta de la LGT en 150.000 y 1.800.000 euros según el objeto y natura-
leza de la deuda tributaria impugnada hasta tanto se aprobase el nuevo reglamento de revisión. Pues
bien, el Real Decreto 520/1996 en sus artículos 36 y 37 entiende por cuantía de la reclamación el
importe del componente o suma de componentes de la deuda tributaria a que se refiere el artículo 58
de la LGT que sea objeto de impugnación, manteniendo como umbral para permitir el recurso de
alzada cuantías que superen el importe indicado de 150.000 euros salvo que sean de determinación
de valores o de bases previos a la liquidación, debiendo superar entonces la cuantía de 1.800.000
euros. Y si el acto o actuación impugnada fuese de cuantía indeterminada, podría interponerse recur-
so de alzada ordinario en todo caso. La solución reglamentaria continúa así la senda trazada por los
artículos 37 del TAPEA y 10.2 y 119 del RPREA, sobre los que la STC 91/1998, de 23 de abril
(NFJ006295), no apreció tacha de inconstitucionalidad alguna a pesar de que a través de norma
meramente reglamentaria la competencia se atribuyese al TEAC, sustrayendo el asunto a los TSJ,
modificando con ello indirectamente incluso las previsiones de la propia Ley Orgánica del Poder
Judicial (LOPJ).

c) Suspensión de la ejecución del acto impugnado en vía económico-administrativa.

El régimen de la suspensión en las reclamaciones económico-administrativas sigue la regla
general vigente hasta el momento y, en cuya virtud, la mera interposición de la reclamación no
suspende la ejecución del acto impugnado, salvo que en el recurso de reposición interpuesto con
anterioridad se hubiese acordado la suspensión y sus efectos se extendiesen a la vía económico-
administrativa. La suspensión automática en esta vía, por lo tanto, únicamente se produce previa
solicitud del recurrente y aportación de las siguientes garantías: 1) Depósito de dinero o valores
públicos; 2) Aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recí-
proca o certificado de seguro de caución; y 3) Fianza personal y solidaria de otros contribuyentes de
reconocida solvencia para supuestos de escasa cuantía. En tales casos, la suspensión solicitada debe
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concederse, sin que la Administración tributaria tenga discrecionalidad alguna en la adopción del
acuerdo correspondiente. Frente a esta suspensión automática, se alza otra posibilidad de paralizar
la ejecución del acto impugnado a través de otras garantías que, consideradas suficientes por la
Administración, sean aceptadas por ésta (hipoteca inmobiliaria, prenda, etc.). Por fin puede obte-
nerse también la suspensión del acto sin necesidad de aportar garantía alguna cuando el Tribunal que
hubiera de resolver la reclamación apreciare que al dictarlo la Administración pudiera haber incu-
rrido en un error aritmético, material o de hecho o cuando se tratase de actos que no tuviesen por
objeto una deuda tributaria o cantidad líquida, y la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible
o difícil reparación. Asimismo, se dispensa de garantía la suspensión de sanciones tributarias impug-
nadas, pues en ese caso la ejecución queda automáticamente suspendida en período voluntario hasta
tanto sean firmes en vía administrativa 56.

La solicitud de suspensión puede realizarse en unidad de acto con la interposición de la recla-
mación económico-administrativa o en un momento posterior ante el propio órgano que dictó el acto
objeto de la reclamación, que la remitirá al órgano competente para resolver sobre la misma. Dicha
solicitud de suspensión, señala el artículo 40.2 del reglamento, debe cursarse en escrito indepen-
diente e ir acompañada por los documentos que el interesado estime procedentes para justificar la
concurrencia de los requisitos necesarios para su concesión y de una copia de la reclamación inter-
puesta. En este punto, el Real Decreto 520/2005 resulta muy claro, sobre todo si tenemos en cuen-
ta la ausencia de referencias al efecto en el proyecto original de reglamento. La documentación que
habrá de aportarse obligatoriamente distingue los diversos tipos de suspensión previstos. Así, por
ejemplo, cuando se solicite la suspensión con garantías distintas del depósito de dinero o valores
públicos, aval o fianza de carácter solidario de entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o
certificado de seguro de caución y fianza personal y solidaria de otros contribuyentes, debe justifi-
carse la imposibilidad de aportar todas esas garantías que dan lugar a la suspensión automática, deta-
llando la naturaleza y las características de los bienes o derechos sobre los que se constituirá la garan-
tía, así como su valoración realizada por perito con titulación suficiente 57. Si, por el contrario, la
solicitud se basase en la posible causación de perjuicios de difícil o imposible reparación, también
deberá acreditarse dicha circunstancia, de la misma manera que en los casos en los que se solicite la
suspensión sin garantía porque el acto recurrido pudiera haber incurrido en un error aritmético, mate-
rial o de hecho, deberá justificarse la concurrencia de dicho error.

También aclara mucho mejor el reglamento frente a la versión contenida en el proyecto, el
alcance de la garantía y el plazo de la misma. Así el proyecto de reglamento, en su artículo 40.4 se
limitaba a señalar lo que sigue: «Las garantías se constituirán a disposición del órgano competente
para la recaudación del acto objeto de la reclamación y deberán cubrir el importe de la obligación
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56 Nos permitimos remitir aquí al lector a las consideraciones hechas sobre el particular cuando analizamos la suspensión
de actos sancionadores en vía de reposición.

57 El artículo 40.2 b) del Real Decreto 520/2005 añade que cuando exista un registro de empresas o profesionales especia-
lizados en la valoración de un determinado tipo de bienes, la valoración debe efectuarse preferentemente por una empre-
sa o profesional inscrito en dicho registro. Debe hacerse notar al respecto la introducción en el precepto del adverbio «pre-
ferentemente», pues en la versión inicial del reglamento, el proyecto obligaba en todo caso a recurrir a este registro de
empresas o profesionales («cuando exista un Registro de empresas o profesionales especializados en la valoración de un
determinado tipo de bien, la valoración deberá efectuarse por una empresa o profesional inscrito en dicho Registro»).



- 122 - ESTUDIOS FINANCIEROS núms. 269-270

J. Andrés Sánchez Pedroche

tributaria a que se refiere el acto impugnado, intereses, recargos y otras cantidades que se hubie-
sen devengado en el momento de solicitud de la suspensión, así como los intereses de demora
que puedan generarse durante el período de suspensión. Cuando en los supuestos de estimación
parcial de un recurso o de una reclamación deba dictarse una nueva liquidación, la garantía apor-
tada quedará afectada al pago de la nueva cuota o cantidad resultante y de los intereses de demo-
ra calculados de acuerdo con el apartado 5 del artículo 26 de la LGT». Por el contrario, el artícu-
lo 41.1 del reglamento señala que cuando la garantía consista en el depósito de dinero o valores
públicos, los intereses de demora serán los correspondientes al plazo de seis meses si el proce-
dimiento de la reclamación es el abreviado, de un año si el procedimiento de la reclamación es
el general y de dos años si la resolución es susceptible de recurso de alzada ordinario. Asimismo,
el referido artículo 41 añade un nuevo apartado 3 no previsto en el proyecto atinente a la posi-
ble concurrencia de la solicitud de suspensión con la adopción anterior de alguna de las medidas
cautelares previstas por el artículo 81.4 de la LGT. En tal caso, el órgano que dictó el acto obje-
to de impugnación debe remitir inmediatamente al órgano competente para decidir sobre la sus-
pensión una comunicación sobre tal circunstancia, con indicación de la fecha de caducidad de la
medida cautelar.

Por otra parte, el reglamento sigue también el criterio tradicional consistente en que la sus-
pensión concedida surta efectos desde la misma fecha de la solicitud. El artículo 42.1 del reglamento
faculta al órgano competente o al Tribunal Económico-Administrativo (según los casos) para la opor-
tuna modificación de la resolución de suspensión adoptada. En tal caso, el reglamento obliga a noti-
ficar dicho cambio al interesado para que pueda alegar lo que a su derecho convenga en el plazo de
10 días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la apertura de dicho plazo. Como
novedad frente a su proyecto inicial, el reglamento señala que una vez adoptada la resolución opor-
tuna por el órgano competente correspondiente, cabe la posible interposición de un incidente en la
reclamación económico-administrativa relativa al acto cuya suspensión se solicita y sin que la reso-
lución que ponga término a dicho incidente sea susceptible de ulterior recurso.

Interesa remarcar que al igual que acontecía con la suspensión solicitada en vía de reposición,
el reglamento regula con precisión y de forma mucho más clara que la versión contenida en el
proyecto(art. 40.6) los efectos derivados de la denegación de la suspensión solicitada así como la
obligación de notificar el archivo de la solicitud de suspensión en aquellos casos en los que la
Administración entienda que la garantía no se ha formalizado correctamente 58. El reglamento con-
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58 En este punto el Consejo de Estado realizó análogas consideraciones a las vertidas a este mismo respecto con las garan-
tías en vía de reposición y la innecesariedad de notificar los acuerdos denegatorios o confirmativos de la suspensión: «la
previsión del artículo 40.3 atenta contra la seguridad jurídica y los derechos de defensa del interesado, pues impide a éste
conocer con certeza las razones de esa denegación y el propio destino de su solicitud. En segundo lugar, también en este
caso podrían darse supuestos de indefensión del interesado derivados de errores administrativos: así, por ejemplo, si la
Administración califica como falta de aportación documental lo que en realidad no era sino un defecto subsanable, o si
extravía el documento aportado por el interesado, pero también si prescinde del dato de que el interesado podía benefi-
ciarse de alguno de los supuestos de suspensión sin garantías, o si la prueba de la formalización de la garantía fue apor-
tada ya al interponer el recurso de reposición. Debe eliminarse, por tanto, esta previsión del artículo 40.3 del proyecto,
pues la denegación de la suspensión solicitada por el interesado debe siempre realizarse por resolución expresa del órga-
no competente en aras de la seguridad jurídica y para evitar posibles situaciones de indefensión».
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templa la posibilidad de subsanar los defectos del documento en el que se formalice la garantía de
acuerdo con las disposiciones generales contenidas en el artículo 2 del Real Decreto 520/2005. Contra
la denegación de la suspensión, el recurrente puede interponer un incidente en la propia reclamación
económico-administrativa cuya resolución no es recurrible 59.

En su artículo 44, el reglamento se refiere a la suspensión con prestación de otras garantías,
es decir, las garantías insusceptibles de suspender automáticamente la ejecutividad del acto. En tal
caso, la solicitud de suspensión, acompañada de la documentación correspondiente, suspenderá cau-
telarmente el procedimiento de recaudación relativo al acto recurrido si la deuda se encontrase en
período voluntario en el momento de presentarse la solicitud, mientras que si la deuda se encontra-
ra en período ejecutivo, la solicitud de suspensión no impide la continuación de las actuaciones de
la Administración, todo ello sin perjuicio de que proceda la anulación de las efectuadas con poste-
rioridad a la fecha de solicitud si la suspensión fuese concedida finalmente. Conviene advertir en
este punto que el proyecto no etiquetaba de cautelar el efecto suspensivo derivado de la solicitud,
sin que además distinguiese entre período voluntario y ejecutivo. Además, el proyecto atribuía la
competencia para tramitar y resolver la solicitud al órgano competente para la recaudación del acto
reclamado, mientras que el artículo 43.2 del reglamento señala como competente para la tramitación
y resolución de la solicitud de suspensión al «órgano de recaudación que se determine en la norma
de organización específica». Asimismo, el proyecto definía el plazo en el que había de materiali-
zarse la garantía ofrecida, mientras que la norma definitivamente aprobada señala que «la resolu-
ción que otorgue la suspensión detallará la garantía que debe ser constituida y el plazo en que debe
constituirse» 60. No obstante, conviene advertir que las previsiones contenidas en el proyecto han
sido trasladadas al artículo 45 del reglamento, donde se alude a un plazo de dos meses para la for-
malización de la garantía; una garantía que deberá ser objeto de aceptación, en su caso y según su
naturaleza, por el órgano de recaudación que dictó la resolución de concesión. Si la garantía no se
hubiere formalizado en ese plazo, el reglamento distingue –al igual que hacía el proyecto– si la soli-
citud se hubiese presentado en período voluntario o ejecutivo. En el primer caso, el período ejecu-
tivo se inicia el día siguiente a aquel en que se produjo la finalización del plazo concedido para la
formalización de la garantía, debiéndose iniciar el procedimiento de apremio con exigencia del prin-
cipal de la deuda y del recargo correspondiente, lo que además comportará la liquidación de los inte-
reses de demora devengados a partir del día siguiente al del vencimiento del plazo de ingreso en
período voluntario hasta el último día del plazo para la formalización de la garantía y sin perjuicio
de los que se devenguen con posterioridad. En el segundo, se inicia el procedimiento de apremio, o
se continúa con el mismo de haberse iniciado con anterioridad.
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59 Esto último, recogido en el artículo 43.5 del reglamento, no se preveía en el proyecto que sí señalaba, por el contrario,
que en caso de estimarse el incidente quedarían revocados todos los actos realizados tras alzarse la suspensión.

60 En tal sentido, el artículo 42.5 del proyecto señalaba literalmente lo que sigue: «La garantía ofrecida deberá ser consti-
tuida dentro de los dos meses contados desde el día siguiente a la notificación del acuerdo de concesión, que estará con-
dicionado a su formalización. Transcurrido este plazo sin formalizar la garantía, quedará sin efecto el acuerdo de conce-
sión. Si la solicitud se hubiese presentado en período voluntario de pago, el período ejecutivo se iniciará al día siguiente
de la finalización del plazo concedido para la formalización de la garantía y la deuda que corresponda se exigirá por el
procedimiento de apremio. Si la solicitud se hubiese presentado en período ejecutivo, se iniciará o continuará el procedi-
miento de apremio, según proceda».
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Por fin, la suspensión sin garantías o dispensa parcial de las mismas, al amparo de la posible
causación de perjuicios de difícil o imposible reparación, es competencia del Tribunal Económico-
Administrativo encargado de la resolución de la reclamación. Competencia que se extenderá a la tra-
mitación y resolución de la petición de suspensión fundada en error aritmético, material o de hecho
(art. 46 del reglamento). Si la deuda se hallase en período voluntario en el momento en el que se for-
mula la solicitud de suspensión (tanto por motivos de irrogación de perjuicios como de error en el
acto), ésta suspende cautelarmente el procedimiento de recaudación mientras el Tribunal decide sobre
la admisión o no a trámite de la solicitud de suspensión. Si por el contrario, la deuda se encontrara
en período ejecutivo, la suspensión solicitada no impide la continuación de las actuaciones admi-
nistrativas; y todo ello sin perjuicio de que proceda la anulación de las efectuadas con posterioridad
a la fecha de la solicitud si finalmente se produjera la admisión a trámite. Admitida a trámite la soli-
citud de suspensión, dicha admisión produce efectos suspensivos desde la misma presentación de la
solicitud, debiendo notificarse al interesado y al órgano de recaudación correspondiente al que se
solicitará un informe sobre la suficiencia jurídica y económica de las garantías ofrecidas, así como
sobre la posible existencia de otros bienes susceptibles de ser prestados como garantía en aquellos
casos de solicitud de suspensión con dispensa total de garantías. En tal caso, el Tribunal es el com-
petente para resolver expresamente sobre el otorgamiento o denegación de la suspensión o las garan-
tías a constituir en los supuestos de solicitud de suspensión con dispensa parcial. Si la referida soli-
citud no se admitiera a trámite, se tendría por no presentada a todos los efectos y el acuerdo en tal
sentido debe notificarse al interesado y comunicarse igualmente al órgano de recaudación compe-
tente con indicación de la fecha de notificación al interesado. Tal acuerdo de inadmisión no puede
recurrirse en vía administrativa.

d) Procedimiento general económico-administrativo.

1. Notificaciones y posible exigencia de las costas.

Uno de los aspectos en los que más ha mejorado el texto reglamentario definitivamente apro-
bado el 13 de mayo del presente año es en el atinente a las notificaciones. Innecesario resulta aludir
a la relevancia de la notificación en la vía de revisión 61. La importancia de la notificación es capi-
tal ya que constituye una garantía de la tutela judicial efectiva y del derecho a la defensa del ciuda-
dano. El término notificación desde el punto de vista etimológico proviene de notus(conocido) y
facere(hacer) y el diccionario nos lo define como «hacer saber una resolución de la autoridad con
las formalidades preceptuadas para el caso». La importancia de la forma es, pues, capital porque el
deseo de salvaguardar la seguridad del particular frente a los poderes públicos exige la presencia de
una serie de requisitos formales, que garanticen una actuación clara. Tanto en la vía de reposición
como en la económico-administrativa, el régimen de las notificaciones es el previsto con carácter
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61 Así, por ejemplo, la Resolución del TEAC, de 20 de marzo de 1996 (NFJ004300), ante la irregularidad constatada en la
notificación de la puesta de manifiesto del expediente, declara la nulidad del procedimiento por la indefensión que se pro-
dujo, considerando incorrecta aquélla puesto que se acudió a la publicación edictal tras un solo intento por correo certi-
ficado.
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general por los artículos 109 y siguientes de la LGT y cuyo principio general es la remisión a la
LRJPACcon las especialidades que recoge la propia LGT. Especialidades que son, por cierto, muy
abundantes y que se han dirigido a facilitar las labores de la Administración en este ámbito atendi-
da la dificultad creciente de localización de los contribuyentes.

El artículo 47 del proyecto de reglamento, intitulado «Domicilio para notificaciones», seña-
laba lo siguiente: «1. Cuando en el expediente de la reclamación figurasen varios domicilios para la
práctica de notificaciones, se tomará en consideración el último señalado a estos efectos. 2. Cuando
en el expediente de la reclamación figurasen uno o varios domicilios, sin especificar que los sean
para notificaciones, éstas deberán practicarse en el último domicilio que figure en el expediente.
3. Cuando en el expediente de la reclamación no figure ningún domicilio, las notificaciones debe-
rán practicarse en el domicilio fiscal del interesado si el Tribunal tuviese constancia del mismo.
4. Cuando no sea posible conocer ningún domicilio según lo dispuesto en los tres apartados ante-
riores, la notificación deberá practicarse directamente mediante depósito en la Secretaría según lo
establecido en los párrafos segundo y tercero del apartado seis de este artículo. 5. La notificación
podrá practicarse mediante correo certificado o por funcionario del Tribunal que extenderá diligen-
cia de lo ocurrido para su incorporación al expediente y dejará una copia de la misma en el domici-
lio donde se realice la actuación. 6. Intentada la notificación una vez sin resultado, el interesado podrá
recoger en la Secretaría del Tribunal una copia del acto en el plazo de un mes contado desde el día
siguiente a aquel en el que se efectuó el intento, previa firma del recibí, en cuyo momento se le ten-
drá por notificado. Pasado dicho plazo, una copia del acto será depositada formalmente en la Secretaría
del Tribunal. Se considerará como fecha de notificación del acto la fecha en que se produzca dicho
depósito, dejándose constancia de ello en el expediente. Al interesado que se persone posteriormente
se le entregará dicha copia, sin firma de recibí. Dicha entrega no tendrá ningún valor a efectos de
notificaciones o de reapertura de plazos y no será preciso dejar constancia de ella en el expediente».

De conformidad con lo establecido por el artículo 214.1 de la LGT las normas en materia de
notificación establecidas por los artículos 109 a 112 de dicha ley resultan aplicables a todos los pro-
cedimientos especiales de revisión, recursos y reclamaciones previstos en su Título V y también, por
lo tanto, a los actos y resoluciones dictados en la vía económico-administrativa. Por su parte, el artícu-
lo 234 de la LGT únicamente podía tener como finalidad la introducción de algunas especialidades
muy concretas en el régimen de las notificaciones, sustituyendo, por ejemplo, la notificación edic-
tal por la notificación en la propia secretaría del Tribunal, pero sin que en modo alguno pudieran
desvirtuarse el resto de las previsiones contenidas en el régimen general de notificaciones inserto en
la LGT que resultan plenamente aplicables a la vía económico-administrativa (notificaciones defec-
tuosas, personas legitimadas para la recepción, rechazo de la notificación, etc.). Por eso mismo, el
contenido transcrito del artículo 47 del proyecto resultaba sumamente preocupante, pues incumplía
abiertamente el régimen general de notificaciones señalado en la LGT.

Como se recordará, la Ley 4/1999 introdujo la previsión del intento de notificación a efectos
de entender cumplida la obligación de notificar dentro del plazo máximo de duración de los proce-
dimientos. Ahora bien, tales efectos únicamente pueden ser considerados cuando el intento haya sido
completo y fehaciente y, por supuesto, dentro del plazo concedido a la Administración para resolver
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y notificar. Es decir, cuando intentadas las dos veces previstas para los casos generales, o una para
la notificación telemática, la dilación en la entrega se haya producido por causas ajenas a la actua-
ción administrativa. Sin embargo, una cosa es el intento de notificación a los efectos de entender
cumplido el plazo señalado por la ley (por ejemplo para conjurar una posible caducidad del proce-
dimiento) y otra cosa muy distinta es que el único intento de notificación practicado pueda habilitar
a notificar por Boletín o en la misma sede del Tribunal.

La regulación contenida en el artículo 47 del proyecto de reglamento se oponía frontalmente a
lo preceptuado por los artículos 59.2 de la LRJPAC y 112 de la LGT, toda vez que ante la imposibili-
dad de entregar la notificación al destinatario o a una persona que pudiera hacerse cargo de la misma,
se impone un segundo intento de entrega, con el fin de asegurar que el Tribunal Económico-Administrativo
hizo cuanto pudo para ponerse en contacto con el interesado, lo que responde en definitiva a un ele-
mental principio de seguridad jurídica del recurrente frente al poder de la Administración que revisa el
acto. Segundo intento que, además, debe hacerse en hora distinta y dentro de los tres días siguientes 62.

A tal efecto, la STS de 28 de octubre de 2004 (NFJ018610) resuelve el recurso de casación en
interés de ley interpuesto por la Generalidad de Cataluña contra la Sentencia del Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo n.º 13 de Barcelona, de 14 de mayo de 2003, para la que una vez fra-
casado el primer intento de entrega de la notificación, debía realizarse el segundo en día u hora no
laborable si el primero se hubiera intentado en horario laboral. En la misma, el Alto Tribunal insis-
te en la obligación de realizar el segundo intento como requisito inexcusable para la procedencia de
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62 La STSJ Canarias de 5 de diciembre de 1996, insiste en que la repetición del intento sólo será válida si se realiza en días
y horas distintos a los de la primera vez: «En efecto, del examen del expediente se desprende sin lugar a dudas la pres-
cripción alegada, pues consta acreditado que, tras la primera diligencia fechada el 4 de octubre de 1991, día de la presunta
infracción, se envió al domicilio de la demandante la resolución por la que se ordenaba notificar a ésta la denuncia con-
tra ella interpuesta y le concedía plazo para formular a ésta la denuncia contra ella interpuesta y le concedía plazo para
formular el correspondiente escrito de descargos, sin que tal notificación pudiera practicarse, pues el único día en que por
dos veces se intentó por el Servicio de Correos –25 de octubre de 1991– la demandante se encontraba "ausente" de su
domicilio, no constando que se practicara ninguna otra actuación hasta que con fecha 27 de diciembre de 1991 se publi-
có edicto en el Boletín Oficial de la Provincia en sustitución de la notificación personal. Pues bien, basta con lo anterior,
sin que sea preciso analizar las demás paralizaciones habidas en la tramitación del expediente, para estimar la alegación
de prescripción, pues, en primer lugar, partiendo del dato acreditado relativo a que la demandante reside en el mismo
domicilio desde hace 33 años, resulta inaceptable –de acuerdo con reiterada jurisprudencia– que la notificación personal
en su domicilio sólo se haya intentado practicar en una fecha determinada (aunque se hicieran dos intentos en ese día),
antes de acudir al instrumento excepcional de la notificación edictal, por lo que ésta carecería de todo valor, y, en conse-
cuencia, entre la fecha de la presunta infracción y su notificación a la demandante habrían transcurrido en todo caso más
de dos meses, produciéndose la prescripción de la infracción...». En parecidos términos, la STSJ de La Rioja de 12 de
diciembre de 1998 llega a señalar lo que sigue: «Cuándo deba entenderse por "intentada" la notificación personal en el
domicilio del interesado es una cuestión que, dado el carácter de indefinición del concepto, debe decidirla en cada caso
concreto con criterios de racionalidad la Administración actuante y resolver con arreglo a éstos la Jurisdicción sobre la
adecuación a derecho de la actuación administrativa. En el caso de autos, se acudió a la notificación edictal tras dos inten-
tos del agente notificador de practicar la diligencia en el domicilio del afectado. Y ello bastaría, en principio, para poder-
se tener por intentada la notificación personal de la denuncia al interesado. Ahora bien, dadas las circunstancias de que
tales intentos se producen muy próximos en el tiempo (el 30 de diciembre y el 2 de enero) en horas del día virtualmente
iguales (10.22 y 9.37) ambas laborables, y constando que el nombre y dirección del buzón de vecindad coinciden con los
del interesado, no es posible entender como razonablemente intentada la notificación personal, cuando son tan próximos
y similares los tiempos de una y otra diligencia, en fechas tan señaladas y proclives a las ausencias, sin haberse agotado
las posibilidades de comunicar con el afectado mediante algo tan simple como dejarle aviso en el propio buzón de corres-
pondencia, y no existiendo, por añadidura, problemas de urgencia en la prescripción de la infracción».
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la notificación edictal con una diferencia de al menos 60 minutos a la hora en que se practicó el pri-
mer intento de notificación, lo que supone que éste crea una franja horaria de dos horas (una hora
antes y una después) que resulta de todo punto inhábil para la práctica del segundo intento 63. Lo que
equivale a decir que si el primer intento se practicó a las 11 horas, el segundo intento no puede rea-
lizarse en el espacio comprendido entre las 10 horas y un minuto y las 11 horas y 59 minutos, no
pudiendo aceptarse como hora distinta, por ejemplo, los intentos de notificación practicados a las 11
horas 59 minutos y a las 12 horas y un minuto.

Afortunadamente, el artículo 50 del Real Decreto 520/2005, en sus apartados 4 y 5 ha corre-
gido las previsiones del proyecto y dispone expresamente que «la notificación podrá practicarse
mediante correo certificado o por un funcionario del tribunal que extenderá una diligencia de cons-
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63 En tal sentido, conviene atender a las razones aducidas por el TS en los FJ 4.º y 5.º de su Sentencia de 28 de octubre de
2004 (NFJ018610): «El procedimiento administrativo se desarrolla en función de un principio de garantía de los admi-
nistrados y otro de eficacia de la Administración, en una tensión dialéctica que en materia de notificaciones se manifies-
ta con especial intensidad. La primordial garantía de los interesados es tener conocimiento directo de las resoluciones que
les afecten (...). La notificación por edictos es un mecanismo formal que no garantiza el efectivo conocimiento por el inte-
resado del acto o resolución que le afecta, por lo que sólo cabe aceptar su empleo como último recurso, cuando han resul-
tado fallidos los dos intentos previos de notificación en el domicilio del interesado y cuando aquellas notificaciones se
han practicado según lo preceptuado legalmente. Entre los requisitos de dichas notificaciones en el domicilio del intere-
sado se encuentran, cuando la notificación se haya entregado a la entidad pública empresarial Correos y Telégrafos, los
establecidos en el Real Decreto 1829/1999, de 3 de diciembre; que en el envío conste la palabra "notificación" y debajo
de ella y en caracteres de menor tamaño el acto a que se refiere (citación, requerimiento y resolución) y la indicación del
número de expediente o cualquier otra expresión que identifique el acto a notificar (art. 40), así como si nadie pudiera
hacerse cargo de la notificación en el domicilio del interesado, que se haga constar este extremo en la documentación del
operador postal y, en su caso, en el aviso de recibo que acompaña a la notificación, junto con el día y hora en que se inten-
tó la misma y que, una vez realizados dos intentos, el citado operador deposite en lista la notificación durante el plazo de
un mes, a cuyo efecto deberá dejar al destinatario aviso de llegada en el correspondiente casillero domiciliario (...) . La
actual redacción del artículo 59.2 LRJPAC responde a la modificación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, operada
por la Ley 4/1999, de 13 de enero. La Ley 30/1992 autorizaba la práctica de la notificación por edictos tras un primer
intento fallido de notificación en el domicilio del interesado. La reforma de dicho artículo es claro que obedece a la volun-
tad de incrementar las garantías del interesado al imponer una segunda notificación domiciliaria antes de acudir a la noti-
ficación por edictos. Sin embargo, así como regula con toda precisión el día en que ha de repetirse la notificación, en cuan-
to a la hora en que ha de producirse este segundo intento, utiliza un concepto jurídico, el que sea en "hora distinta" de una
gran indeterminación. La interpretación literal del artículo 59.2 apartado segundo, in fine, LRJPAC autorizaría que esa
segunda notificación tuviera lugar con la diferencia de un minuto respecto a la primera, pero es obvio que no es ésa la
finalidad de la reforma. Es claro también que si la primera notificación se intentó a primeras horas de la mañana se cum-
pliría lo exigido en el citado precepto si la segunda se practica por la tarde, pero tampoco del precepto en cuestión se deri-
va que sea imprescindible observar esta diferencia horaria, porque el precepto no lo exige como hubiera podido hacerlo,
de la misma manera que respecto al día en que ha de tener lugar esa segunda notificación, obliga a que se realice dentro
de los tres días siguientes a la primera. Entre ambos extremos existe un amplio margen, que es el que hemos de precisar.
La tesis de la sentencia de instancia no es aceptable porque, como advierte el abogado, parte del supuesto erróneo de que
la ausencia del domicilio durante la mañana se debe a que en ese tiempo se desarrolla la jornada laboral. Habida cuenta
de que la jornada laboral se desarrolla también durante la tarde, la lógica de la argumentación exigiría que la segunda noti-
ficación se practicara en día no laborable, con la consecuencia de que no podría prestarse por el personal encargado del
servicio postal universal. La ley no ha pretendido eso; la recepción de la notificación por el interesado en persona no es
imprescindible, puede hacerse cargo de ella cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identi-
dad. La ley no pretende con esa segunda notificación que sea el propio interesado quien se haga cargo de ella, sino que,
en defecto de aquél, exista alguna persona en el domicilio que pueda recibirla, y considera que existe una mayor proba-
bilidad de que esto ocurra si la notificación se practica en "hora distinta" a aquella en que se intentó la primera. Por ello
parece suficiente, tal como sostiene la Generalidad de Cataluña, observar una diferencia de 60 minutos respecto a la hora
en que se practicó el primer intento de notificación». 
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tancia de hechos para su incorporación al expediente y dejará una copia de aquélla en el domicilio
donde se realice la actuación. Cuando no sea posible efectuar la notificación al interesado por cau-
sas no imputables al Tribunal e intentada la notificación al menos dos veces, se harán constar en el
expediente las circunstancias de los intentos de notificación sin resultado y se efectuará la notifica-
ción en la secretaría del Tribunal. En este supuesto, el interesado podrá recoger en la secretaría del
Tribunal una copia del acto en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente a aquel en el que
se efectuó el último intento, previa firma del recibí. En dicho momento, se le tendrá por notificado.
Será suficiente un solo intento cuando el destinatario conste como desconocido. Transcurrido el plazo
a que se refiere el párrafo anterior, una copia del acto será depositada formalmente en la secretaría
del Tribunal. Se considerará como fecha de notificación del acto la fecha en que se produzca dicho
depósito, de lo que se dejará constancia en el expediente. Al interesado que se persone posterior-
mente se le entregará dicha copia, sin firma de recibí. Dicha entrega no tendrá ningún valor a los
efectos de notificaciones o de reapertura de plazos y no será preciso dejar constancia de ella en el
expediente».

El artículo 51 del Real Decreto 520/2005 regula con cierto detalle la posible reclamación admi-
nistrativa de las costas al recurrente que haya utilizado la vía económico-administrativa con fines
dilatorios, abuso de derecho o fraude de ley procedimental en aquellos casos en los que haya sido
desatendida completamente su pretensión (no cabe por tanto dicha exigencia si las pretensiones del
contribuyente fueron atendidas total o parcialmente). La justificación de esta regulación de las cos-
tas se debe a las objeciones que el Consejo de Estado formuló al Anteproyecto de LGT, pues ésta se
remitía a una simple orden ministerial cuando en realidad la materia únicamente podía ser objeto de
tratamiento a través de norma con rango de real decreto 64. Pero atendida esa observación anterior,
lo cierto es que el dictamen del alto órgano consultivo al propio proyecto de reglamento recomen-
daba una serie de puntualizaciones que no han sido finalmente recogidas en la norma aprobada,
como, por ejemplo, una referencia indirecta al carácter extraordinario de dicha imposición de las
costas o aclaraciones complementarias a los supuestos de inexigibilidad de las mismas 65.

2. Procedimiento en única o primera instancia.

La LGT exige que la presentación de la reclamación se curse al órgano administrativo que
hubiera dictado el acto contra el que se reclama para que éste lo remita al Tribunal 66. El artículo 52
del Real Decreto 520/2005 especifica que el plazo del mes al que se refiere el artículo 235.3 de la
LGT –y que no es otro que el que se concede para la remisión tanto de la reclamación interpuesta
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64 Otra cosa es que el propio reglamento en el apartado 2 del artículo 50 remita la cuantificación de las costas a los impor-
tes fijados por orden del Ministro de Economía y Hacienda, atendiendo al coste medio del procedimiento y la compleji-
dad de la reclamación.

65 En tal sentido, el Consejo de Estado llega a señalar «en cuanto al contenido del actual apartado 3 ("no se exigirá al recla-
mante el abono de las costas del procedimiento cuando la reclamación hubiese sido estimada, total o parcialmente, en pri-
mera instancia"), convendría que la redacción final del proyecto aclarase el alcance de esta previsión, pues no se entien-
de si se refiere a la inexigibilidad de las costas ya impuestas o a la imposibilidad de imponer costas en estos supuestos».

66 Artículo 235.3. En este punto parecen haber pesado consideraciones atinentes a la necesaria agilización del procedimiento evi-
tando así la enojosa tarea de que los Tribunales Económico-Administrativos hayan de solicitar el expediente administrativo.
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como del expediente anejo a la misma y el posible informe del autor del acto administrativo– prin-
cipiará el día en el que la reclamación tuvo entrada en los registros del órgano administrativo que
hubiese dictado el acto objeto de aquélla. Asimismo, el propio artículo inserta un nuevo apartado
(totalmente novedoso respecto a la redacción del proyecto) en cuya virtud, y para el caso de que el
órgano administrativo autor del acto recurrido observase la existencia de extemporaneidad en la
reclamación económico-administrativa, se obliga a éste a abstenerse de realizar actuación alguna,
trasladando de inmediato el escrito de presentación y el expediente al Tribunal competente con el
fin de que sea el propio Tribunal el que se pronuncie sobre la referida extemporaneidad.

También mejora notablemente el artículo 52.3 del reglamento las previsiones atinentes a la
posible anulación del acto reclamado por parte del órgano administrativo que lo dictó con anterio-
ridad a su envío al Tribunal Económico-Administrativo. Como sabemos, si el escrito de interposi-
ción de la reclamación contuviese ya las alegaciones correspondientes sobre el fondo del asunto, el
órgano autor del acto tributario impugnado podrá anularlo total o parcialmente antes de su remisión
al Tribunal en el plazo de un mes. En tal caso, habría de remitirse al Tribunal el nuevo acto dictado
junto con el escrito de interposición del contribuyente 67. Pues bien, el artículo 52.3 del reglamento
especifica que si se hubiera anulado el acto impugnado sin haberse dictado otro acto nuevo en sus-
titución del anterior, debe notificarse el acuerdo de anulación al interesado, dando traslado de todo
ello al Tribunal competente. En dicha notificación al reclamante se le dará plazo de 15 días para que
manifieste ante el Tribunal competente su conformidad o disconformidad con la anulación acorda-
da, advirtiéndole que de no formular manifestación expresa al respecto en dicho plazo, se le consi-
derará por desistido de la reclamación, dictándose un acuerdo de archivo de actuaciones. Si el recla-
mante manifestara su disconformidad con la anulación practicada, el Tribunal Económico-Administrativo
debe proseguir con la tramitación de la reclamación, considerando impugnados tanto el acto origi-
nario como el de anulación dictado con posterioridad, a salvo de lo que resulte de las posteriores ale-
gaciones del reclamante 68. Si habiéndose anulado el acto impugnado por la Administración tribu-
taria ésta hubiese dictado otro nuevo en sustitución del anterior, el reglamento ordena que se envíe
al Tribunal el acuerdo de anulación y el nuevo acto dictado, junto con el escrito de interposición y
el expediente administrativo. No establece sin embargo el reglamento obligación alguna de notifi-
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67 Artículo 235.3 de la LGT. También aquí se percibe un claro intento de dar otra nueva oportunidad de revisión al órgano
del que emanó el acto una vez constatada la voluntad del contribuyente de impugnar su contenido. Conviene advertir que
el Grupo Parlamentario Socialista propuso la supresión de esta previsión en sus enmiendas núm. 220 en el Congreso y
190 en el Senado en la tramitación del Proyecto de LGT bajo la siguiente motivación: «El artículo 235.3 prevé, no sólo
la interposición de la reclamación económico-administrativa ante el órgano que dictó el acto impugnado para su traslado
al Tribunal, sino que dicho órgano, con absoluto desconocimiento del reclamante, puede revocar en ese momento el acto
original, dictando nuevo acto que será el que finalmente se remitirá al órgano económico-administrativo. Puede darse así
el despropósito de que el recurrente impugne el acto que, unilateralmente y sin su conocimiento, no es el que finalmente
va a valorar y considerar el Tribunal. Pero entonces, ¿qué pasará con las alegaciones del interesado que se encuentran
referidas a un acto ya inexistente?, ¿y si conviene al recurrente la aceptación de la nueva resolución?, ¿cabe imaginar
mayor discrecionalidad en la actuación administrativa y falta de respecto a los derechos de los obligados tributarios a los
cuales se les niega, incluso, el saber qué acto recurren?».

68 Tal previsión resulta una innovación final del reglamento frente al contenido inicial del proyecto. La cuestión clave de la
regulación finalmente aprobada frente a las previsiones del proyecto descansa en la conformidad o disconformidad del
recurrente y la consiguiente anulación del acto, lo que supone una nueva mejora de la redacción final de la normativa
reglamentaria.
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car la nueva resolución al reclamante y por ello el Tribunal debe considerar que la reclamación inter-
puesta impugna tanto el acuerdo de anulación como el contenido del segundo acto, a salvo de lo que
resulte de las posteriores alegaciones del reclamante, Puede inferirse de la regulación por ello que
se persigue una economía procedimental por cuanto que será el propio Tribunal Económico-
Administrativo quien en la puesta de manifiesto del expediente comunicará el nuevo acto dictado
permitiendo al reclamante proseguir la tramitación o desistir expresamente de la reclamación inter-
puesta. Se dispone además expresamente –y ello no estaba previsto en el proyecto– que en el caso
en el que se hubiera acordado la suspensión de la ejecución del acto que se anula, la ejecución del
nuevo acto dictado quede igualmente suspendida siempre que se mantuvieran las circunstancias que
permitieron acordarla y sin perjuicio del derecho a la reducción proporcional de las garantías apor-
tadas para la suspensión del acto inicialmente impugnado.

Análoga solución a la que acabamos de comentar adopta el reglamento para aquellos casos en
los que el órgano autor del acto impugnado anule parcialmente éste, pues en tal caso la regulación
es coincidente con la anulación total del mismo, debiendo considerar el Tribunal impugnado el acuer-
do de anulación y el acto anterior reclamado, sin perjuicio de lo que resulte de las posteriores ale-
gaciones del contribuyente. Aclara el reglamento a este respecto mediante el apartado 4 del artícu-
lo 52 un extremo no contenido en su proyecto inicial como es el hecho de que los actos sustitutorios
dictados como consecuencia de la anulación del acto reclamado no puedan ser objeto de recurso de
reposición ni de reclamación económico-administrativa independiente, así como que los actos anu-
lados total o parcialmente sean los determinantes de la cuantía de la reclamación.

Un aspecto de la nueva regulación resulta llamativa. Nos referimos concretamente al conteni-
do del artículo 55.5 del reglamento por cuanto que recoge una previsión no contenida en el proyec-
to y que no parece precisamente favorable para el reclamante. Efectivamente, el referido artículo 55
regula los trámites para la completación del expediente en los casos en los que el reclamante así lo
solicitase. Dicha petición suspende el trámite de alegaciones y si el Tribunal lo denegase, se reanu-
daría el plazo de alegaciones por el tiempo que quedara en el momento de la solicitud del interesa-
do. El nuevo apartado 5 del artículo 55 dispone sin embargo que «a los efectos de lo dispuesto en el
artículo 104.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, se considerará como perío-
do de interrupción justificada en el cómputo del plazo para dictar resolución en el procedimiento eco-
nómico-administrativo el comprendido entre el momento en el que se hubiera suspendido el trámite
de alegaciones y aquel en que se hubiera reanudado o se hubiera otorgado un nuevo plazo». Tal pre-
visión –habida cuenta que en la vía económico-administrativa no se produce la caducidad del pro-
cedimiento (todo lo más puede producirse la caducidad de la instancia por el retraso del reclaman-
te)– únicamente puede tener como finalidad el alargamiento del plazo de un año concedido para la
resolución, plazo, no lo olvidemos, al que se anuda el cobro de los intereses correspondientes. Conviene
advertir además que la remisión expresa del artículo 55.5 del reglamento al artículo 104.2 de la LGT
comporta otro efecto adicional pero en la misma línea apuntada a favor de la Administración, pues
este precepto legal señala que «los períodos de interrupción justificada que se especifiquen regla-
mentariamente y las dilaciones en el procedimiento por causa no imputable a la Administración tri-
butaria no se incluirán en el cómputo del plazo de resolución». Si se compara dicha previsión con el
contenido del derogado artículo 29 de la Ley 1/1998, de Derechos y Garantías del Contribuyente,
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que hablaba «de dilaciones imputables al contribuyente», la realidad es que todas aquellas posibles
dilaciones no imputables ni a la Administración ni al reclamante perjudicarán a este último. Es ver-
dad que en la mayoría de los casos un expediente incompleto generará dilaciones de las que el único
responsable no será otro que la propia Administración, pero si tales retrasos se deben, por ejemplo,
a causas de fuerza mayor, la previsión reglamentaria resultará más tuitiva del interés administrativo.

3. Recurso de anulación.

El artículo 239.6 de la LGT contiene una novedosa previsión en la vía económico-administra-
tiva. Un nuevo recurso que, con carácter previo y potestativo, en su caso, al recurso de alzada ordi-
nario, puede interponerse ante el propio Tribunal Económico-Administrativo autor de la resolución
en cuatro casos concretos: a) Cuando se hubiese declarado incorrectamente la inadmisibilidad de la
reclamación; b) Cuando se hubiesen declarado inexistentes las alegaciones o pruebas oportunamen-
te presentadas; c) Cuando se alegase la existencia de incongruencia completa y manifiesta de la reso-
lución; y d) Cuando se hubiera acordado el archivo de las actuaciones. De acuerdo con lo dispuesto
en el artículo 60 del reglamento, la interposición del recurso de anulación interrumpe el plazo para
presentar el recurso de alzada ordinario contra la misma resolución, plazo que únicamente empezará
a transcurrir una vez notificada la resolución del primero o una vez desestimado éste por silencio 69.
Advierte al respecto el propio artículo 60.4 del reglamento que si se dictara resolución expresa una
vez transcurrido el plazo de resolución del recurso de anulación, la misma podrá ser impugnada de
forma independiente. La solución nos parece desafortunada, pues hasta tanto no exista resolución
expresa del recurso de anulación no debería entenderse agotado el plazo para recurrir en alzada –extre-
mo este que podría deducirse de la necesidad de impugnación independiente–. Podrá decirse que ello
supone una cierta inseguridad en la fijación de los plazos hábiles para recurrir, pero lo cierto es que
dicha inseguridad es causada por el incumplimiento generado por la pasividad administrativa 70.
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69 El reglamento, al igual que hacía su proyecto vuelve a incidir con poco éxito en la fijación de los días iniciales de recur-
so en aquellos casos en los que se ha omitido la obligación administrativa de resolver expresamente. Cabría hacer aquí
las mismas consideraciones que expusimos en relación con el recurso de reposición sobre la posibilidad de esperar reso-
lución expresa y considerar abierta entre tanto la posibilidad de recurrir ante las sucesivas instancias.

70 Las reflexiones del Consejo de Estado sobre el particular en el proyecto de reglamento tampoco son muy alentadoras,
pues vienen a suponer una suerte de respaldo a la decisión reglamentaria sin advertir de los peligros que para el recurrente
surte la inactividad administrativa: «De acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 reproducido, la interposición del recur-
so de anulación interrumpe el plazo para presentar recurso de alzada ordinario contra la misma resolución, plazo que sólo
empezará a transcurrir una vez notificada la resolución del primero o una vez desestimado éste por silencio. Es coheren-
te con esta previsión el primer párrafo del apartado 4, que prevé la impugnación conjunta de la resolución económico-
administrativa inicial y de que se dicte en el recurso de anulación. No lo parece tanto, sin embargo, el párrafo segundo de
este mismo apartado 4, en cuanto prevé la posibilidad de impugnar separadamente ambas resoluciones cuando la del recur-
so de anulación se dicte con posterioridad a la finalización del plazo de interposición del recurso que proceda contra el
acuerdo o la resolución de la reclamación pues parece difícil que la resolución del recurso de anulación se dicte con pos-
terioridad a la finalización de ese plazo, que no empieza a transcurrir hasta que se dicte aquélla. La única posibilidad sería,
quizás, que se dicte una resolución expresa extemporánea del recurso de anulación, pues en este caso el plazo para inter-
poner el recurso de alzada contra la reclamación inicial habría comenzado a transcurrir al producirse los efectos del silen-
cio desestimatorio. Si ésta es la interpretación que debe darse al precepto, quizás la redacción final de este párrafo segun-
do del apartado 4 debería precisar que se refiere a la resolución expresa y extemporánea del recurso de anulación, para
subrayar así la excepcionalidad de este mecanismo pues, en definitiva, la regulación del artículo 55 no parece querer evi-
tar una superposición de plazos y de recursos de alzada».
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4. Recursos en vía económico-administrativa.

El artículo 61 del reglamento se ocupa de la regulación del recurso de alzada ordinario, recur-
so extraordinario de alzada para la unificación de criterio y recurso extraordinario para la unifica-
ción de doctrina. Destaca la favorable redacción del apartado 2 para aquellos casos de recurso de
alzada ejercitado por los Directores Generales del Ministerio de Hacienda y los Directores de
Departamento de la AEAT. En este punto se echa de menos mayor precisión en el momento en que
se entiende efectuada la notificación del TEAR, pues determinada jurisprudencia de la Audiencia
Nacional se muestra muy condescendiente con la Administración aplicando una doctrina sobre la
práctica notificadora (y el momento en el que debe considerarse notificado el órgano administrati-
vo) que debiera ser únicamente aplicable al contribuyente 71. De esta manera resulta muy difícil con-
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71 Tal es el caso de la SAN de 2 de febrero de 2004 (NFJ017329) cuyos razonamientos vale la pena reproducir: «Dice quien
recurre que la resolución del TEAR que es de fecha 31 de julio de 1996 es recurrida por la Directora del Departamento
el 8 de noviembre de 1996. Y señala que se ha incumplido el artículo 102 del RPREA que establece que: "La resolución
se incorporará al expediente y se notificará a los interesados dentro del plazo de diez días, a contar desde su fecha". Y el
artículo 103 del mismo Texto Reglamentario que dispone: "Cuando los Tribunales Regionales y Locales dicten resolu-
ciones, en única o primera instancia, por las que se estime la reclamación, en todo o en parte, remitirán en el plazo de
cinco días una copia de la resolución a los órganos legitimados para recurrir de acuerdo con los artículos 120 y 126 de
este reglamento". En el expediente consta la fecha 8 de noviembre de 1996 como fecha de notificación de la resolución
y de interposición del recurso de alzada y el registro de salida del citado escrito es de 12 de noviembre de 1996, fecha en
que se tuvo por presentado el escrito. En consecuencia, la Directora del Departamento cuando interpone el recurso de
alzada que lleva fecha 8 de noviembre de 1996, y dice que se le ha notificado la resolución del TEAR el 31 de julio, inter-
pone dentro del plazo legal el recurso de alzada. Es cierto que ese plazo establecido en los artículos 102 y 103 del RPREA
no se ha cumplido pero es una exigencia que corresponde a la oficina administrativa, dice el TS en sentencia de 27 de
mayo de 1992 "su incumplimiento no invalida la notificación al interesado, salvo prueba en contrario que evidencie cual-
quier clase de daño por el retraso entre la fecha del acto y la de su notificación, ya que es a partir de esta última cuando
surgen derechos y obligaciones para el administrado derivados del primero". Desde luego en este caso no se ha ocasio-
nado perjuicio de tipo alguno al recurrente que exige el estricto cumplimiento de ese plazo ante su desacuerdo con la reso-
lución del TEAC que es la que en este procedimiento se recurre. Con arreglo al artículo 59 de la LRJPAC: "las notifica-
ciones se practicarán por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado o su representante,
así como de la fecha, la identidad, y el contenido del acto notificado". En definitiva, lo que se pretende, como dice la
norma citada, es tener la garantía de que el interesado ha tenido efectivo conocimiento del acto, de su contenido, de su
fecha y su identidad, abriéndose entonces el período para recurrir si la resolución es perjudicial para los intereses del noti-
ficado. El TS en sentencia de 31 de enero de 1988 dice que: "Todos los mecanismos y garantías con que las leyes proce-
sales o procedimentales rodean los actos de comunicación entre el órgano decisor y las partes contendientes (sean notifi-
caciones, citaciones, emplazamientos, etc.) no tienen otra finalidad o razón de ser que la de asegurar que, en la realidad
se ha producido aquella participación de conocimiento, o que, en la ficción jurídica, se han producido en determinadas
circunstancias o no se han producido. La entrega de una copia o traslado, la firma del receptor, su identidad, etc. no son
más que signos materiales externos que, de alguna manera, revelan o presuponen una toma de conocimiento que, al ser
consustancial al derecho de defensa, ha de verse rodeada de las máximas garantías...". En el presente caso tan sólo cons-
ta que en fecha 8 de noviembre de 1996, la Administración ha tenido conocimiento de la resolución del TEAR de Cataluña
de 31 de julio de 1996, por lo que, ante la ausencia de cualquier otro documento acreditativo de que el acuerdo tuvo entra-
da en el Departamento de Recaudación en otra fecha distinta a la consignada en el documento en el que se interpone el
recurso de alzada, debe entenderse que la notificación se le hizo a la Administración en la fecha en que ésta cita que es
cuando la Directora del Departamento anuncia el recurso de alzada ante el TEAC. Por ello la fecha que determina la noti-
ficación del acuerdo a la Administración es la que se cita en el escrito anunciando el recurso, y es a partir de esa fecha
cuando la notificación despliega todos sus efectos. Por consiguiente el recurso se interpuso en el plazo legal».
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trolar la tempestividad o no de la alzada interpuesta por la Administración contra la resolución del
TEAR y ello a pesar de los avances que en tal sentido han supuesto algunos pronunciamientos juris-
prudenciales 72.
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72 Tal es el caso de la SAN de 18 de febrero de 2004 (NFJ017353), donde se señala que el escrito de interposición del recur-
so de alzada presentado por los Directores Generales del Ministerio de Economía y Hacienda o de la AEAT contra reso-
luciones de los TEAR debe ir acompañado del certificado que constate la fecha de recepción de la comunicación de la
resolución estimatoria del TEAR, pues sólo de esta forma es posible apreciar la temporaneidad o no del recurso de alza-
da: «Considera en primer lugar la actora, que la Administración incumplió el plazo de comunicación interna de las reso-
luciones establecido en el artículo 103 del RPREA, por lo que dicho trámite habría quedado caducado. Esta Sala ya abor-
dó la cuestión planteada en su Sentencia, entre otras de 8 de octubre de 2003, recogiendo la STS de 21 de enero de 2002,
que señala: "Pues bien, cuando el que interpone el recurso ordinario de alzada es un Director General del Ministerio de
Economía y Hacienda, legitimado para ello, debe actuarse en materia de notificaciones, si cabe todavía, con mayor rigor,
pues nos hallamos ante un recurso excepcional y ante la comunicación interórganos del Ministerio de Economía y Hacienda.
El artículo 107. 'Remisión a las Direcciones Generales de resoluciones estimatorias', dispone que 'cuando los Tribunales
Regionales dicten resoluciones, en única o primera instancia, por las que, en todo o en parte, se acceda a las pretensiones
de los reclamantes o se modifique el acto administrativo reclamado, remitirán en el plazo de cinco días una copia de la
resolución dictada a la Dirección General del ramo, a los efectos prevenidos en los artículos 130 y 136 del reglamento, o
sea recurso de alzada ante el TEAC'. Nos hallamos ante un precepto imperativo que contribuye a determinar el dies a quo
del plazo para interponer el recurso de alzada, consistente en cinco días, más juntamente el tiempo que media desde que
se envía la comunicación hasta que se recibe en la Dirección General del ramo, o dicho de otro modo el plazo para inter-
poner el recurso ordinario de alzada por los Directores Generales no puede exceder de la suma de cinco días, más el tiem-
po en que se recibe la comunicación de la resolución estimatoria por el Director General del ramo, más 15 días, siendo
esta suma de tiempos improrrogable, pues el incumplimiento de cualquiera de sus fases no puede perjudicar a los contri-
buyentes que han obtenido una resolución administrativa declarativa de derechos. El procedimiento correcto que se dedu-
ce de los artículos 109, 130 y 131 del reglamento citado, y de los principios inspiradores del Procedimiento Administrativo
Común, y que debió seguirse en el caso de autos, es como sigue: 1.º El estricto cumplimiento del plazo de cinco días de
remisión por parte del Tribunal Regional de la resolución estimatoria. Ésta es una tesis interpretativa fundamental, pues
el incumplimiento de este plazo, sin consecuencias jurídicas, equivaldría a admitir la prórroga indefinida del plazo de
interposición del recurso de alzada por los Directores Generales, pues no debe olvidarse que no se trata de una notifica-
ción a una persona jurídica distinta, sino una comunicación interórganos de la Administración General del Estado. En el
caso de autos, la Resolución estimatoria fue dictada por el Tribunal Económico-Administrativo Provincial (TEAP) de
Madrid el día 20 de junio de 1983 y la comunicación al Director General de Tributos se hizo el 6 de enero de 1984, o sea
transcurridos seis meses y quince días. 2.º El plazo de recepción es, en principio, indeterminado, pero es determinable,
pues normalmente el envío se hace por correo, con franquicia, o si coinciden las sedes del Tribunal y de la Dirección
General de que se trate puede hacerse por entrega mediante Agente. Interesa destacar que la fecha de recepción será aque-
lla en que se reciba en el Ministerio de Economía y Hacienda, hoy de Hacienda o de la AEAT, en que se halle integrada
la Dirección General, dato que figura en el correspondiente Registro de Entrada o bien en la fecha en que se reciba en la
Dirección General, si la comunicación se le hubiera enviado directamente, dato que deberá consignarse en su correspon-
diente Registro. En el caso de autos, no ha habido manera de conseguir que la Administración tributaria certificara la fecha
en que las comunicaciones remitidas por el TEAP de Madrid el 6 de enero de 1984 fueron recibidas por el Director General
de Tributos. 3.º Aunque no lo diga expresamente el artículo 133 del RPREA, aprobado por Real Decreto 1999/1981, de
20 de agosto, es obligado resaltar que el escrito de interposición debe presentarse acompañado del certificado que cons-
tate la fecha de recepción de la comunicación de la resolución estimatoria del TEAR (antes Provincial) única manera de
que los interesados en la instancia y el propio Tribunal Central puedan apreciar la temporaneidad o no del recurso de des-
tacar que la fecha de recepción será aquella en que se reciba en el Ministerio de Economía y Hacienda, hoy de Hacienda
o de la AEAT, en que se halle integrada la Dirección General, dato que figura en el correspondiente Registro de Entrada
o bien en la fecha en que se reciba en la Dirección General, si la comunicación se le hubiera enviado directamente, dato
que deberá consignarse en su correspondiente Registro. En el caso de autos, no ha habido manera de conseguir que la
Administración tributaria certificara la fecha en que las comunicaciones remitidas por el TEAP de Madrid el 6 de enero
de 1984 fueron recibidas por el Director General de Tributos. Es inadmisible en un Estado de derecho que el plazo para
interponer un recurso quede a merced del órgano administrativo recurrente, y que, además, éste se niegue a facilitar los
datos que sólo él posee, que permitan conocer el dies a quodel plazo reglamentario, circunstancia que ha ocurrido en el
caso de autos, en el que se ha vulnerado el principio de derecho que dispone que no puede beneficiarse de los vicios o
defectos jurídicos aquel que los ha cometido, en este caso la Administración tributaria." Después de hacer un pormeno-
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Concluye el artículo 61.4 del reglamento señalando que el Recurso Extraordinario para la
Unificación de Doctrina se interpondrá en el plazo de tres meses contados a partir del día siguiente
al de la notificación de la resolución. Por lo que respecta al Recurso Extraordinario de Revisión, el
reglamento dispone que al mismo le será aplicable lo dispuesto para el procedimiento en única o pri-
mera instancia en aquellas cuestiones no previstas por la propia LGT.

5. Procedimiento abreviado ante órganos unipersonales.

La LGT articula un novedoso procedimiento abreviado en única instancia cuya competencia
se atribuye a órganos unipersonales para casos tasados: a) Cuando la reclamación interpuesta se diri-
ja contra actos de cuantía inferior a la que se fije reglamentariamente; b) Cuando se alegue exclusi-
vamente la inconstitucionalidad o ilegalidad de normas; c) Cuando se alegue exclusivamente falta
o defecto de notificación; d) Cuando se alegue exclusivamente insuficiencia de motivación o incon-
gruencia del acto impugnado; e) Cuando se aleguen únicamente cuestiones relacionadas con la com-
probación de valores; y f) Cuando concurran otras circunstancias previstas reglamentariamente. Su
finalidad es, desde luego, aligerar de carga de trabajo a las Salas y al Pleno de los Tribunales en cues-
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rizado examén histórico-jurídico, continúa diciendo: "De todo lo expuesto se deduce a modo de conclusión que los
Tribunales Económico-Administrativos, órganos de la Administración Pública dictan resoluciones (actos administrativos)
que pueden ser obviamente estimatorias, es decir, declarativas de derechos a favor de los contribuyentes que, según el
régimen administrativo general, no podrían ser anuladas por la propia Administración, sino que para conseguirlo tendría
que declararlas lesivas e impugnarlas ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, como acontece con las resolucio-
nes estimatorias del TEAC, no obstante, debido a la peculiaridad organizativa de la Hacienda Pública, en los dos órdenes
de gestión y de resolución de reclamaciones económico-administrativas, la Administración tributaria se escinde, a efec-
tos del procedimiento de reclamaciones, en dos partes, una los Tribunales Económico-Administrativos, y otra, integrada
en tres clases de órganos, las Direcciones Generales del Ministerio de Hacienda, a quienes corresponda la interpretación
administrativa de las normas aplicables, los Directores de Departamento de la AEAT, ente público con personalidad jurí-
dica propia, como órgano superior de la gestión tributaria, y los Órganos superiores de las Comunidades Autónomas com-
petentes en materia de impuestos del Estado cedidos, y por último los Interventores de Hacienda, como titulares de la fun-
ción fiscalizadora de los actos económicos de la Hacienda Pública, y en esta consideración de 'partes' procedimentales,
carecen de privilegio alguno en cuanto al cómputo e improrrogabilidad de los plazos, antes al contrario, como el recurso
de alzada es una modalidad muy peculiar de posible anulación de actos administrativos (resoluciones de los Tribunales
Económico-Administrativos) declarativos de derechos, el rigor exigido en el cumplimiento de los plazos de remisión de
las resoluciones estimatorias a estas 'partes', del plazo de interposición del recurso de alzada, y de la justificación de la
recepción de las mismas debe ser absoluto, en evitación, como ha ocurrido en el caso de autos en el que varias resolu-
ciones estimatorias del TEAP de Madrid dictadas el 20 de junio de 1983, fueron recurridas en alzada, con ánimo anula-
torio, por la Dirección General de Tributos el 2 de marzo de 1984, sin que, además, haya sido posible conocer la fecha
exacta en que este Centro Directivo recibió la copia de las resoluciones estimatorias recurridas". Consta en el expedien-
te administrativo que la Resolución del TEAR de Andalucía es de 28 de septiembre de 2000. El Director del Departamento
de Inspección Financiera y Tributaria de la AEAT interpone recurso de alzada el 27 de octubre de 2000, señalando que
recibió la notificación del TEAR el 20 de octubre de 2000. El propio Abogado del Estado en su contestación a la deman-
da reconoce que no hay constancia en el expediente de la fecha en que la comunicación del TEAR de Andalucía fue reci-
bida por el Director del Departamento antes mencionado. Resulta, pues, de plena aplicación el pronunciamiento antes
transcrito del TS: el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria dice que recibió la notificación del
TEAR el 20 de octubre de 2000, pero no aporta certificado donde conste la fecha de recepción de la comunicación de la
Resolución estimatoria del TEAR, según lo que dispone el artículo 103 del RPREA. A la vista de lo expuesto debe con-
cluirse asumiendo las tesis de la actora, reputándose extemporáneo el recurso de alzada interpuesto contra la Resolución
del TEAR, lo que comporta la anulación de la Resolución del TEAC debiendo en consecuencia estarse a lo acordado por
el TEAR en su Resolución de 28 de septiembre de 2000».
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tiones de no muy difícil resolución o en aquellos casos en los que no cabe otra cosa que manifestar
la incompetencia sobre la pretensión perseguida por el interesado con el fin de que puedan pronun-
ciarse sobre la misma los Tribunales de Justicia (es el caso, por ejemplo, de la inconstitucionalidad
o ilegalidad de las normas).

En este procedimiento abreviado, el escrito de interposición debe ir acompañado necesaria-
mente de las alegaciones y del oportuno aparato probatorio 73. Esto último no resulta criticable en
la generalidad de los casos previstos pero puede plantear algunos problemas en reclamaciones inter-
puestas contra actos de escasa enjundia económica pero que presenten complejidades de cualquier
género (fácticas o jurídicas), pues en tales casos parecería necesario agotar la puesta de manifies-
to con el fin de ejercitar adecuadamente el derecho de defensa del interesado. No debe perderse de
vista un dato, y es que este procedimiento abreviado no resulta voluntario, sino que la LGT emplea
el imperativo para determinar los supuestos en que resultará preceptiva su aplicación. Se prevé en
este procedimiento abreviado durante su fase de tramitación la celebración de vista oral en aque-
llos casos en los que el órgano unipersonal lo considerase necesario o en aquellos otros que media-
se solicitud en tal sentido por parte de los interesados 74. Asimismo, la LGT permite la resolución
de la reclamación aun antes de la recepción del expediente, siempre que de la documentación pre-
sentada por el reclamante resultasen acreditados los datos necesarios para resolver o en aquellos
otros donde el expediente deviene irrelevante atendida la naturaleza de la pretensión que a través
de la reclamación se ventila (ilegalidad o inconstitucionalidad de las normas) 75. El plazo previsto
para la resolución de este procedimiento abreviado y la notificación de la resolución es justamen-
te la mitad del plazo general, es decir, seis meses contados desde la interposición de la reclama-
ción, pudiendo entenderse desestimada la reclamación al objeto de interponer el recurso procedente,
cuyo plazo se contará a partir del día siguiente de la finalización de referido plazo semestral. Ello
no libera al órgano económico-administrativo de su deber de resolver expresamente la reclamación
interpuesta. También aquí, y siempre y cuando se hubiese acordado la suspensión del acto recla-
mado, dejarán de devengarse los correspondientes intereses de demora 76. Contra las resoluciones
dictadas en este procedimiento abreviado por los órganos económico-administrativos unipersona-
les no puede interponerse recurso de alzada ordinario, sino que habrá de interponerse recurso con-
tencioso-administrativo, no obstante lo cual, sí cabrá la interposición de los tres recursos extraor-
dinarios previstos en los artículos 242, 243 y 244 de la nueva LGT, es decir, recurso extraordinario
para la unificación de criterio, recurso extraordinario para la unificación de doctrina y recurso
extraordinario de revisión.
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73 Artículo 246.1 de la LGT.
74 Artículo 247.1 de la LGT.
75 Artículo 247.2 de la LGT.
76 Artículo 247.4 de la LGT. La SAN de 23 de abril de 1998 (NFJ007222), partiendo de la naturaleza indemnizatoria de los

intereses concluye señalando que el período de suspensión acordado en vía contencioso-administrativa debe computarse
íntegramente a efectos de su cálculo, aunque se hubiera superado la duración máxima de las instancias. De igual opinión
eran la STSJ de Madrid de 7 de mayo de 1997 (NFJ005681) (para la que una posible extralimitación en el plazo máximo
de resolución en vía económico-administrativa únicamente permitía reclamar en queja) y la Resolución del TEAC de 22
de noviembre de 1996 (NFJ005307).
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Pues bien, en relación con todo ello, el Real Decreto 520/2005 en su artículo 64 dispone que
las reclamaciones económico-administrativas cuya cuantía sea inferior a 6.000 euros o a 72.000 euros
(si se trata de bases o valoraciones) se tramitarán por el procedimiento abreviado, elevando así la
cuantía prevista en el proyecto de reglamento que las fijaba en 1.500 euros o 18.000 euros 77. El regla-
mento no desarrolla sin embargo la posibilidad que le brinda el artículo 245.1 f) de la LGT que prevé
la aplicación del nuevo procedimiento abreviado ante órganos unipersonales «cuando concurran otras
circunstancias previstas reglamentariamente» 78. Advierte expresamente el reglamento que dicha
cuantía (6.000 ó 72.000 euros) no es la única que debe tomarse como referencia para la aplicación
del procedimiento abreviado, pues los actos podrían ser de cuantía mayor y caer bajo la égida de
otros supuestos legales que también permiten la tramitación abreviada 79.

La previsión de vista oral y la posibilidad de que la prueba se articule dentro de dicha vista es
objeto de regulación reglamentaria que advierte a tal efecto que la falta de comparecencia no com-
portará más que el decaimiento del trámite. También se ocupa el reglamento de la posible subsana-
ción de los defectos que se adviertan en el escrito de interposición 80. Como quiera que uno de ellos
pudiera ser la ausencia de las preceptivas alegaciones en ese escrito inicial, el Consejo de Estado
advirtió sobre la conveniencia de que se hiciera alusión expresa a tal efecto sin remitirse genérica-
mente a la posibilidad de subsanación establecida en el artículo 2 del Real Decreto 520/2005, de
manera que ante la reclamación ayuna de las correspondientes alegaciones, el TEAR advierta del
defecto al recurrente 81. Tal recomendación ha sido seguida por el artículo 65 del reglamento frente
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77 Recordemos, sin embargo, que hasta el 30 de abril de 2006, las reclamaciones económico-administrativas se tramitarán
por el procedimiento abreviado ante órganos unipersonales cuando sean de cuantía inferior a 2.000 euros, o 24.000 si se
tratase de reclamaciones contra bases o valoraciones, y en los demás supuestos establecidos en el artículo 245.1 de la LGT
(disp. trans. 3.ª del reglamento).

78 A juicio del Consejo de Estado, el reglamento debería haber desarrollado tal previsión «para permitir la aplicación de este
procedimiento abreviado en la tramitación de reclamaciones que planteen cuestiones ya decididas por el criterio unáni-
me y reiterado del TEAC, siempre que su cuantía sea inferior a, por ejemplo, 3.000 euros o 25.000 euros si la reclama-
ción se interpone contra un acto de valoración o de fijación de base imponible. De esta forma se arbitraría una vía adi-
cional para descargar de trabajo a los órganos económico-administrativos al permitirse una resolución más rápida (aunque
no por ello con menores garantías) de reclamaciones que, aun siendo de una cuantía algo superior a la establecida con
carácter general para la utilización de este procedimiento (art. 59 del proyecto), sólo planteen cuestiones ya decididas en
reiteradas ocasiones en esta vía económico-administrativa».

79 Sobre la conveniencia de dicha aclaración –aunque pudiera parecer redundante– se pronunció también el Consejo de
Estado en su dictamen al proyecto de reglamento.

80 El proyecto consideraba insubsanable la ausencia de identificación del domicilio, para aplicar así las previsiones conte-
nidas en el artículo 47 del propio proyecto y que resultaban muy perjudiciales para el contribuyente, como ya hemos teni-
do ocasión de explicar.

81 «El artículo 60 del proyecto de reglamento regula determinados aspectos de este procedimiento abreviado ante órganos
unipersonales y en el párrafo primero de su apartado 1 hace referencia a los requisitos que debe tener el escrito de inter-
posición y a su posible subsanación (...). La redacción de este precepto puede prestarse a confusión, pues parece que los
únicos requisitos subsanables del escrito de interposición son los previstos (para todos los procedimientos de revisión) en
el artículo 2.1 del proyecto de reglamento, cuando el artículo 246.1 de la ley hace referencia a otros, entre los que cabe
destacar las alegaciones que se formulan [art. 246.1 b)]. La exigencia de incluir las alegaciones en el escrito de interpo-
sición podría entenderse genéricamente aludido por la rúbrica "cualquier otro establecido en la normativa aplicable" de
la letra f) del artículo 2.1 del proyecto considerándose, en consecuencia, como requisito subsanable por el procedimien-
to del apartado 2 de ese mismo artículo. Sería deseable, sin embargo, que en la redacción final del artículo 60.1 del pro-
yecto quedase aclarado este extremo con una referencia expresa a las alegaciones entre los requisitos subsanables del
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a la previsión contenida en el artículo 63 del proyecto 82. Cabe además la posibilidad de que el inte-
resado efectúe nuevas alegaciones en los casos en los que el órgano unipersonal estime pertinente
examinar cuestiones no planteadas por los interesados, extremo éste que expresamente se prohibía
en el proyecto de reglamento, que añadía además la imposibilidad de modificar las pretensiones
incluidas en el escrito de interposición. El artículo 65.6 del Real Decreto 520/2005 declara aplica-
ble subsidiariamente para lo no previsto en el procedimiento abreviado lo establecido para el pro-
cedimiento general.

6. Ejecución de las resoluciones económico-administrativas.

El artículo 66 del reglamento regula la ejecución de las resoluciones administrativas dictadas
en cualquiera de los procedimientos de revisión en él contemplados, con especial referencia a las
resoluciones económico-administrativas y disponiendo que los actos resolutorios de cualquiera de
ellos serán ejecutados (ejecutivos decía el proyecto de reglamento) en sus propios términos, salvo
que se hubiera acordado la suspensión y ésta se mantuviera en otras instancias. Los actos resultan-
tes de la ejecución de la resolución de las reclamaciones económico-administrativas deben notifi-
carse en el plazo de un mes desde que aquéllas tuvieran entrada en el registro del órgano competente
para su ejecución. El proyecto de reglamento determinaba 15 días pero no aludía a la notificación
del acuerdo ni al momento desde el que hubiera de contarse dicho plazo.

Lo que sí incluye el reglamento frente a dicho proyecto es un párrafo novedoso en cuya vir-
tud, en la ejecución de las oportunas resoluciones, resultan de aplicación las normas sobre trans-
misibilidad, conversión de actos viciados, conservación de actos y trámites y convalidación pre-
vistas en las disposiciones generales de derecho administrativo. El reglamento es, frente a las
previsiones contenidas en el proyecto, muchísimo más especificativo sobre determinados extre-
mos que pueden verse afectados por la resolución del procedimiento revisor. Tal es el caso, por
ejemplo, de los intereses de demora en el caso en el que se anulen las liquidaciones y cuando éstas
hubieran estado suspendidas durante la correspondiente tramitación y resolución del procedi-
miento, así como los órganos encargados de determinarlos (art. 66.6). Asimismo, el reglamento
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escrito de iniciación. En otro caso, como ha señalado la Secretaría General Técnica en su informe, cabría pensar que la
ausencia de alegaciones en dicho escrito determinaría la tramitación de la reclamación por el procedimiento ordinario, no
por el abreviado, una solución "que en principio, se estima no deseable, pues dejaría en manos de los interesados la opción
por uno u otro procedimiento". Para evitar tácticas interesadas de los obligados tributarios parece más conveniente que
en el caso de que se omitan las alegaciones se continúe el procedimiento abreviado, dando la oportunidad de que se sub-
sane el defecto advertido».

82 Éste señalaba expresamente lo que sigue: «1. Si el escrito de interposición no cumple los requisitos exigidos en el artícu-
lo 2 de este reglamento, el Tribunal notificará el defecto advertido y concederá un plazo de 10 días para su subsanación,
prosiguiendo tras la finalización de dicho plazo la tramitación según proceda. No obstante, en los supuestos en los que el
reclamante no haya identificado el domicilio para notificaciones, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 de este regla-
mento. Si el órgano unipersonal acuerda la convocatoria de vista oral, podrá acordar que la subsanación prevista en el
párrafo anterior se realice al comienzo de la misma. Si el defecto no fuera subsanado en ese momento y provocase la ter-
minación de la reclamación, la vista oral no podrá celebrarse».
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introduce una previsión novedosa frente al proyecto ordenando la devolución de oficio de la garan-
tía prestada sin necesidad alguna de la oportuna solicitud por parte del interesado, así como la
reducción proporcional de garantías aportadas para la suspensión en aquellos supuestos de esti-
mación parcial del recurso o reclamación cuya resolución no pueda ser ejecutada. De la misma
manera, y para el caso de que el recurrente no se mostrase conforme con el acto derivado de la
ejecución de la resolución económico-administrativa, podrá interponerse un incidente de ejecu-
ción que habrá de resolverse por el Tribunal que hubiese dictado la resolución que se ejecuta. Esta
previsión, de todo punto lógica (art. 68.1 del reglamento), se ha visto refrendada por otra conte-
nida en el punto 4 de ese mismo precepto en cuya virtud los órganos encargados de ejecutar las
resoluciones de los órganos económico-administrativos pueden solicitar de éstos una aclaración
de la resolución, lo que trae causa de la recomendación realizada por la Agencia Tributaria en el
informe del proyecto, pues de otra forma podrían verse incrementadas gratuitamente las discre-
pancias sobre la resolución recaída.

II.4. Reembolso del coste de las garantías.

En el Capítulo II del Real Decreto 520/2005 se establece la obligación de reembolso del
coste de garantías satisfechas para la adecuada suspensión de la ejecución del acto recurrido. Coste
que corresponde satisfacer a la entidad u organismo que hubiese dictado el acto posteriormente
declarado improcedente. La cuantía de los mismos alcanzará al montante necesario para su for-
malización, mantenimiento y cancelación o a la parte proporcional de la garantía que se haya redu-
cido como consecuencia de la declaración parcial de la improcedencia del acto impugnado. Debe
advertirse que este reembolso se circunscribe a los costes señalados, por lo que la posible preten-
sión sobre otro tipo de gastos en los que pudiera haber incurrido el recurrente deben instarse a tra-
vés del procedimiento de responsabilidad patrimonial de la Administración previsto en el Título X
de la Ley 30/1992. Entre esos costes reembolsables pueden mencionarse: a) Los avales o fianzas
de carácter solidario de entidades de crédito o sociedades de garantía recíproca o certificados de
caución; b) Las hipotecas mobiliarias e inmobiliarias; c) Las prendas con o sin desplazamiento,
así como cualquier otra que la Administración o los Tribunales hubieran aceptado 83 En cada uno
de esos supuestos, el reglamento, en su artículo 74, se encarga de especificar con detalle las par-
tidas que integran el referido coste: a) En los avales, fianzas y certificados de seguro de caución,
las cantidades efectivamente satisfechas a la entidad correspondiente en concepto de primas, comi-
siones y gastos por formalización, mantenimiento y cancelación del aval, fianza o certificado,
devengados hasta la fecha en que se produzca la devolución de la garantía 84; b) En las hipotecas
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83 «Incluidos los costes originados por la adopción de medidas cautelares en sustitución de las garantías a que se refiere el
apartado 1 del artículo 82 de la LGT», señalaba el proyecto de reglamento.

84 Previsión más correcta que la que contemplaba el proyecto de reglamento, toda vez que éste circunscribía los gastos resar-
cibles devengados «hasta los dos meses siguientes a la notificación al interesado de la correspondiente resolución o sen-
tencia», de manera que el posible rebasamiento del plazo bimensual indicado y hasta tanto fuera devuelta la garantía por
la Administración correría a cargo del contribuyente.
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85 Nada decía el proyecto sobre este punto por lo que debe ser bienvenida la especificación reglamentaria [art. 74.1 c)].
86 El proyecto de reglamento no contemplaba el depósito en dinero como garantía resarcible, por lo que debe valorarse posi-

tivamente el esfuerzo realizado por el real decreto intentando agotar todas las hipótesis posibles de garantías prestadas
para suspender la ejecución del acto administrativo recurrido.

87 Esta nueva solución remisiva por la que opta el Real Decreto 520/2005 poco tiene que ver con las previsiones con-
tenidas en el proyecto y que a tales efectos señalaban lo siguiente en su artículo 73: «A estos efectos, serán órganos
competentes para la tramitación del procedimiento y para elevar la propuesta de resolución al órgano competente para
acordar el reembolso, los órganos de recaudación que hayan tramitado la suspensión de la que trae causa la corres-
pondiente solicitud de reembolso, o los órganos de recaudación competentes en razón de la adscripción del obligado
al pago, cuando la suspensión de la que trae causa la solicitud de reembolso hubiera sido acordada en un recurso de
reposición, en una reclamación económico-administrativa o en vía contencioso-administrativa, cualquiera que sea el
órgano competente para resolver estos últimos. No obstante, cuando las necesidades del servicio así lo aconsejen y a
fin de agilizar la tramitación de la solicitud de reembolso, se podrá atribuir la instrucción del expediente al órgano de
recaudación que se designe...».
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y prendas, los gastos derivados de la intervención de fedatario público, de los registros corres-
pondientes, así como los tributos derivados de la constitución y cancelación de la garantía junto
con los gastos derivados de la tasación o valoración de los bienes en los que aquélla se materia-
lizara; c) En el caso de que las garantías aceptadas fueran cualesquiera otras distintas de las ante-
riores, también se admite el reembolso de los costes directos que su formalización hubiera deter-
minado así como los atinentes a su mantenimiento y cancelación y que pudieran haberse devengado
hasta la fecha en que se produzca la devolución de la garantía 85. A los costes reembolsables des-
critos habrán de sumarse los intereses legales vigentes devengados desde la fecha debidamente
acreditada en que se hubiese incurrido en dichos costes hasta la fecha en la que se dicte la orden
de pago. El reglamento, además, introduce otra novedad consistente en la consideración como
resarcible del coste ocasionado por una garantía no muy usual, el depósito de dinero, coste en el
que han de incluirse los intereses legales vigentes hasta el día en que se produzca la devolución
del depósito 86. Los órganos competentes para acordar el reembolso del coste de las garantías son
los propios órganos, entidades u organismos que hubiesen dictado el acto que hubiese sido decla-
rado finalmente improcedente, sin embargo, los órganos competentes para la tramitación se remi-
ten a la determinación de las normas de organización específica 87.

Una vez más, el procedimiento para instar el reembolso de garantías consta de las cuatro fases
clásicas ya aludidas a lo largo del reglamento: a) iniciación, b) tramitación, c) resolución y d) eje-
cución. Respecto a la iniciación destaca el hecho de que el procedimiento se inicie a instancia del
interesado, que debe acompañar al efecto la copia de la resolución firme por la que se declare impro-
cedente total o parcialmente el acto administrativo o la deuda cuya ejecución se suspendió. Asimismo
debe acreditar el importe que satisfizo por las garantías con indicación de la fecha efectiva de pago
y el medio elegido por el que haya de reembolsar la Administración (transferencia bancaria, cheque
o compensación), pues si nada se señalara al efecto, dicho reembolso se efectuará mediante cheque.
Por lo que se refiere a la tramitación, el reglamento faculta al órgano encargado de la misma no sólo
al cotejo de la documentación aportada y su adecuada comprobación, sino al recabamiento de los
informes que considere necesarios, dando trámite de audiencia al interesado, salvo que no figuren
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en el procedimiento ni sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones que
las presentadas por el interesado. Por fin, el órgano competente para la resolución debe dictarla y
notificarla en el plazo máximo de seis meses a contar desde la fecha en que el escrito de solicitud
del interesado hubiese tenido entrada en el registro del órgano competente. Transcurrido dicho plazo,
el artículo 78.3 del reglamento anuda a la inactividad administrativa la clásica desestimación pre-
sunta a los efectos de interponer contra esa resolución silente el correspondiente recurso o reclama-
ción y sin que la resolución expresa posterior al vencimiento del referido plazo tenga que vincular-
se al sentido del silencio apuntado. La resolución expresa o presunta es reclamable en la vía
económico-administrativa previo recurso potestativo de reposición. En la fase de ejecución y una
vez dictada la resolución por la que se reconoce el derecho al reembolso de la garantía aportada, se
expide el mandamiento de pago correspondiente.
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